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TEMARIO COMÚN

Tema 1

Constitución Española de 1978 (I): Título Preliminar. Los derechos y 
deberes fundamentales: Los españoles y los extranjeros. Derechos y 

Libertades.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 1 a 38 — 38 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.
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Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
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3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.
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Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
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y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
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1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.
3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.
2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
responderán a los criterios de eficiencia y economía.
3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los
cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las
de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.
2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y
empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.
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2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1

1. De conformidad con lo señalado por nuestra Constitución Española ¿Cómo se instrumenta, 
fundamentalmente, la participación política de los españoles?

A) A través de la familia.

B) A través de los partidos políticos.

C) A través del municipio.

D) A través de los sindicatos.

2. De acuerdo a lo dispuesto en la Constitución Española, el principio de igualdad entre hombres y mujeres 
está recogido en:

A) El artículo 8.

B) El artículo 7.2.

C) El artículo 14.

D) El artículo 15.

3. ¿Qué artículos comprende la sección denominada «Derechos fundamentales y libertades públicas» de la 
Constitución española de 1978?

A) Los artículos del 15 al 30 ambos inclusive.

B) Los artículos del 15 al 29 ambos inclusive.

C) Los artículos del 14 al 29 ambos inclusive.

D) Los artículos del 16 al 31 ambos inclusive.

4. De acuerdo con el artículo 11 de la Constitución Española, ¿puede un español de origen ser privado de su 
nacionalidad?

A) No

B) No, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra

C) Sí, en los delitos en los que esté previsto expresamente

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. ¿De qué artículo hasta qué artículo corresponde al Título de la Constitución Española de 1978 "De los 
derechos y deberes fundamentales"?

A) Del 9 al 55.

B) Del 10 al 45.

C) Del 10 al 55.

D) Del 9 al 45.
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6. Señale la respuesta correcta. El modelo territorial del Estado español:

A) Es la monarquía parlamentaria.

B) Es el Estado Autonómico, en el sentido de que las Comunidades Autónomas son soberanas.

C) No recibe ningún nombre concreto distintivo o definitorio por parte de la Constitución Española.

D) Es definido en la Constitución Española como “Estado unitario regional”.

7. La forma política del Estado español es:

A) Democracia parlamentaria.

B) Gobierno parlamentario.

C) Monarquía parlamentaria.

D) República democrática.

8. El derecho de petición se reconoce por la Constitución Española:

A) De forma colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.

B) De forma individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.

C) De forma individual y colectiva, en la forma y con los efectos que determine la ley.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

9. Toda persona detenida debe ser informada inmediatamente y de forma comprensible:

A) De sus derechos y de las razones de la detención.

B) De la duración de su detención.

C) No debe ser informada de nada.

D) Del juez que ordena la detención.

10. El artículo 1, apartado 3 la Constitución Española 1978 establece la forma política del Estado español:

A) La soberanía reside únicamente en la Corona.

B) España es un Estado en que la Monarquía convive con un sistema parlamentario.

C) España puede alternar entre monarquía y república según lo decida el parlamento.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 B · 4 A · 5 C · 6 C · 7 C · 8 B · 9 A · 10 B

Te quedan 557 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

Constitución Española de 1978 (II): Los principios rectores de la 
política social y económica. Garantías de las Libertades y Derechos 

Fundamentales. Suspensión de los derechos y libertades.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 39 a 55 — 17 incluidos

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

CAPÍTULO TERCERO De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.
3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.
4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una
distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.
2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso
de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.
3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.
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Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.
2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.
2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.
Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus
problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.
3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
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autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.
2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2
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1. Los derechos reconocidos en los artículos 17.2 y 18, apartados 2 y 3, de la Constitución pueden ser 
suspendidos de forma individual para personas determinadas, en relación con las investigaciones 
correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas:

A) Mediante Real Decreto Ley.

B) Mediante Ley Orgánica.

C) En ningún caso.

D) La a y la b son ciertas.

2. Una de las siguientes afirmaciones no es correcta, de conformidad con lo establecido en el art. 51 de la 
Constitución Española, los poderes públicos:

A) Garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la 
seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos

B) Promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones o 
asociaciones

C) Fomentarán y escucharán sus organizaciones y a los partidos políticos en las cuestiones que puedan afectarles

D) En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de 
autorización de productos comerciales

3. El Defensor del Pueblo, según la Constitución Española de 1978:

A) Es un Alto Comisionado del Gobierno para la defensa de los Derechos Fundamentales.

B) Podrá supervisar la actividad de la Administración.

C) Será elegido entre los miembros del Senado.

D) Es un órgano adscrito al Ministerio competente en materia de consumo.

4. El artículo 47 de la Constitución establece que:

A) La Comunidad participará en la protección de la salud.

B) La Comunidad participará en patronazgo de las Reales Academias.

C) La comunidad participará en la regulación de la utilización del suelo.

D) La Comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

5. El art. 54 CE señala que el Defensor del Pueblo es designado por:

A) el Rey

B) el Gobierno

C) el Congreso de los Diputados

D) las Cortes Generales

6. Los principios rectores de la política social y económica:

A) Son directamente invocables por los ciudadanos, ya que forman parte de la Constitución y son de aplicación 
directa.

B) Inspiran la actuación de los poderes públicos, pero solo pueden ser invocados ante el correspondiente 
tribunal en relación a las leyes que los desarrollan.

C) Las dos son correctas.

D) Ninguna es correcta.

7. Conforme el artículo 54 de la Constitución Española, el Defensor del Pueblo es designado por:

A) El Congreso de los Diputados, dando cuanta al Rey.

B) Las Cortes Generales, a las que dará cuenta.

C) El Gobierno de la Nación, dando cuenta a las Cortes Generales.

D) El Rey, dando cuenta a las Cortes Generales.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Ayuntamiento de Moraleja 14

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



8. Los derechos fundamentales y libertades públicas de la sección segunda del Capítulo II, Título I de la 
Constitución:

A) Informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos

B) Son los únicos que pueden ser tutelados a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional

C) Pueden ser tutelados ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de 
preferencia y celeridad, al igual que el derecho a la igualdad y no discriminación reconocido en el artículo

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

9. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo Segundo del Título de la CE:

A) Informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos y se tutelarán a 
través del recurso de amparo

B) Vinculan a todos los poderes públicos y se tutelarán a través del recurso de inconstitucionalidad

C) Vinculan a todos los poderes públicos y se tutelarán a través del recurso de amparo

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

10. De acuerdo con el artículo 55.1 de la Constitución Española, cuál de los siguientes derechos podrá ser 
suspendido cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio.

A) El derecho a la libertad de culto.

B) El derecho de reunión pacífica y sin armas.

C) El derecho a la intimidad personal y familiar.

D) La libertad de cátedra.

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 B · 4 D · 5 D · 6 B · 7 B · 8 D · 9 C · 10 B

Te quedan 132 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

Constitución Española de 1978 (III): La Corona. Las Cortes Generales. 
El Gobierno y la Administración.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 56 a 107 — 52 incluidos

TÍTULO II De la Corona

Artículo 56.
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento
regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las relaciones
internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las funciones que le
atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.
2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.
3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrendados
en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el
artículo 65, 2.

Artículo 57.
1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón, legítimo
heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y
representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más
próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a
la de menos.
2. El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la
Corona de España.
3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cortes Generales proveerán a la sucesión en la Corona
en la forma que más convenga a los intereses de España.
4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren matrimonio contra la expresa
prohibición del Rey y de las Cortes Generales, quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus
descendientes.
5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a
la Corona se resolverán por una ley orgánica.

Artículo 58.
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones constitucionales, salvo lo dispuesto
para la Regencia.

Artículo 59.
1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad
más próximo a suceder en la Corona, según el orden establecido en la Constitución, entrará a ejercer
inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el tiempo de la minoría de edad del Rey.
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2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuere reconocida por las Cortes
Generales, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia el Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de
edad. Si no lo fuere, se procederá de la manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero
alcance la mayoría de edad.
3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por las Cortes
Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.
4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad.
5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.

Artículo 60.
1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto, siempre que
sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre
mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse
los cargos de Regente y de tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey.
2. El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o representación política.

Artículo 61.
1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus
funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y respetar los derechos de los ciudadanos y de
las Comunidades Autónomas.
2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes al hacerse cargo de sus
funciones, prestarán el mismo juramento, así como el de fidelidad al Rey.

Artículo 62.
Corresponde al Rey:
a) Sancionar y promulgar las leyes.
b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.
c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.
d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus
funciones en los términos previstos en la Constitución.
e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.
f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y
conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.
g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros,
cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.
h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.
i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.
j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.

Artículo 63.
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los representantes extranjeros en
España están acreditados ante él.
2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por medio
de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.
3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y hacer la paz.

Artículo 64.
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros
competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la disolución prevista en el
artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.
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2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

Artículo 65.
1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su Familia y Casa,
y distribuye libremente la misma.
2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.

TÍTULO III De las Cortes Generales

CAPÍTULO PRIMERO De las Cámaras

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.
2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.
3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.
2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.
3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.
2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.
3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.
4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.
5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.
6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.
2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.
3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a efectos
de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria, Mallorca y
Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La Gomera, El
Hierro, Lanzarote y La Palma.
4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Ayuntamiento de Moraleja 18

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.
6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.
Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se celebren
tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.
b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.
c) Al Defensor del Pueblo.
d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.
e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.
f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control judicial,
en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.
2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán
ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de
la Cámara respectiva.
3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.

Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.
2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.
3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.
2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.
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Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.
2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener
por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión presentará un
texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el Congreso por
mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.
2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.
3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.
2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la
presentación directa por manifestaciones ciudadanas.
2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.
2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.
3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.
4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.
2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.
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3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO De la elaboración de las leyes

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.
2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.
2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de
textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.
3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con
fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la
publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.
4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios y
criterios que han de seguirse en su ejercicio.
5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido
de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.
6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada
caso fórmulas adicionales de control.

Artículo 83.
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:
a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.
b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el
Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición
de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

Artículo 85.
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.

Artículo 86.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas
provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I,
al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.
2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de
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los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su
promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su
convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.
3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley
por el procedimiento de urgencia.

Artículo 87.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y
los Reglamentos de las Cámaras.
2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres
miembros de la Asamblea encargados de su defensa.
3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de
proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha
iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la
prerrogativa de gracia.

Artículo 88.
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de
una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

Artículo 89.
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la
prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados
por el artículo 87.
2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán
al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.

Artículo 90.
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará
inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste.
2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje
motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría absoluta.
El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría absoluta, en
caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la interposición del
mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.
3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte
días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y
ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos
los ciudadanos.
2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente
autorizada por el Congreso de los Diputados.
3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum
previstas en esta Constitución.
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CAPÍTULO TERCERO De los Tratados Internacionales

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.
b) Tratados o convenios de carácter militar.
c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.
d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.
e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.

Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.
2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si existe
o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la
forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.
2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO IV Del Gobierno y de la Administración

Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 
del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.
2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.
3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.
4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
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1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia
del Gobierno.
2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.
3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviere la mayoría simple.
4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.
5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.
3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la ley y al Derecho.
2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.
3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.
2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:
a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
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por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.
b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.
c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 106.
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.
2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3

1. ¿A quién corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por 
medio de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes?

A) Al Presidente del Gobierno

B) Al pueblo español mediante referéndum

C) Al Rey

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. Según el artículo 103 de la Constitución Española de 1978, la Administración Pública sirve con objetividad 
los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de:

A) Justicia, igualdad, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al 
Derecho.

B) Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al 
Derecho.

C) Transparencia, eficiencia, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 
ley y al Derecho.

D) Igualdad, transparencia, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 
ley y al Derecho.

3. Señale la respuesta correcta en relación a la iniciativa popular, según lo dispuesto en la Constitución 
Española:

A) Una ley ordinaria regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de 
proyectos de ley.

B) Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de 
proyectos de ley.

C) Una ley ordinaria regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de 
proposiciones de ley.

D) Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de 
proposiciones de ley.
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4. De acuerdo con el artículo 59.5 de la Constitución Española (señale la respuesta correcta).

A) La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.

B) La Regencia se ejercerá por Ley Orgánica y siempre en nombre del Rey.

C) La Regencia se ejercerá por mandato de las Cortes Generales y siempre en nombre del Rey.

D) La Regencia se ejercerá por mandato imperativo y en nombre del Rey.

5. Cualquier modificación legislativa que deba sufrir el Código Penal se realizará a través de:

A) Ley.

B) Ley Orgánica.

C) Ley de Bases.

D) Decreto-Ley.

6. La Delegación legislativa deberá otorgarse mediante:

A) Una ley orgánica

B) Una ley de bases

C) Las dos son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. De acuerdo con la Constitución Española, los actos del Rey serán refrendados por:

A) Únicamente el Presidente del Congreso

B) El Tribunal Constitucional

C) El Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros competentes

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. En la sucesión al trono:

A) Se seguirá el orden especial de representación y primogenitura

B) Se seguirá el orden natural de primogenitura y predestinación

C) Prevalecerán las líneas posteriores sobre las anteriores

D) Prevalecerán las líneas anteriores sobre las posteriores

9. La Constitución Española de 1978, respecto de la Corona:

A) La regula en el Título II, de la Corona.

B) La regula en el Título III, de la Casa Real.

C) La regula en el Título X, de las Instituciones del Estado.

D) No la regula.

10. ¿Qué artículo de la Constitución reconoce al Gobierno la facultad de dictar disposiciones legislativas bajo 
la forma de Decretos-leyes?

A) Artículo 75

B) Artículo 81

C) Artículo 86

D) Artículos 81 y 86

SOLUCIONES 1 C · 2 B · 3 D · 4 A · 5 B · 6 B · 7 C · 8 D · 9 A · 10 C
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Te quedan 512 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

Constitución Española de 1978 (IV): El Poder Judicial. El Tribunal 
Constitucional. La reforma constitucional.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 117 a 127 · arts. 159 a 169 — 22 incluidos

TÍTULO VI Del Poder Judicial

Artículo 117.
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.
2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de
las causas y con las garantías previstas en la ley.
3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.
4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.
5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La ley
regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de
estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.
6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118.
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119.
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten
insuficiencia de recursos para litigar.

Artículo 120.
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.
2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.
3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.

Artículo 121.
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.

Artículo 122.
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo
único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.
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2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su
estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de
nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.
3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre
Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a
propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por
mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123.
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.
2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124.
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés
público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los
Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.
2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad
de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.
3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.
4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General
del Poder Judicial.

Artículo 125.
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como
en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.

Artículo 126.
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de
averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley
establezca.

Artículo 127.
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de
asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.
2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá
asegurar la total independencia de los mismos.

TÍTULO IX Del Tribunal Constitucional

Artículo 159.
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta
del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
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2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores
de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de
quince años de ejercicio profesional.
3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán
por terceras partes cada tres.
4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo;
con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o
en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con
cualquier actividad profesional o mercantil. En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional tendrán las
incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.
5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su
mandato.

Artículo 160.
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La
declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la
jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa
juzgada.
b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta
Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.
c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.
d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por
los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a
cinco meses.

Artículo 162.
1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,
50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su
caso, las Asambleas de las mismas.
b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de
cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán
suspensivos.

Artículo 164.
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos
particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no
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cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente
a todos.
2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la
inconstitucionalidad.

Artículo 165.
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.

TÍTULO X De la reforma constitucional

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.
2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.
3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así lo
soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.
2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.
3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4
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1. Según la Constitución Española (art. 119), la justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley, y, en todo 
caso:

A) Respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar

B) Respecto de los que sean desempleados

C) Respecto de todos los menores de edad

D) Respecto de los extranjeros afincados en España

2. Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante:

A) La iniciativa parlamentaria.

B) Las Elecciones Generales.

C) La Institución del Jurado.

D) Los Tribunales de Honor.

3. De acuerdo con el artículo 122 de la Constitución Española, el Consejo General del Poder Judicial estará 
integrado por:

A) El Presidente del Tribunal Constitucional, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por 
un período de cuatro años.

B) El Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un 
período de seis años.

C) El Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un 
período de cinco años.

D) El Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por doce miembros nombrados por el Rey por un 
período de cinco años.

4. ¿En qué Título de la Constitución se regula el Poder Judicial?

A) Título IV

B) Título V

C) Título VI

D) Título VII

5. Respecto a la reforma de la Constitución, señale la respueta correcta conforme a lo establecido en el Título 
X de la Constitución Española:

A) La iniciativa es competencia exclusiva del Estado.

B) Requiere para su aprobación, la mayoría simple de cada una de las Cámaras.

C) Una vez aprobada, será sometida a referéndum si así lo solicitasen, dentro los treinta días siguientes a su 
aprobación, al menos dos tercios de alguna de las cámaras legislativas.

D) En caso de que afectara al Título Preliminar debe ser sometida a referéndum para su ratificación.

6. Según el artículo 124 de la Constitución Española, ¿quién nombra al Fiscal General del Estado?

A) El Rey, a propuesta del Tribunal Constitucional, oído el Consejo General del Poder Judicial.

B) El Rey, a propuesta del Congreso, oído el Consejo General del Poder Judicial.

C) El Rey, a propuesta del Tribunal de Cuentas, oído el Consejo General del Poder Judicial.

D) El Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del Poder Judicial.
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7. ¿Quiénes integran el Consejo General del Poder Judicial?:

A) El Presidente del Tribunal Constitucional, que lo presidirá, y veinte miembros nombrados por el Rey por un 
período de cinco años.

B) El Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y veinte miembros nombrados por el Rey por un 
período de cinco años.

C) El Presidente del Tribunal Constitucional, que lo presidirá, y veinte miembros nombrados por el Rey por un 
período de cuatro años.

D) El Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y veinte miembros nombrados por el Rey por un 
período de cuatro años.

8. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del poder judicial y está presidido:

A) Por el Rey, aunque con carácter simbólico

B) Por el Presidente del Tribunal Constitucional

C) Por el Presidente del Consejo de Estado

D) Por el Presidente del Tribunal Supremo

9. Según el artículo 122 de la Constitución Española, El Consejo General del Poder judicial estará integrado 
por el presidente del Tribunal Supremo que lo presidirá y por:

A) 20 miembros nombrados por el Rey

B) 12 miembros nombrados por el Rey

C) 10 miembros nombrados por el Rey

D) 15 miembros nombrados por el Rey

10. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos:

A) Cinco a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cinco a propuesta del Senado, 
con idéntica mayoría; uno a propuesta del Gobierno, y uno a propuesta del Consejo General del Poder Judicial

B) Cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del 
Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder 
Judicial. Artículo 159.1 CE

C) Cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; tres a propuesta del Senado, 
con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y tres a propuesta del Consejo General del Poder Judicial

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 A · 2 C · 3 C · 4 C · 5 D · 6 D · 7 B · 8 D · 9 A · 10 B

Te quedan 199 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (I): Disposiciones Generales. 

De los interesados en el procedimiento: Capacidad de obras y el 
concepto de interesado e Identificación y firma de los interesados en el 

procedimiento administrativo.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 1 a 12 — 12 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto regular los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos, el
procedimiento administrativo común a todas las Administraciones Públicas, incluyendo el sancionador y el de
reclamación de responsabilidad de las Administraciones Públicas, así como los principios a los que se ha de
ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria.
2. Solo mediante ley, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los fines propios
del procedimiento, y de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a los
contemplados en esta Ley. Reglamentariamente podrán establecerse especialidades del procedimiento
referidas a los órganos competentes, plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia,
formas de iniciación y terminación, publicación e informes a recabar.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
1. La presente Ley se aplica al sector público, que comprende:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las Entidades que integran la Administración Local.
d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:
a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.
b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y
en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas.
c) Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
previsiones de esta Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2 anterior.
4. Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las
funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y
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supletoriamente por la presente Ley.

TÍTULO I De los interesados en el procedimiento

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado

Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.
b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.
c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.
2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.
3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.
4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.
5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo
acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El
documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos
correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.
6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.
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7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los
que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación
salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en
cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el
interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal, este
registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los registros
generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se
inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada Organismo
podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.
2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.
3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.
b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.
c) Fecha de inscripción.
d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.
e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:

a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.
c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
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comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.
6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.
7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.
Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.
2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun
cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
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Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.
4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.1 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.
2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de
medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.
b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos
en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo
dispuesto en la letra c).

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.
4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
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podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.
5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.2 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.
2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.
c) Interponer recursos.
d) Desistir de acciones.
e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.
2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.
3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5
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1. La Ley 39/2015, de 1 de octubre, se aplica al sector público, que comprende, según su art. 2:

A) La Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas

B) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades 
que integran la Administración Local.

C) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades 
que integran la Administración Local y el sector público institucional.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

2. De acuerdo con el artículo 5 de la Ley 39/2015, la representación:

A) Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos, 
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, la representación se presume.

B) La falta de acreditación o la acreditación insuficiente de la representación impide que se tenga por efectuado 
el acto de que se trate.

C) La representación efectuada mediante apoderamiento «apud acta» efectuado por comparecencia personal no 
se entiende acreditada hasta que se efectúe por comparecencia electrónica en la sede electrónica 
correspondiente.

D) Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que lo prevean sus estatutos, 
pueden actuar en representación de otras ante las administraciones públicas.

3. En la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se consideran interesados en el procedimiento administrativo, señale la 
incorrecta:

A) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar

B) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses ilegítimos individuales o colectivos.

C) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

D) Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de 
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

4. Señale la respuesta incorrecta. Respecto al objeto de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, reglamentariamente podrán establecerse 
especialidades del procedimiento referidas

A) Los órganos competentes.

B) Plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia.

C) Formas de iniciación y terminación.

D) Notificación, publicación y documentación a recabar.

5. La Ley que regula el Procedimiento Administrativo Común de las administraciones públicas, de carácter 
básico, es:

A) La Ley 39/2015, de 1 de octubre

B) La Ley 40/2015, de 1 de octubre

C) La Ley 7/1985, de 2 de abril

D) La Ley 9/2017, de 8 de noviembre
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6. A los efectos previstos en artículo 3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:

A) Los menores de edad, siempre y cuando tengan dieciséis años cumplidos, para el ejercicio y defensa de 
aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia 
de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela.

B) Los menores de edad siempre y cuando se hallen emancipados por concesión de quienes ejerzan la patria 
potestad, por concesión judicial o por matrimonio.

C) Los menores de edad pueden ejercer y defender derechos e intereses cuya actuación esté permitida sin 
asistencia de quien ejerza patria potestad, tutela o curatela. Excepción: menores incapacitados si la 
incapacitación afecta a dichos derechos/intereses.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

7. La representación, en el ámbito de las Administraciones Públicas, de acuerdo con la Ley 39/2015, podrá 
acreditarse:

A) Únicamente mediante poder notarial general.

B) Sólo mediante poder notarial especial.

C) Mediante comparecencia personal, exclusivamente.

D) Mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna de su existencia.

8. De acuerdo con el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, se consideran interesados en el procedimiento administrativo aquellos 
cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento:

A) En tanto no haya recaído resolución definitiva.

B) Antes de concluir la fase de instrucción del procedimiento.

C) Aunque haya recaído resolución definitiva.

D) En el trámite de audiencia.

9. Según el artículo 1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre de 2015, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administración Públicas, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los 
fines propios del procedimiento, y de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a 
los contemplados en esta Ley:

A) Mediante ley o reglamentariamente.

B) Solo reglamentariamente.

C) En ningún caso.

D) Solo mediante ley.
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10. Según lo establecido en el artículo 5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, ¿cuál de las siguientes afirmaciones es correcta en relación con la 
representación?

A) Los interesados con capacidad de obrar no pueden actuar por medio de un representante.

B) La falta o insuficiencia de acreditación de la representación no impide que se tenga por efectuado el acto, 
siempre que se aporte o se subsane el defecto dentro del plazo de dos días (o superior si las circunstancias lo 
requieren) que debe conceder el órgano administrativo.

C) Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos, 
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona se deberá acreditar la representación. 
Para los actos y gestiones de mero trámite, dicha representación se presumirá.

D) La representación únicamente se puede acreditar mediante apoderamiento apud acta efectuado por 
comparecencia personal o electrónica en la sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el 
registro electrónico de apoderamientos de la Administración pública competente.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 B · 4 D · 5 A · 6 C · 7 D · 8 A · 9 D · 10 C

Te quedan 189 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (II): De la actividad de las 

Administraciones Públicas: Normas generales de actuación y 
Términos y plazos.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 13 a 33 — 21 incluidos

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son
titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:
a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la
Administración.
b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en
esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento
Jurídico.
e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda
legalmente.
g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley.
h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos
que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. Estos derechos se entienden sin perjuicio
de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas.
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas
para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas
a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la
persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier
momento.
2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes
sujetos:
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a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la
propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas
por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por
cada Administración.

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través
de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que
por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

Artículo 15. Lengua de los procedimientos.
1. La lengua de los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado será el castellano. No
obstante lo anterior, los interesados que se dirijan a los órganos de la Administración General del Estado con
sede en el territorio de una Comunidad Autónoma podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella.
En este caso, el procedimiento se tramitará en la lengua elegida por el interesado. Si concurrieran varios
interesados en el procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará
en castellano, si bien los documentos o testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua
elegida por los mismos.
2. En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Entidades Locales, el uso de la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente.
3. La Administración Pública instructora deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes de
los mismos que deban surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos dirigidos
a los interesados que así lo soliciten expresamente. Si debieran surtir efectos en el territorio de una
Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta del castellano, no será precisa su
traducción.

Artículo 16. Registros.
1. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente
asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo
público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. También se podrán anotar en el mismo, la salida de los
documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares. Los Organismos públicos vinculados o
dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico plenamente
interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración de la que depende. El
Registro Electrónico General de cada Administración funcionará como un portal que facilitará el acceso a los
registros electrónicos de cada Organismo. Tanto el Registro Electrónico General de cada Administración como
los registros electrónicos de cada Organismo cumplirán con las garantías y medidas de seguridad previstas en
la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. Las disposiciones de creación de los
registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente y su texto íntegro deberá estar
disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo caso, las disposiciones de
creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la
fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles. En la sede electrónica de acceso a cada registro
figurará la relación actualizada de trámites que pueden iniciarse en el mismo.
2. Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán
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la fecha del día en que se produzcan. Concluido el trámite de registro, los documentos serán cursados sin
dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que
hubieran sido recibidas.
3. El registro electrónico de cada Administración u Organismo garantizará la constancia, en cada asiento que
se practique, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha y hora de su presentación,
identificación del interesado, órgano administrativo remitente, si procede, y persona u órgano administrativo
al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del documento que se registra. Para ello, se emitirá
automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, incluyendo la
fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros
documentos que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos.
4. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán
presentarse:

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes
registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1.
b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.
c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.
d) En las oficinas de asistencia en materia de registros.
e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. Los registros electrónicos de todas y cada
una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su
compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales
y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros.

5. Los documentos presentados de manera presencial ante las Administraciones Públicas, deberán ser
digitalizados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 y demás normativa aplicable, por la oficina de
asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al expediente
administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, sin perjuicio de aquellos supuestos en
que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte obligatoria
la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de digitalización.
Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de presentar determinados
documentos por medios electrónicos para ciertos procedimientos y colectivos de personas físicas que, por
razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.
6. Podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente cualesquiera
cantidades que haya que satisfacer en el momento de la presentación de documentos a las Administraciones
Públicas, sin perjuicio de la posibilidad de su abono por otros medios.
7. Las Administraciones Públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas en
las que se prestará asistencia para la presentación electrónica de documentos.
8. No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial
establezca otra forma de presentación.

Artículo 17. Archivo de documentos.
1. Cada Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos electrónicos que
correspondan a procedimientos finalizados, en los términos establecidos en la normativa reguladora aplicable.
2. Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar la autenticidad,
integridad y conservación del documento, así como su consulta con independencia del tiempo transcurrido
desde su emisión. Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes
que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. La eliminación de dichos documentos deberá ser
autorizada de acuerdo a lo dispuesto en la normativa aplicable.
3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de
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acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad,
confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. En particular,
asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, así como el cumplimiento de las garantías
previstas en la legislación de protección de datos.

Artículo 18. Colaboración de las personas.
1. Las personas colaborarán con la Administración en los términos previstos en la Ley que en cada caso resulte
aplicable, y a falta de previsión expresa, facilitarán a la Administración los informes, inspecciones y otros
actos de investigación que requieran para el ejercicio de sus competencias, salvo que la revelación de la
información solicitada por la Administración atentara contra el honor, la intimidad personal o familiar o
supusieran la comunicación de datos confidenciales de terceros de los que tengan conocimiento por la
prestación de servicios profesionales de diagnóstico, asesoramiento o defensa, sin perjuicio de lo dispuesto en
la legislación en materia de blanqueo de capitales y financiación de actividades terroristas.
2. Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que
no hayan comparecido en él tienen el deber de proporcionárselos a la Administración actuante.
3. Cuando las inspecciones requieran la entrada en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que
requieran autorización del titular, se estará a lo dispuesto en el artículo 100.

Artículo 19. Comparecencia de las personas.
1. La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios
electrónicos, sólo será obligatoria cuando así esté previsto en una norma con rango de ley.
2. En los casos en que proceda la comparecencia, la correspondiente citación hará constar expresamente el
lugar, fecha, hora, los medios disponibles y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla.
3. Las Administraciones Públicas entregarán al interesado certificación acreditativa de la comparecencia
cuando así lo solicite.

Artículo 20. Responsabilidad de la tramitación.
1. Los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que
tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y
adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio
pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para
evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos.
2. Los interesados podrán solicitar la exigencia de esa responsabilidad a la Administración Pública de que
dependa el personal afectado.

Artículo 21. Obligación de resolver.
1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos
cualquiera que sea su forma de iniciación. En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición sobrevenida del objeto del
procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con
indicación de los hechos producidos y las normas aplicables. Se exceptúan de la obligación a que se refiere el
párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los
procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable o
comunicación a la Administración.
2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del
correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de
Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea.
3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses.
Este plazo y los previstos en el apartado anterior se contarán:

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Ayuntamiento de Moraleja 46

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el
registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación.

4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos
informativos, las relaciones de procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de
duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo. En todo caso, las
Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo establecido para la resolución de
los procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que
pueda producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación del
acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los diez
días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la
Administración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará
además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente.
5. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un
incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órgano competente para resolver, a propuesta razonada
del órgano instructor, o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, a propuesta de éste,
podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho adecuado y en plazo.
6. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así
como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente
responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución
expresa en plazo. El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad
disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa aplicable.

Artículo 22. Suspensión del plazo máximo para resolver.
1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá
suspender en los siguientes casos:

a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias o la aportación de
documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del
requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, por el del plazo concedido,
todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 68 de la presente Ley.
b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de la Unión Europea, por
el tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del
pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada.
c) Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la Unión Europea que condicione
directamente el contenido de la resolución de que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia,
lo que deberá ser comunicado a los interesados, hasta que se resuelva, lo que también habrá de ser
notificado.
d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración, por el
tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe,
que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en
ningún caso de tres meses. En caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, proseguirá el
procedimiento.
e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los
interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.
f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos
previstos en el artículo 86 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin
efecto, en su caso, de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración formulada por la
Administración o los interesados.
g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo
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pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá
de comunicarse a los interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo que también
deberá serles comunicado.

2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se suspenderá
en los siguientes casos:

a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es
ilegal y que constituya la base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el
supuesto al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 de esta Ley, desde que se realiza el requerimiento
hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso
administrativa. Deberá ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento, como su
cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente recurso contencioso-administrativo.
b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las
previstas en el artículo 87, desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del
inicio de las actuaciones hasta que se produzca su terminación.
c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un
procedimiento, desde que ésta se plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado.

Artículo 23. Ampliación del plazo máximo para resolver y notificar.
1. Excepcionalmente, cuando se hayan agotado los medios personales y materiales disponibles a los que se
refiere el apartado 5 del artículo 21, el órgano competente para resolver, a propuesta, en su caso, del órgano
instructor o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, podrá acordar de manera motivada la
ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, no pudiendo ser éste superior al establecido para la
tramitación del procedimiento.
2. Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados, no
cabrá recurso alguno.

Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la
Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo
máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla
estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una
norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo
contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga
el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés
general. El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de
petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia
que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público,
impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. El sentido del silencio también será
desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio
iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la
desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado
el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase
resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este
apartado.
2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo
finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir
a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte
procedente.
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3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al
siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción
del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al
vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la
Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos
desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la
misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en
Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el
órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el
procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose
el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro
electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.
1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya
dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal
de resolver, produciendo los siguientes efectos:

a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la
constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren
comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de
intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En
estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos
previstos en el artículo 95.

2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se
interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

Artículo 26. Emisión de documentos por las Administraciones Públicas.
1. Se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de las
Administraciones Públicas. Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos por
escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de
expresión y constancia.
2. Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato
determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.
b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible
incorporación a un expediente electrónico.
c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.
d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.
e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa
aplicable. Se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos requisitos, sean
trasladados a un tercero a través de medios electrónicos.

3. No requerirán de firma electrónica, los documentos electrónicos emitidos por las Administraciones Públicas
que se publiquen con carácter meramente informativo, así como aquellos que no formen parte de un
expediente administrativo. En todo caso, será necesario identificar el origen de estos documentos.
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Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas.
1. Cada Administración Pública determinará los órganos que tengan atribuidas las competencias de
expedición de copias auténticas de los documentos públicos administrativos o privados. Las copias auténticas
de documentos privados surten únicamente efectos administrativos. Las copias auténticas realizadas por una
Administración Pública tendrán validez en las restantes Administraciones. A estos efectos, la Administración
General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales podrán realizar copias auténticas
mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa automatizada. Se deberá mantener
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
expedición de copias auténticas que deberán ser plenamente interoperables y estar interconectados con los de
las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de comprobar la validez de la citada habilitación. En este
registro o sistema equivalente constarán, al menos, los funcionarios que presten servicios en las oficinas de
asistencia en materia de registros.
2. Tendrán la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado las
realizadas, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en las
que quede garantizada la identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido. Las copias auténticas
tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales.
3. Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o en papel, y por tanto su carácter de
copias auténticas, las Administraciones Públicas deberán ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de
Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, así como a las
siguientes reglas:

a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o
sin cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se
visualicen al consultar el documento.
b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de
digitalización, requerirán que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que
acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento. Se entiende por
digitalización, el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o en otro
soporte no electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del
documento.
c) Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán que en las mismas figure la
condición de copia y contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que
permitirá contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u
Organismo público emisor.
d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán
mediante una copia auténtica en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la
Administración o bien mediante una puesta de manifiesto electrónica conteniendo copia auténtica del
documento original. A estos efectos, las Administraciones harán públicos, a través de la sede electrónica
correspondiente, los códigos seguros de verificación u otro sistema de verificación utilizado.

4. Los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los
documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las Administraciones Públicas.
La solicitud se dirigirá al órgano que emitió el documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones
derivadas de la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en el plazo de quince días a contar desde la
recepción de la solicitud en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente. Asimismo,
las Administraciones Públicas estarán obligadas a expedir copias auténticas electrónicas de cualquier
documento en papel que presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente administrativo.
5. Cuando las Administraciones Públicas expidan copias auténticas electrónicas, deberá quedar expresamente
así indicado en el documento de la copia.
6. La expedición de copias auténticas de documentos públicos notariales, registrales y judiciales, así como de
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los diarios oficiales, se regirá por su legislación específica.

Artículo 28. Documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo.
1. Los interesados deberán aportar al procedimiento administrativo los datos y documentos exigidos por las
Administraciones Públicas de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. Asimismo, los interesados
podrán aportar cualquier otro documento que estimen conveniente.
2. Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la
Administración actuante o hayan sido elaborados por cualquier otra Administración. La administración
actuante podrá consultar o recabar dichos documentos salvo que el interesado se opusiera a ello. No cabrá la
oposición cuando la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de potestades
sancionadoras o de inspección. Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos
electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante consulta a las plataformas de intermediación
de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto. Cuando se trate de informes preceptivos ya
elaborados por un órgano administrativo distinto al que tramita el procedimiento, estos deberán ser remitidos
en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este plazo, se informará al interesado de que
puede aportar este informe o esperar a su remisión por el órgano competente.
3. Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación de documentos originales, salvo que, con
carácter excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. Asimismo, las
Administraciones Públicas no requerirán a los interesados datos o documentos no exigidos por la normativa
reguladora aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a cualquier Administración.
A estos efectos, el interesado deberá indicar en qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los
citados documentos, debiendo las Administraciones Públicas recabarlos electrónicamente a través de sus
redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas
electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el procedimiento la oposición expresa del interesado o
la ley especial aplicable requiera su consentimiento expreso. Excepcionalmente, si las Administraciones
Públicas no pudieran recabar los citados documentos, podrán solicitar nuevamente al interesado su
aportación.
4. Cuando con carácter excepcional, y de acuerdo con lo previsto en esta Ley, la Administración solicitara al
interesado la presentación de un documento original y éste estuviera en formato papel, el interesado deberá
obtener una copia auténtica, según los requisitos establecidos en el artículo 27, con carácter previo a su
presentación electrónica. La copia electrónica resultante reflejará expresamente esta circunstancia.
5. Excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el procedimiento lo exija o existan dudas
derivadas de la calidad de la copia, las Administraciones podrán solicitar de manera motivada el cotejo de las
copias aportadas por el interesado, para lo que podrán requerir la exhibición del documento o de la
información original.
6. Las copias que aporten los interesados al procedimiento administrativo tendrán eficacia, exclusivamente en
el ámbito de la actividad de las Administraciones Públicas.
7. Los interesados se responsabilizarán de la veracidad de los documentos que presenten. Se modifican los
apartados 2 y 3 por la disposición final 12 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-
A-2018-16673#df-12

CAPÍTULO II Términos y plazos

Artículo 29. Obligatoriedad de términos y plazos.
Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los
mismos.

Artículo 30. Cómputo de plazos.
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1. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles. Son hábiles todas las horas del día que formen parte de
un día hábil. Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la
hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una
duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días.
2. Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los
declarados festivos. Cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el
Derecho de la Unión Europea, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.
3. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación
o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la
desestimación por silencio administrativo.
4. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar
la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la
estimación o desestimación por silencio administrativo. El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la
notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de
vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira
el último día del mes.
5. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.
6. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil
en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.
7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción
al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de
cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles
de las Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las que será de aplicación. Dicho
calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda, así como en
otros medios de difusión que garanticen su conocimiento generalizado.
8. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el
funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de
trabajo o el régimen de jornada y horarios de las mismas.

Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros.
1. Cada Administración Pública publicará los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las
oficinas que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de
los interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos.
2. El registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá a efectos de cómputo de los plazos, por
la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad
necesarias para garantizar su integridad y figurar de modo accesible y visible. El funcionamiento del registro
electrónico se regirá por las siguientes reglas:

a) Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas.
b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos
por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer
día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil. Los
documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil.
Los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo
fueran el primer día hábil posterior.
c) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá
determinado por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u
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Organismo. En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a
quien presentó el documento.

3. La sede electrónica del registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, atendiendo al
ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquélla y al calendario previsto en el artículo
30.7, los días que se considerarán inhábiles a los efectos previstos en este artículo. Este será el único
calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de plazos en los registros electrónicos, sin
que resulte de aplicación a los mismos lo dispuesto en el artículo 30.6.

Artículo 32. Ampliación.
1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados,
una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo
aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a
los interesados.
2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará en todo caso a los procedimientos
tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como a aquellos que, sustanciándose en el
interior, exijan cumplimentar algún trámite en el extranjero o en los que intervengan interesados residentes
fuera de España.
3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso,
antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya
vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no serán susceptibles de recurso, sin
perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.
4. Cuando una incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación
que corresponda, y hasta que se solucione el problema, la Administración podrá determinar una ampliación
de los plazos no vencidos, debiendo publicar en la sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida
como la ampliación concreta del plazo no vencido.
5. Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto gravemente afectados los servicios y
sistemas utilizados para la tramitación de los procedimientos y el ejercicio de los derechos de los interesados
que prevé la normativa vigente, la Administración podrá acordar la ampliación general de plazos de los
procedimientos administrativos.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 21 del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo. Ref. BOE-A-2022-4972#df-21

Artículo 33. Tramitación de urgencia.
1. Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición del interesado, la
aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la mitad los plazos
establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos.
2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al
procedimiento, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6
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1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá 
suspender

A) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los 
interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente

B) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio

C) Todas son correctas

D) Ninguna de las anteriores es correcta.

2. El artículo 17 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, sobre archivo de documentación dice:

A) Es obligación del administrado conservar el archivo de lo presentado electrónicamente ante la 
Administración.

B) Los soportes en que se almacenan los documentos contarán con medios de seguridad según lo previsto por el 
Real Decreto 29/2015.

C) Cada Administración deberá mantener un archivo único de los documentos electrónicos que correspondan a 
procedimientos finalizados.

D) El artículo 17 no habla del archivo de documentos.

3. Siempre que por ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se 
señalen por días, se entiende que... RESPUESTAS:

A) Éstos son hábiles.

B) Éstos son naturales.

C) Éstos incluyen días hábiles y los festivos declarados.

D) Éstos incluyen los sábados y domingos.

4. La comparecencia de los ciudadanos ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios 
electrónicos, sólo será obligatoria

A) Cuando se crea oportuno para resolver un expediente.

B) Nunca.

C) Cuando esté previsto en una norma con rango de Ley.

D) Cuando razones de interés público así lo aconsejen.

5. El silencio administrativo en los procedimientos iniciados por el interesado tiene efecto desestimatorio en 
el siguiente supuesto:

A) Cuando se produzca el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, excepto en 
los supuestos en los que una norma con rango de ley o una norma de Derecho de la Unión Europea o de 
Derecho internacional aplicable en España establezcan lo contrario

B) En los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición a que se refiere el artículo 29 de la 
Constitución

C) El sentido del silencio administrativo es siempre estimatorio

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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6. En atención a lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, relativo a la obligación de resolver, señale la 
respuesta correcta:

A) El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del 
correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de 
Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea

B) Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses

C) Todas las anteriores son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. En base a lo dictado en la Ley 39/2015 de 1 de octubre, los documentos presentados de manera presencial 
ante las Administraciones Públicas, deberán ser digitalizados:

A) Por la oficina de asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al 
expediente administrativo electrónico, debiendo permanecer los originales en custodia de la Administración.

B) Por la Administración u Organismo en que hayan sido presentados para su incorporación al expediente 
administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado.

C) Por la oficina de asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al 
expediente administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado.

D) Por la Administración u Organismo en que hayan sido presentados para su incorporación al expediente 
administrativo electrónico, debiendo permanecer los originales en custodia de la Administración

8. No están obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas:

A) Las personas jurídicas.

B) Las entidades sin personalidad jurídica.

C) Los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.

D) Las personas físicas.

9. Con respecto a los registros de documentos (Art. 16 Ley 39/2015, de 1 de octubre):

A) Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán 
presentarse en las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de la Unión Europea en el extranjero.

B) El registro electrónico garantizará la constancia, en cada asiento, de número, epígrafe (naturaleza), fecha y 
hora de presentación, identificación del interesado, órgano remitente (si procede) y destinatario, y, en su caso, 
referencia al contenido del documento registrado.

C) Todas las respuestas son incorrectas

D) Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán 
la fecha del día en que se produzcan, surtiendo efectos el primer hábil siguiente.

10. Están obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la 
realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los sujetos que especifica:

A) El art. 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

B) El art. 14.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

C) El art. 13.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común.

D) Art. 13.1 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno.

SOLUCIONES 1 C · 2 C · 3 A · 4 C · 5 B · 6 C · 7 C · 8 D · 9 B · 10 A
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Te quedan 548 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (III): De los actos 

administrativos: Requisitos de los actos administrativos, Eficacia de 
los actos y Nulidad y anulabilidad.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 34 a 52 — 19 incluidos

TÍTULO III De los actos administrativos

CAPÍTULO I Requisitos de los actos administrativos

Artículo 34. Producción y contenido.
1. Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a instancia del
interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose a los requisitos y al procedimiento
establecido.
2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y
adecuado a los fines de aquéllos.

Artículo 35. Motivación.
1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.
b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos,
recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.
c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos
consultivos.
d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de
medidas provisionales previstas en el artículo 56.
e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de
actuaciones complementarias.
f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.
g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo
por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la Administración en
procedimientos iniciados de oficio.
h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que
resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.
i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en
virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

2. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva se
realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo
caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte.

Artículo 36. Forma.
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1. Los actos administrativos se producirán por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su
naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia.
2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia
escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario
que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se
tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de
forma verbal, con expresión de su contenido.
3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como
nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, acordado por el órgano
competente, que especificará las personas u otras circunstancias que individualicen los efectos del acto para
cada interesado.

CAPÍTULO II Eficacia de los actos

Artículo 37. Inderogabilidad singular.
1. Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una
disposición de carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que
dictó la disposición general.
2. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así
como aquellas que incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47.

Artículo 38. Ejecutividad.
Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo
dispuesto en esta Ley.

Artículo 39. Efectos.
1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y
producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.
2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación,
publicación o aprobación superior.
3. Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos
anulados, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho
necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o
intereses legítimos de otras personas.
4. Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas en el ejercicio de su propia
competencia deberán ser observadas por el resto de los órganos administrativos, aunque no dependan
jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra Administración.
5. Cuando una Administración Pública tenga que dictar, en el ámbito de sus competencias, un acto que
necesariamente tenga por base otro dictado por una Administración Pública distinta y aquélla entienda que es
ilegal, podrá requerir a ésta previamente para que anule o revise el acto de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, y, de
rechazar el requerimiento, podrá interponer recurso contencioso-administrativo. En estos casos, quedará
suspendido el procedimiento para dictar resolución.

Artículo 40. Notificación.
1. El órgano que dicte las resoluciones y actos administrativos los notificará a los interesados cuyos derechos e
intereses sean afectados por aquéllos, en los términos previstos en los artículos siguientes.
2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya
sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía
administrativa, la expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el
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órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados
puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.
3. Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de los demás requisitos
previstos en el apartado anterior, surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones
que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, o
interponga cualquier recurso que proceda.
4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la
obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la
notificación que contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación
debidamente acreditado.
5. Las Administraciones Públicas podrán adoptar las medidas que consideren necesarias para la protección de
los datos personales que consten en las resoluciones y actos administrativos, cuando éstos tengan por
destinatarios a más de un interesado.

Artículo 41. Condiciones generales para la práctica de las notificaciones.
1. Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el
interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. No obstante lo anterior, las Administraciones podrán
practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes supuestos:

a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su
representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y solicite la comunicación o notificación
personal en ese momento.
b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la
notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante. Con
independencia del medio utilizado, las notificaciones serán válidas siempre que permitan tener constancia
de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus
fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad fidedigna del remitente y destinatario de la misma.
La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente. Los interesados que no estén
obligados a recibir notificaciones electrónicas, podrán decidir y comunicar en cualquier momento a la
Administración Pública, mediante los modelos normalizados que se establezcan al efecto, que las
notificaciones sucesivas se practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos.
Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de practicar electrónicamente
las notificaciones para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por
razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. Adicionalmente, el interesado podrá
identificar un dispositivo electrónico y/o una dirección de correo electrónico que servirán para el envío de
los avisos regulados en este artículo, pero no para la práctica de notificaciones.

2. En ningún caso se efectuarán por medios electrónicos las siguientes notificaciones:
a) Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de
conversión en formato electrónico.
b) Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques.

3. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará por el medio
señalado al efecto por aquel. Esta notificación será electrónica en los casos en los que exista obligación de
relacionarse de esta forma con la Administración. Cuando no fuera posible realizar la notificación de acuerdo
con lo señalado en la solicitud, se practicará en cualquier lugar adecuado a tal fin, y por cualquier medio que
permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, la
identidad y el contenido del acto notificado.
4. En los procedimientos iniciados de oficio, a los solos efectos de su iniciación, las Administraciones Públicas
podrán recabar, mediante consulta a las bases de datos del Instituto Nacional de Estadística, los datos sobre el
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domicilio del interesado recogidos en el Padrón Municipal, remitidos por las Entidades Locales en aplicación
de lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.
5. Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará
constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación y el medio, dando por
efectuado el trámite y siguiéndose el procedimiento.
6. Con independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las
Administraciones Públicas enviarán un aviso al dispositivo electrónico y/o a la dirección de correo electrónico
del interesado que éste haya comunicado, informándole de la puesta a disposición de una notificación en la
sede electrónica de la Administración u Organismo correspondiente o en la dirección electrónica habilitada
única. La falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida.
7. Cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha de notificación la de
aquélla que se hubiera producido en primer lugar.

Artículo 42. Práctica de las notificaciones en papel.
1. Todas las notificaciones que se practiquen en papel deberán ser puestas a disposición del interesado en la
sede electrónica de la Administración u Organismo actuante para que pueda acceder al contenido de las
mismas de forma voluntaria.
2. Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el
momento de entregarse la notificación, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de catorce
años que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad. Si nadie se hiciera cargo de la notificación,
se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación,
intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes. En caso de que
el primer intento de notificación se haya realizado antes de las quince horas, el segundo intento deberá
realizarse después de las quince horas y viceversa, dejando en todo caso al menos un margen de diferencia de
tres horas entre ambos intentos de notificación. Si el segundo intento también resultara infructuoso, se
procederá en la forma prevista en el artículo 44.
3. Cuando el interesado accediera al contenido de la notificación en sede electrónica, se le ofrecerá la
posibilidad de que el resto de notificaciones se puedan realizar a través de medios electrónicos.

Artículo 43. Práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos.
1. Las notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de
la Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante
ambos sistemas, según disponga cada Administración u Organismo. A los efectos previstos en este artículo, se
entiende por comparecencia en la sede electrónica, el acceso por el interesado o su representante
debidamente identificado al contenido de la notificación.
2. Las notificaciones por medios electrónicos se entenderán practicadas en el momento en que se produzca el
acceso a su contenido. Cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido
expresamente elegida por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días
naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.
3. Se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo 40.4 con la puesta a disposición de la
notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica
habilitada única.
4. Los interesados podrán acceder a las notificaciones desde el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración, que funcionará como un portal de acceso.

Artículo 44. Notificación infructuosa.
Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o bien,
intentada ésta, no se hubiese podido practicar, la notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el
«Boletín Oficial del Estado». Asimismo, previamente y con carácter facultativo, las Administraciones podrán
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publicar un anuncio en el boletín oficial de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, en el tablón de edictos
del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del Consulado o Sección Consular de la Embajada
correspondiente. Las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas de notificación
complementarias a través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la obligación de publicar el
correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 45. Publicación.
1. Los actos administrativos serán objeto de publicación cuando así lo establezcan las normas reguladoras de
cada procedimiento o cuando lo aconsejen razones de interés público apreciadas por el órgano competente.
En todo caso, los actos administrativos serán objeto de publicación, surtiendo ésta los efectos de la
notificación, en los siguientes casos:

a) Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad indeterminada de personas o cuando la
Administración estime que la notificación efectuada a un solo interesado es insuficiente para garantizar la
notificación a todos, siendo, en este último caso, adicional a la individualmente realizada.
b) Cuando se trate de actos integrantes de un procedimiento selectivo o de concurrencia competitiva de
cualquier tipo. En este caso, la convocatoria del procedimiento deberá indicar el medio donde se
efectuarán las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las que se lleven a cabo en lugares distintos.

2. La publicación de un acto deberá contener los mismos elementos que el artículo 40.2 exige respecto de las
notificaciones. Será también aplicable a la publicación lo establecido en el apartado 3 del mismo artículo. En
los supuestos de publicaciones de actos que contengan elementos comunes, podrán publicarse de forma
conjunta los aspectos coincidentes, especificándose solamente los aspectos individuales de cada acto.
3. La publicación de los actos se realizará en el diario oficial que corresponda, según cual sea la
Administración de la que proceda el acto a notificar.
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44, la publicación de actos y comunicaciones que, por disposición
legal o reglamentaria deba practicarse en tablón de anuncios o edictos, se entenderá cumplida por su
publicación en el Diario oficial correspondiente.

Artículo 46. Indicación de notificaciones y publicaciones.
Si el órgano competente apreciase que la notificación por medio de anuncios o la publicación de un acto
lesiona derechos o intereses legítimos, se limitará a publicar en el Diario oficial que corresponda una somera
indicación del contenido del acto y del lugar donde los interesados podrán comparecer, en el plazo que se
establezca, para conocimiento del contenido íntegro del mencionado acto y constancia de tal conocimiento.
Adicionalmente y de manera facultativa, las Administraciones podrán establecer otras formas de notificación
complementarias a través de los restantes medios de difusión que no excluirán la obligación de publicar en el
correspondiente Diario oficial.

CAPÍTULO III Nulidad y anulabilidad

Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes:

a) Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.
b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.
c) Los que tengan un contenido imposible.
d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.
e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las
normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.
f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o
derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.
g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición con rango de Ley.
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2. También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las
leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y
las que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

Artículo 48. Anulabilidad.
1. Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento
jurídico, incluso la desviación de poder.
2. No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos
formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados.
3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la
anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo.

Artículo 49. Límites a la extensión de la nulidad o anulabilidad de los actos.
1. La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean
independientes del primero.
2. La nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo no implicará la de las partes del mismo
independientes de aquélla, salvo que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto administrativo
no hubiera sido dictado.

Artículo 50. Conversión de actos viciados.
Los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos constitutivos de otro distinto
producirán los efectos de éste.

Artículo 51. Conservación de actos y trámites.
El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción.

Artículo 52. Convalidación.
1. La Administración podrá convalidar los actos anulables, subsanando los vicios de que adolezcan.
2. El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha, salvo lo dispuesto en el artículo 39.3 para la
retroactividad de los actos administrativos.
3. Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la convalidación podrá realizarse por el
órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.
4. Si el vicio consistiese en la falta de alguna autorización, podrá ser convalidado el acto mediante el
otorgamiento de la misma por el órgano competente.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7

1. ¿Cuál de estos conceptos sobre el acto administrativo es correcto?

A) El acto administrativo innova el ordenamiento jurídico.

B) El acto administrativo tiene normalmente carácter general y abstracto.

C) Los actos administrativos tienen vocación de permanencia en el tiempo.

D) El acto administrativo es un acto jurídico, de derecho público que lo emite la administración pública o algún 
otro órgano estatal en ejercicio de la función administrativa.
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2. Según lo establecido en el artículo 41 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la 
notificación se practicará:

A) Por escrito a través de medios electrónicos.

B) Desde el Punto de Acceso General Electrónico de la Administración.

C) Por el medio señalado al efecto por aquel.

D) En el domicilio del interesado.

3. De conformidad a la ley 39/2015, L.P.A.C, señale la afirmación CORRECTA respecto a la práctica de las 
notificaciones:

A) Cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida 
por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido quince días hábiles desde la puesta a 
disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.

B) El interesado en un procedimiento podrá identificar un dispositivo electrónico y/o una dirección de correo 
electrónico que servirán para la práctica de notificaciones.

C) Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará 
constar en el expediente paralizando los plazos de resolución del procedimiento hasta que se entienda cumplida 
la obligación de notificar.

D) Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el 
interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía.

4. Según el artículo 42.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse 
presente éste en el momento de entregarse la notificación:

A) Podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de 14 años que se encuentre en el domicilio y haga 
constar su identidad

B) Podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de 16 años que se encuentre en el domicilio y haga 
constar su identidad

C) Podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de 18 años que se encuentre en el domicilio y haga 
constar su identidad

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. En la práctica de notificaciones en papel, cuando se practique la misma en el domicilio del interesado, para 
su correcta notificación resulta:

A) Que puede hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su 
identidad.

B) Que puede hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de 14 años que se encuentre en el domicilio 
siempre que acredite relación de parentesco.

C) Que puede hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de 18 años que se encuentre en el domicilio.

D) Que puede hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de 14 años que se encuentre en el domicilio y 
haga constar su identidad.

6. Conforme al artículo 48 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, son anulables los actos de la Administración:

A) Contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los 
requisitos esenciales para su adquisición.

B) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.

C) Que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder.

D) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido.
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7. De conformidad con la Ley 39/2015, si nadie se hiciera cargo de la notificación en papel, se hará constar 
esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, repitiéndose el 
intento:

A) Una sola vez y en una hora distinta dentro de los dos días siguientes

B) Dos veces y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes

C) Una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. En el procedimiento administrativo común, los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho 
Administrativo…

A) Producen efectos desde el día posterior a la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.

B) Producen efectos desde el día siguiente a la notificación al interesado.

C) Producen efectos desde la fecha en que se dictan.

D) Producen efectos desde la fecha en que se dictan, salvo que en ellos se disponga otra cosa.

9. De acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPACAP), ¿en qué supuestos los actos administrativos deberán ser objeto de 
publicación?

A) Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad indeterminada de personas o cuando la 
Administración estime que la notificación efectuada a un solo interesado es insuficiente para garantizar la 
notificación a todos, siendo, en este último caso, adicional a la individualmente realizada.

B) Cuando se trate de actos integrantes de un procedimiento selectivo y de concurrencia competitiva de 
cualquier tipo. La convocatoria deberá indicar el medio de las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las 
que se lleven a cabo en lugares distintos.

C) Cuando se trate de actos integrantes de un procedimiento selectivo o de concurrencia competitiva de 
cualquier tipo. La convocatoria del procedimiento deberá indicar el medio donde se efectuarán las sucesivas 
publicaciones, careciendo de validez las que se lleven a cabo en lugares distintos.

D) Las respuestas a y c son correctas.

10. En la notificación de todo acto administrativo no es necesario que conste siempre:

A) Su texto íntegro.

B) Los recursos que contra el mismo procedan.

C) Los motivos en que se basa la decisión.

D) El plazo de interposición de los recursos.

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 D · 4 A · 5 D · 6 C · 7 C · 8 D · 9 D · 10 C

Te quedan 633 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (IV): De la revisión de los 

actos en vía administrativa: Revisión de oficio y Recursos 
administrativos.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 106 a 126 — 21 incluidos

TÍTULO V De la revisión de los actos en vía administrativa

CAPÍTULO I Revisión de oficio

Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos.
1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y
previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma,
si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía
administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1.
2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar
la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2.
3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las
solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano
consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del
artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran
desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.
4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la
misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias
previstas en los artículos 32.2 y 34.1 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que,
tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma.
5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio
sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud
de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo.

Artículo 107. Declaración de lesividad de actos anulables.
1. Las Administraciones Públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los
actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa su
declaración de lesividad para el interés público.
2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto
administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los
términos establecidos por el artículo 82. Sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de
admisibilidad de la acción en el proceso judicial correspondiente, la declaración de lesividad no será
susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los interesados a los meros efectos informativos.
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3. Transcurrido el plazo de seis meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la
lesividad, se producirá la caducidad del mismo.
4. Si el acto proviniera de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas, la
declaración de lesividad se adoptará por el órgano de cada Administración competente en la materia.
5. Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local, la declaración de lesividad se
adoptará por el Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad.

Artículo 108. Suspensión.
Iniciado el procedimiento de revisión de oficio al que se refieren los artículos 106 y 107, el órgano competente
para declarar la nulidad o lesividad, podrá suspender la ejecución del acto, cuando ésta pudiera causar
perjuicios de imposible o difícil reparación.

Artículo 109. Revocación de actos y rectificación de errores.
1. Las Administraciones Públicas podrán revocar, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción, sus
actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no
permitida por las leyes, ni sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.
2. Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia
de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos.

Artículo 110. Límites de la revisión.
Las facultades de revisión establecidas en este Capítulo, no podrán ser ejercidas cuando por prescripción de
acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la
buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes.

Artículo 111.
Competencia para la revisión de oficio de las disposiciones y de actos nulos y anulables en la Administración
General del Estado. En el ámbito estatal, serán competentes para la revisión de oficio de las disposiciones y los
actos administrativos nulos y anulables:
a) El Consejo de Ministros, respecto de sus propios actos y disposiciones y de los actos y disposiciones dictados
por los Ministros.
b) En la Administración General del Estado:

1.º Los Ministros, respecto de los actos y disposiciones de los Secretarios de Estado y de los dictados por
órganos directivos de su Departamento no dependientes de una Secretaría de Estado.
2.º Los Secretarios de Estado, respecto de los actos y disposiciones dictados por los órganos directivos de
ellos dependientes.

c) En los Organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración
General del Estado:

1.º Los órganos a los que estén adscritos los Organismos públicos y entidades de derecho público, respecto
de los actos y disposiciones dictados por el máximo órgano rector de éstos.
2.º Los máximos órganos rectores de los Organismos públicos y entidades de derecho público, respecto de
los actos y disposiciones dictados por los órganos de ellos dependientes.

CAPÍTULO II Recursos administrativos

Sección 1.ª Principios generales

Artículo 112. Objeto y clases.
1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del
asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio
irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y
potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos
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en los artículos 47 y 48 de esta Ley. La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los
interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.
2. Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y cuando
la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación, reclamación,
conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a
instrucciones jerárquicas, con respeto a los principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a las
personas y a los interesados en todo procedimiento administrativo. En las mismas condiciones, el recurso de
reposición podrá ser sustituido por los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, respetando su
carácter potestativo para el interesado. La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la
Administración Local no podrá suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias reconocidas a los
órganos representativos electos establecidos por la Ley.
3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa. Los
recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de alguna disposición
administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante el órgano que dictó dicha
disposición.
4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos establecidos por su
legislación específica.

Artículo 113. Recurso extraordinario de revisión.
Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso extraordinario de revisión cuando
concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 125.1.

Artículo 114. Fin de la vía administrativa.
1. Ponen fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones de los recursos de alzada.
b) Las resoluciones de los procedimientos a que se refiere el artículo 112.2.
c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley
establezca lo contrario.
d) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del
procedimiento.
e) La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, cualquiera que
fuese el tipo de relación, pública o privada, de que derive.
f) La resolución de los procedimientos complementarios en materia sancionadora a los que se refiere el
artículo 90.4.
g) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo
establezca.

2. Además de lo previsto en el apartado anterior, en el ámbito estatal ponen fin a la vía administrativa los actos
y resoluciones siguientes:

a) Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno.
b) Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen
atribuidas los órganos de los que son titulares.
c) Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o superior, en relación con las
competencias que tengan atribuidas en materia de personal.
d) En los Organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la
Administración General del Estado, los emanados de los máximos órganos de dirección unipersonales o
colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se establezca otra cosa.

Artículo 115. Interposición de recurso.
1. La interposición del recurso deberá expresar:
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a) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo.
b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación.
c) Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso, del lugar que se señale a
efectos de notificaciones.
d) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige y su correspondiente código de identificación.
e) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas.

2. El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su
tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter.
3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado.

Artículo 116. Causas de inadmisión.
Serán causas de inadmisión las siguientes:
a) Ser incompetente el órgano administrativo, cuando el competente perteneciera a otra Administración
Pública. El recurso deberá remitirse al órgano competente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14.1 de
la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.
b) Carecer de legitimación el recurrente.
c) Tratarse de un acto no susceptible de recurso.
d) Haber transcurrido el plazo para la interposición del recurso.
e) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento.

Artículo 117. Suspensión de la ejecución.
1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario,
no suspenderá la ejecución del acto impugnado.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa
ponderación, suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la
suspensión y el ocasionado al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá
suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado cuando concurran alguna de
las siguientes circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.
b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el
artículo 47.1 de esta Ley.

3. La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurrido un mes desde que la solicitud de
suspensión haya tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para
decidir sobre la misma, el órgano a quien competa resolver el recurso no ha dictado y notificado resolución
expresa al respecto. En estos casos, no será de aplicación lo establecido en el artículo 21.4 segundo párrafo, de
esta Ley.
4. Al dictar el acuerdo de suspensión podrán adoptarse las medidas cautelares que sean necesarias para
asegurar la protección del interés público o de terceros y la eficacia de la resolución o el acto impugnado.
Cuando de la suspensión puedan derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, aquélla sólo producirá efectos
previa prestación de caución o garantía suficiente para responder de ellos, en los términos establecidos
reglamentariamente. La suspensión se prolongará después de agotada la vía administrativa cuando,
habiéndolo solicitado previamente el interesado, exista medida cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la
vía contencioso-administrativa. Si el interesado interpusiera recurso contencioso-administrativo, solicitando
la suspensión del acto objeto del proceso, se mantendrá la suspensión hasta que se produzca el
correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud.
5. Cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto administrativo que afecte a una pluralidad
indeterminada de personas, la suspensión de su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en que
aquél se insertó.
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Artículo 118. Audiencia de los interesados.
1. Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario,
se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince,
formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes. No se tendrán
en cuenta en la resolución de los recursos, hechos, documentos o alegaciones del recurrente, cuando
habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho. Tampoco podrá solicitarse la
práctica de pruebas cuando su falta de realización en el procedimiento en el que se dictó la resolución
recurrida fuera imputable al interesado.
2. Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso para que en el plazo antes citado,
aleguen cuanto estimen procedente.
3. El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documentos nuevos a los efectos de este
artículo. Tampoco lo tendrán los que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la
resolución impugnada.

Artículo 119. Resolución.
1. La resolución del recurso estimará en todo o en parte o desestimará las pretensiones formuladas en el
mismo o declarará su inadmisión.
2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre el fondo se ordenará la
retroacción del procedimiento al momento en el que el vicio fue cometido, sin perjuicio de que eventualmente
pueda acordarse la convalidación de actuaciones por el órgano competente para ello, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 52.
3. El órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el
procedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados. En este último caso se les oirá previamente. No
obstante, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por el recurrente, sin que en ningún
caso pueda agravarse su situación inicial.

Artículo 120. Pluralidad de recursos administrativos.
1. Cuando deban resolverse una pluralidad de recursos administrativos que traigan causa de un mismo acto
administrativo y se hubiera interpuesto un recurso judicial contra una resolución administrativa o bien contra
el correspondiente acto presunto desestimatorio, el órgano administrativo podrá acordar la suspensión del
plazo para resolver hasta que recaiga pronunciamiento judicial.
2. El acuerdo de suspensión deberá ser notificado a los interesados, quienes podrán recurrirlo. La
interposición del correspondiente recurso por un interesado, no afectará a los restantes procedimientos de
recurso que se encuentren suspendidos por traer causa del mismo acto administrativo.
3. Recaído el pronunciamiento judicial, será comunicado a los interesados y el órgano administrativo
competente para resolver podrá dictar resolución sin necesidad de realizar ningún trámite adicional, salvo el
de audiencia, cuando proceda.

Sección 2.ª Recurso de alzada

Artículo 121. Objeto.
1. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1, cuando no pongan fin a la vía administrativa,
podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los
Tribunales y órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y cualesquiera
otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se considerarán dependientes del órgano al
que estén adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los mismos.
2. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente para
resolverlo. Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, éste deberá
remitirlo al competente en el plazo de diez días, con su informe y con una copia completa y ordenada del
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expediente. El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del cumplimiento de lo
previsto en el párrafo anterior.

Artículo 122. Plazos.
1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido
dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos. Si el acto no fuera
expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en cualquier momento
a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del
silencio administrativo.
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Transcurrido este plazo sin que
recaiga resolución, se podrá entender desestimado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1,
tercer párrafo.
3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso
extraordinario de revisión, en los casos establecidos en el artículo 125.1.

Sección 3.ª Recurso potestativo de reposición

Artículo 123. Objeto y naturaleza.
1. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en
reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden
jurisdiccional contencioso-administrativo.
2. No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya
producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto.

Artículo 124. Plazos.
1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera expreso.
Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio,
en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión. Si el acto no fuera expreso, el solicitante y
otros posibles interesados podrán interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día
siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto.
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes.
3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso.

Sección 4.ª Recurso extraordinario de revisión

Artículo 125. Objeto y plazos.
1. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso extraordinario de revisión ante
el órgano administrativo que los dictó, que también será el competente para su resolución, cuando concurra
alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos
incorporados al expediente.
b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores,
evidencien el error de la resolución recurrida.
c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por
sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.
d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia,
maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial
firme.

2. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de la causa a) del apartado anterior,
dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los
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demás casos, el plazo será de tres meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que la
sentencia judicial quedó firme.
3. Lo establecido en el presente artículo no perjudica el derecho de los interesados a formular la solicitud y la
instancia a que se refieren los artículos 106 y 109.2 de la presente Ley ni su derecho a que las mismas se
sustancien y resuelvan.

Artículo 126. Resolución.
1. El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite,
sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma,
cuando el mismo no se funde en alguna de las causas previstas en el apartado 1 del artículo anterior o en el
supuesto de que se hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.
2. El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión debe pronunciarse no sólo
sobre la procedencia del recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto
recurrido.
3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraordinario de revisión sin haberse
dictado y notificado la resolución, se entenderá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional
contencioso-administrativa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. Si se interpone recurso extraordinario de revisión porque al dictar el acto administrativo se incurrió en 
error de hecho que resulta de los mismos documentos incorporados al expediente, el recurso debe 
interponerse:

A) Dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada.

B) Dentro del plazo de tres años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada.

C) Dentro del plazo de dos años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada.

D) En el plazo de tres meses siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada.

2. Según el artículo 106.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, el órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la 
inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los interesados… señale la incorrecta:

A) Sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma.

B) Cuando las mismas se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 47.1.

C) Cuando carezcan manifiestamente de fundamento.

D) Cuando se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.
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3. Respecto al trámite de audiencia recogido en el artículo 118 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, señale la respuesta correcta:

A) Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, 
se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo inferior a diez días, formulen las alegaciones y 
presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes.

B) Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, 
se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo inferior a siete días, formulen las alegaciones y 
presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes.

C) Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, 
se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, 
formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes.

D) Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, 
se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a cinco días ni superior a diez, 
formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes.

4. Según el artículo 124, de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento administrativo común de las 
Administraciones Públicas, el plazo para la interposición del recurso potestativo de reposición, si el acto 
fuera expreso será:

A) De 3 meses.

B) De 1 mes.

C) De 2 meses.

D) De 10 días.

5. La Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
dispone respecto al recurso de alzada que:

A) El plazo para la interposición del recurso de alzada será de tres meses.

B) El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses.

C) Contra la resolución de un recurso de alzada cabe interponer recurso potestativo de reposición.

D) El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de un mes, si el acto fuera expreso.

6. ¿Cuál de las siguientes alternativas no es correcta?

A) El recurso de revisión es un recurso extraordinario.

B) El recurso de alzada se interpone en un plazo de 1 mes.

C) El recurso de revisión es un recurso ordinario.

D) El plazo para resolver el recurso de revisión es de 3 meses.

7. Se podrá interponer recurso de alzada y potestativo de revisión contra un acto de trámite siempre que 
(señale la incorrecta):

A) Decida directa o indirectamente sobre el fondo del asunto

B) Determine la imposibilidad de continuar el procedimiento

C) Produzcan indefensión

D) Produzca perjuicio reparable a derechos e intereses legítimos

8. Señale cuál de las siguientes no es una causa de inadmisión de un recurso administrativo:

A) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento.

B) El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente, siempre que se deduzca su 
verdadero carácter.

C) Carecer de legitimación el recurrente.

D) Haber transcurrido el plazo para la interposición del recurso.
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9. La Ley 39/2015, en relación con el recurso de reposición, indica que:

A) Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso.

B) Se interpone ante el órgano superior jerárquico que hubiera dictado el acto que se recurre.

C) Se puede interponer simultáneamente el recurso de reposición y el recurso contencioso-administrativo.

D) El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de dos meses.

10. El artículo 122 de Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas recoge, respecto al recurso de alzada, que:

A) El plazo para la interposición del recurso de alzada será de tres meses, si el acto fuera expreso.

B) Si el acto no fuera expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en 
el plazo de tres meses a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se 
produzcan los efectos del silencio administrativo.

C) El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Transcurrido este plazo sin que 
recaiga resolución, se podrá entender desestimado el recurso.

D) Contra la resolución de un recurso de alzada se podrá interponer recurso potestativo de reposición.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 C · 4 B · 5 B · 6 C · 7 D · 8 B · 9 A · 10 C

Te quedan 417 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 9

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: 
Título preliminar: Capítulo I: Disposiciones generales. Capítulo II: De 

los órganos de las Administraciones Públicas.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público

LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 1 a 24 — 24 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
La presente Ley establece y regula las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, los
principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas y de la potestad sancionadora, así
como la organización y funcionamiento de la Administración General del Estado y de su sector público
institucional para el desarrollo de sus actividades.

Artículo 2. Ámbito Subjetivo.
1. La presente Ley se aplica al sector público que comprende:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las Entidades que integran la Administración Local.
d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:
a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.
b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en
particular a los principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades
administrativas.
c) Las Universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
previsiones de la presente Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2.

Artículo 3. Principios generales.
1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes
principios:

a) Servicio efectivo a los ciudadanos.
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b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.
c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.
d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de
gestión.
e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.
f) Responsabilidad por la gestión pública.
g) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las
políticas públicas.
h) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.
i) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.
j) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.
k) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.

2. Las Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades
vinculados o dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad y seguridad de
los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, garantizarán la protección de los datos de carácter
personal, y facilitarán preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados.
3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y de
los correspondientes de las Entidades Locales, la actuación de la Administración Pública respectiva se
desarrolla para alcanzar los objetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.
4. Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con
personalidad jurídica única.

Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una 
actividad.
1. Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, establezcan medidas
que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el
desarrollo de una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida menos
restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así como justificar su adecuación para
lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.
Asimismo deberán evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.
2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación que
resulte aplicable, para lo cual podrán, en el ámbito de sus respectivas competencias y con los límites
establecidos en la legislación de protección de datos de carácter personal, comprobar, verificar, investigar e
inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que fueran
necesarias.

CAPÍTULO II De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos

Artículo 5. Órganos administrativos.
1. Tendrán la consideración de órganos administrativos las unidades administrativas a las que se les atribuyan
funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros, o cuya actuación tenga carácter preceptivo.
2. Corresponde a cada Administración Pública delimitar, en su respectivo ámbito competencial, las unidades
administrativas que configuran los órganos administrativos propios de las especialidades derivadas de su
organización.
3. La creación de cualquier órgano administrativo exigirá, al menos, el cumplimiento de los siguientes
requisitos:

a) Determinación de su forma de integración en la Administración Pública de que se trate y su dependencia
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jerárquica.
b) Delimitación de sus funciones y competencias.
c) Dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento.

4. No podrán crearse nuevos órganos que supongan duplicación de otros ya existentes si al mismo tiempo no
se suprime o restringe debidamente la competencia de estos. A este objeto, la creación de un nuevo órgano
sólo tendrá lugar previa comprobación de que no existe otro en la misma Administración Pública que
desarrolle igual función sobre el mismo territorio y población.

Artículo 6. Instrucciones y órdenes de servicio.
1. Los órganos administrativos podrán dirigir las actividades de sus órganos jerárquicamente dependientes
mediante instrucciones y órdenes de servicio. Cuando una disposición específica así lo establezca, o se estime
conveniente por razón de los destinatarios o de los efectos que puedan producirse, las instrucciones y órdenes
de servicio se publicarán en el boletín oficial que corresponda, sin perjuicio de su difusión de acuerdo con lo
previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen
gobierno.
2. El incumplimiento de las instrucciones u órdenes de servicio no afecta por sí solo a la validez de los actos
dictados por los órganos administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se pueda
incurrir.

Artículo 7. Órganos consultivos.
La Administración consultiva podrá articularse mediante órganos específicos dotados de autonomía orgánica y
funcional con respecto a la Administración activa, o a través de los servicios de esta última que prestan
asistencia jurídica. En tal caso, dichos servicios no podrán estar sujetos a dependencia jerárquica, ya sea
orgánica o funcional, ni recibir instrucciones, directrices o cualquier clase de indicación de los órganos que
hayan elaborado las disposiciones o producido los actos objeto de consulta, actuando para cumplir con tales
garantías de forma colegiada.

Sección 2.ª Competencia

Artículo 8. Competencia.
1. La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que la tengan atribuida como
propia, salvo los casos de delegación o avocación, cuando se efectúen en los términos previstos en ésta u otras
leyes. La delegación de competencias, las encomiendas de gestión, la delegación de firma y la suplencia no
suponen alteración de la titularidad de la competencia, aunque sí de los elementos determinantes de su
ejercicio que en cada caso se prevén.
2. La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser
desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes de aquéllos en los términos y con los requisitos que
prevean las propias normas de atribución de competencias.
3. Si alguna disposición atribuye la competencia a una Administración, sin especificar el órgano que debe
ejercerla, se entenderá que la facultad de instruir y resolver los expedientes corresponde a los órganos
inferiores competentes por razón de la materia y del territorio. Si existiera más de un órgano inferior
competente por razón de materia y territorio, la facultad para instruir y resolver los expedientes
corresponderá al superior jerárquico común de estos.

Artículo 9. Delegación de competencias.
1. Los órganos de las diferentes Administraciones Públicas podrán delegar el ejercicio de las competencias que
tengan atribuidas en otros órganos de la misma Administración, aun cuando no sean jerárquicamente
dependientes, o en los Organismos públicos o Entidades de Derecho Público vinculados o dependientes de
aquéllas. En el ámbito de la Administración General del Estado, la delegación de competencias deberá ser
aprobada previamente por el órgano ministerial de quien dependa el órgano delegante y en el caso de los
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Organismos públicos o Entidades vinculados o dependientes, por el órgano máximo de dirección, de acuerdo
con sus normas de creación. Cuando se trate de órganos no relacionados jerárquicamente será necesaria la
aprobación previa del superior común si ambos pertenecen al mismo Ministerio, o del órgano superior de
quien dependa el órgano delegado, si el delegante y el delegado pertenecen a diferentes Ministerios.
Asimismo, los órganos de la Administración General del Estado podrán delegar el ejercicio de sus
competencias propias en sus Organismos públicos y Entidades vinculados o dependientes, cuando resulte
conveniente para alcanzar los fines que tengan asignados y mejorar la eficacia de su gestión. La delegación
deberá ser previamente aprobada por los órganos de los que dependan el órgano delegante y el órgano
delegado, o aceptada por este último cuando sea el órgano máximo de dirección del Organismo público o
Entidad vinculado o dependiente.
2. En ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a:

a) Los asuntos que se refieran a relaciones con la Jefatura del Estado, la Presidencia del Gobierno de la
Nación, las Cortes Generales, las Presidencias de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas
y las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.
b) La adopción de disposiciones de carácter general.
c) La resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos objeto de recurso.
d) Las materias en que así se determine por norma con rango de Ley.

3. Las delegaciones de competencias y su revocación deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado», en
el de la Comunidad Autónoma o en el de la Provincia, según la Administración a que pertenezca el órgano
delegante, y el ámbito territorial de competencia de éste.
4. Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación indicarán expresamente esta circunstancia
y se considerarán dictadas por el órgano delegante.
5. Salvo autorización expresa de una Ley, no podrán delegarse las competencias que se ejerzan por delegación.
No constituye impedimento para que pueda delegarse la competencia para resolver un procedimiento la
circunstancia de que la norma reguladora del mismo prevea, como trámite preceptivo, la emisión de un
dictamen o informe; no obstante, no podrá delegarse la competencia para resolver un procedimiento una vez
que en el correspondiente procedimiento se haya emitido un dictamen o informe preceptivo acerca del mismo.
6. La delegación será revocable en cualquier momento por el órgano que la haya conferido.
7. El acuerdo de delegación de aquellas competencias atribuidas a órganos colegiados, para cuyo ejercicio se
requiera un quórum o mayoría especial, deberá adoptarse observando, en todo caso, dicho quórum o mayoría.

Artículo 10. Avocación.
1. Los órganos superiores podrán avocar para sí el conocimiento de uno o varios asuntos cuya resolución
corresponda ordinariamente o por delegación a sus órganos administrativos dependientes, cuando
circunstancias de índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hagan conveniente. En los
supuestos de delegación de competencias en órganos no dependientes jerárquicamente, el conocimiento de
un asunto podrá ser avocado únicamente por el órgano delegante.
2. En todo caso, la avocación se realizará mediante acuerdo motivado que deberá ser notificado a los
interesados en el procedimiento, si los hubiere, con anterioridad o simultáneamente a la resolución final que
se dicte. Contra el acuerdo de avocación no cabrá recurso, aunque podrá impugnarse en el que, en su caso, se
interponga contra la resolución del procedimiento.

Artículo 11. Encomiendas de gestión.
1. La realización de actividades de carácter material o técnico de la competencia de los órganos
administrativos o de las Entidades de Derecho Público podrá ser encomendada a otros órganos o Entidades de
Derecho Público de la misma o de distinta Administración, siempre que entre sus competencias estén esas
actividades, por razones de eficacia o cuando no se posean los medios técnicos idóneos para su desempeño.
Las encomiendas de gestión no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos regulados en la
legislación de contratos del sector público. En tal caso, su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo
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previsto en ésta.
2. La encomienda de gestión no supone cesión de la titularidad de la competencia ni de los elementos
sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad del órgano o Entidad encomendante dictar cuantos actos o
resoluciones de carácter jurídico den soporte o en los que se integre la concreta actividad material objeto de
encomienda. En todo caso, la Entidad u órgano encomendado tendrá la condición de encargado del
tratamiento de los datos de carácter personal a los que pudiera tener acceso en ejecución de la encomienda de
gestión, siéndole de aplicación lo dispuesto en la normativa de protección de datos de carácter personal.
3. La formalización de las encomiendas de gestión se ajustará a las siguientes reglas:

a) Cuando la encomienda de gestión se realice entre órganos administrativos o Entidades de Derecho
Público pertenecientes a la misma Administración deberá formalizarse en los términos que establezca su
normativa propia y, en su defecto, por acuerdo expreso de los órganos o Entidades de Derecho Público
intervinientes. En todo caso, el instrumento de formalización de la encomienda de gestión y su resolución
deberá ser publicada, para su eficacia, en el Boletín Oficial del Estado, en el Boletín oficial de la Comunidad
Autónoma o en el de la Provincia, según la Administración a que pertenezca el órgano encomendante. Cada
Administración podrá regular los requisitos necesarios para la validez de tales acuerdos que incluirán, al
menos, expresa mención de la actividad o actividades a las que afecten, el plazo de vigencia y la naturaleza
y alcance de la gestión encomendada.
b) Cuando la encomienda de gestión se realice entre órganos y Entidades de Derecho Público de distintas
Administraciones se formalizará mediante firma del correspondiente convenio entre ellas, que deberá ser
publicado en el «Boletín Oficial del Estado», en el Boletín oficial de la Comunidad Autónoma o en el de la
Provincia, según la Administración a que pertenezca el órgano encomendante, salvo en el supuesto de la
gestión ordinaria de los servicios de las Comunidades Autónomas por las Diputaciones Provinciales o en su
caso Cabildos o Consejos insulares, que se regirá por la legislación de Régimen Local.

Artículo 12. Delegación de firma.
1. Los titulares de los órganos administrativos podrán, en materias de su competencia, que ostenten, bien por
atribución, bien por delegación de competencias, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos
en los titulares de los órganos o unidades administrativas que de ellos dependan, dentro de los límites
señalados en el artículo 9.
2. La delegación de firma no alterará la competencia del órgano delegante y para su validez no será necesaria
su publicación.
3. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación se hará constar esta circunstancia y la autoridad de
procedencia.

Artículo 13. Suplencia.
1. En la forma que disponga cada Administración Pública, los titulares de los órganos administrativos podrán
ser suplidos temporalmente en los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad, así como en los casos en que
haya sido declarada su abstención o recusación. Si no se designa suplente, la competencia del órgano
administrativo se ejercerá por quien designe el órgano administrativo inmediato superior de quien dependa.
2. La suplencia no implicará alteración de la competencia y para su validez no será necesaria su publicación.
3. En el ámbito de la Administración General del Estado, la designación de suplente podrá efectuarse:

a) En los reales decretos de estructura orgánica básica de los Departamentos Ministeriales o en los
estatutos de sus Organismos públicos y Entidades vinculados o dependientes según corresponda.
b) Por el órgano competente para el nombramiento del titular, bien en el propio acto de nombramiento
bien en otro posterior cuando se produzca el supuesto que dé lugar a la suplencia.

4. En las resoluciones y actos que se dicten mediante suplencia, se hará constar esta circunstancia y se
especificará el titular del órgano en cuya suplencia se adoptan y quien efectivamente está ejerciendo esta
suplencia.
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Artículo 14. Decisiones sobre competencia.
1. El órgano administrativo que se estime incompetente para la resolución de un asunto remitirá directamente
las actuaciones al órgano que considere competente, debiendo notificar esta circunstancia a los interesados.
2. Los interesados que sean parte en el procedimiento podrán dirigirse al órgano que se encuentre conociendo
de un asunto para que decline su competencia y remita las actuaciones al órgano competente. Asimismo,
podrán dirigirse al órgano que estimen competente para que requiera de inhibición al que esté conociendo del
asunto.
3. Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma Administración no
relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que no haya finalizado el procedimiento
administrativo.

Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Artículo 15. Régimen.
1. El régimen jurídico de los órganos colegiados se ajustará a las normas contenidas en la presente sección, sin
perjuicio de las peculiaridades organizativas de las Administraciones Públicas en que se integran.
2. Los órganos colegiados de las distintas Administraciones Públicas en que participen organizaciones
representativas de intereses sociales, así como aquellos compuestos por representaciones de distintas
Administraciones Públicas, cuenten o no con participación de organizaciones representativas de intereses
sociales, podrán establecer o completar sus propias normas de funcionamiento. Los órganos colegiados a que
se refiere este apartado quedarán integrados en la Administración Pública que corresponda, aunque sin
participar en la estructura jerárquica de ésta, salvo que así lo establezcan sus normas de creación, se
desprenda de sus funciones o de la propia naturaleza del órgano colegiado.
3. El acuerdo de creación y las normas de funcionamiento de los órganos colegiados que dicten resoluciones
que tengan efectos jurídicos frente a terceros deberán ser publicados en el Boletín o Diario Oficial de la
Administración Pública en que se integran. Adicionalmente, las Administraciones podrán publicarlos en otros
medios de difusión que garanticen su conocimiento. Cuando se trate de un órgano colegiado a los que se
refiere el apartado 2 de este artículo la citada publicidad se realizará por la Administración a quien
corresponda la Presidencia.

Artículo 16. Secretario.
1. Los órganos colegiados tendrán un Secretario que podrá ser un miembro del propio órgano o una persona al
servicio de la Administración Pública correspondiente.
2. Corresponderá al Secretario velar por la legalidad formal y material de las actuaciones del órgano colegiado,
certificar las actuaciones del mismo y garantizar que los procedimientos y reglas de constitución y adopción
de acuerdos son respetadas.
3. En caso de que el Secretario no miembro sea suplido por un miembro del órgano colegiado, éste conservará
todos sus derechos como tal.

Artículo 17. Convocatorias y sesiones.
1. Todos los órganos colegiados se podrán constituir, convocar, celebrar sus sesiones, adoptar acuerdos y
remitir actas tanto de forma presencial como a distancia, salvo que su reglamento interno recoja expresa y
excepcionalmente lo contrario. En las sesiones que celebren los órganos colegiados a distancia, sus miembros
podrán encontrarse en distintos lugares siempre y cuando se asegure por medios electrónicos, considerándose
también tales los telefónicos, y audiovisuales, la identidad de los miembros o personas que los suplan, el
contenido de sus manifestaciones, el momento en que éstas se producen, así como la interactividad e
intercomunicación entre ellos en tiempo real y la disponibilidad de los medios durante la sesión. Entre otros,
se considerarán incluidos entre los medios electrónicos válidos, el correo electrónico, las audioconferencias y
las videoconferencias.
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2. Para la válida constitución del órgano, a efectos de la celebración de sesiones, deliberaciones y toma de
acuerdos, se requerirá la asistencia, presencial o a distancia, del Presidente y Secretario o en su caso, de
quienes les suplan, y la de la mitad, al menos, de sus miembros. Cuando se trate de los órganos colegiados a
que se refiere el artículo 15.2, el Presidente podrá considerar válidamente constituido el órgano, a efectos de
celebración de sesión, si asisten los representantes de las Administraciones Públicas y de las organizaciones
representativas de intereses sociales miembros del órgano a los que se haya atribuido la condición de
portavoces. Cuando estuvieran reunidos, de manera presencial o a distancia, el Secretario y todos los
miembros del órgano colegiado, o en su caso las personas que les suplan, éstos podrán constituirse
válidamente como órgano colegiado para la celebración de sesiones, deliberaciones y adopción de acuerdos
sin necesidad de convocatoria previa cuando así lo decidan todos sus miembros.
3. Los órganos colegiados podrán establecer el régimen propio de convocatorias, si éste no está previsto por
sus normas de funcionamiento. Tal régimen podrá prever una segunda convocatoria y especificar para ésta el
número de miembros necesarios para constituir válidamente el órgano. Salvo que no resulte posible, las
convocatorias serán remitidas a los miembros del órgano colegiado a través de medios electrónicos, haciendo
constar en la misma el orden del día junto con la documentación necesaria para su deliberación cuando sea
posible, las condiciones en las que se va a celebrar la sesión, el sistema de conexión y, en su caso, los lugares
en que estén disponibles los medios técnicos necesarios para asistir y participar en la reunión.
4. No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo ningún asunto que no figure incluido en el orden del día,
salvo que asistan todos los miembros del órgano colegiado y sea declarada la urgencia del asunto por el voto
favorable de la mayoría.
5. Los acuerdos serán adoptados por mayoría de votos. Cuando se asista a distancia, los acuerdos se
entenderán adoptados en el lugar donde tenga la sede el órgano colegiado y, en su defecto, donde esté ubicada
la presidencia.
6. Cuando los miembros del órgano voten en contra o se abstengan, quedarán exentos de la responsabilidad
que, en su caso, pueda derivarse de los acuerdos.
7. Quienes acrediten la titularidad de un interés legítimo podrán dirigirse al Secretario de un órgano colegiado
para que les sea expedida certificación de sus acuerdos. La certificación será expedida por medios
electrónicos, salvo que el interesado manifieste expresamente lo contrario y no tenga obligación de
relacionarse con las Administraciones por esta vía.

Artículo 18. Actas.
1. De cada sesión que celebre el órgano colegiado se levantará acta por el Secretario, que especificará
necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias del lugar y tiempo en que se ha
celebrado, los puntos principales de las deliberaciones, así como el contenido de los acuerdos adoptados.
Podrán grabarse las sesiones que celebre el órgano colegiado. El fichero resultante de la grabación, junto con
la certificación expedida por el Secretario de la autenticidad e integridad del mismo, y cuantos documentos en
soporte electrónico se utilizasen como documentos de la sesión, podrán acompañar al acta de las sesiones, sin
necesidad de hacer constar en ella los puntos principales de las deliberaciones.
2. El acta de cada sesión podrá aprobarse en la misma reunión o en la inmediata siguiente. El Secretario
elaborará el acta con el visto bueno del Presidente y lo remitirá a través de medios electrónicos, a los
miembros del órgano colegiado, quienes podrán manifestar por los mismos medios su conformidad o reparos
al texto, a efectos de su aprobación, considerándose, en caso afirmativo, aprobada en la misma reunión.
Cuando se hubiese optado por la grabación de las sesiones celebradas o por la utilización de documentos en
soporte electrónico, deberán conservarse de forma que se garantice la integridad y autenticidad de los ficheros
electrónicos correspondientes y el acceso a los mismos por parte de los miembros del órgano colegiado.

Artículo 19. Régimen de los órganos colegiados de la Administración General del Estado y de las 
Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de ella.
1. Los órganos colegiados de la Administración General del Estado y de las Entidades de Derecho Público
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vinculadas o dependientes de ella, se regirán por las normas establecidas en este artículo, y por las previsiones
que sobre ellos se establecen en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas.
2. Corresponderá a su Presidente:

a) Ostentar la representación del órgano.
b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y la fijación del orden del día,
teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones de los demás miembros, siempre que hayan sido formuladas
con la suficiente antelación.
c) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los debates y suspenderlos por causas justificadas.
d) Dirimir con su voto los empates, a efectos de adoptar acuerdos, excepto si se trata de los órganos
colegiados a que se refiere el artículo 15.2, en los que el voto será dirimente si así lo establecen sus propias
normas.
e) Asegurar el cumplimiento de las leyes.
f) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del órgano.
g) Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Presidente del órgano. En casos de
vacante, ausencia, enfermedad, u otra causa legal, el Presidente será sustituido por el Vicepresidente que
corresponda, y en su defecto, por el miembro del órgano colegiado de mayor jerarquía, antigüedad y edad,
por este orden. Esta norma no será de aplicación a los órganos colegiados previstos en el artículo 15.2 en
los que el régimen de sustitución del Presidente debe estar específicamente regulado en cada caso, o
establecido expresamente por acuerdo del Pleno del órgano colegiado.

3. Los miembros del órgano colegiado deberán:
a) Recibir, con una antelación mínima de dos días, la convocatoria conteniendo el orden del día de las
reuniones. La información sobre los temas que figuren en el orden del día estará a disposición de los
miembros en igual plazo.
b) Participar en los debates de las sesiones.
c) Ejercer su derecho al voto y formular su voto particular, así como expresar el sentido de su voto y los
motivos que lo justifican. No podrán abstenerse en las votaciones quienes por su cualidad de autoridades o
personal al servicio de las Administraciones Públicas, tengan la condición de miembros natos de órganos
colegiados, en virtud del cargo que desempeñan.
d) Formular ruegos y preguntas.
e) Obtener la información precisa para cumplir las funciones asignadas.
f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición. Los miembros de un órgano colegiado no
podrán atribuirse las funciones de representación reconocidas a éste, salvo que expresamente se les hayan
otorgado por una norma o por acuerdo válidamente adoptado, para cada caso concreto, por el propio
órgano. En casos de ausencia o de enfermedad y, en general, cuando concurra alguna causa justificada, los
miembros titulares del órgano colegiado serán sustituidos por sus suplentes, si los hubiera. Cuando se trate
de órganos colegiados a los que se refiere el artículo 15 las organizaciones representativas de intereses
sociales podrán sustituir a sus miembros titulares por otros, acreditándolo ante la Secretaría del órgano
colegiado, con respeto a las reservas y limitaciones que establezcan sus normas de organización. Los
miembros del órgano colegiado no podrán ejercer estas funciones cuando concurra conflicto de interés.

4. La designación y el cese, así como la sustitución temporal del Secretario en supuestos de vacante, ausencia o
enfermedad se realizarán según lo dispuesto en las normas específicas de cada órgano y, en su defecto, por
acuerdo del mismo. Corresponde al Secretario del órgano colegiado:

a) Asistir a las reuniones con voz pero sin voto, y con voz y voto si la Secretaría del órgano la ostenta un
miembro del mismo.
b) Efectuar la convocatoria de las sesiones del órgano por orden del Presidente, así como las citaciones a
los miembros del mismo.
c) Recibir los actos de comunicación de los miembros con el órgano, sean notificaciones, peticiones de
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datos, rectificaciones o cualquiera otra clase de escritos de los que deba tener conocimiento.
d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y autorizar las actas de las sesiones.
e) Expedir certificaciones de las consultas, dictámenes y acuerdos aprobados.
f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Secretario.

5. En el acta figurará, a solicitud de los respectivos miembros del órgano, el voto contrario al acuerdo
adoptado, su abstención y los motivos que la justifiquen o el sentido de su voto favorable. Asimismo, cualquier
miembro tiene derecho a solicitar la transcripción íntegra de su intervención o propuesta, siempre que, en
ausencia de grabación de la reunión aneja al acta, aporte en el acto, o en el plazo que señale el Presidente, el
texto que se corresponda fielmente con su intervención, haciéndose así constar en el acta o uniéndose copia a
la misma. Los miembros que discrepen del acuerdo mayoritario podrán formular voto particular por escrito
en el plazo de dos días, que se incorporará al texto aprobado. Las actas se aprobarán en la misma o en la
siguiente sesión, pudiendo no obstante emitir el Secretario certificación sobre los acuerdos que se hayan
adoptado, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta. Se considerará aprobada en la misma sesión el acta
que, con posterioridad a la reunión, sea distribuida entre los miembros y reciba la conformidad de éstos por
cualquier medio del que el Secretario deje expresión y constancia. En las certificaciones de acuerdos
adoptados emitidas con anterioridad a la aprobación del acta se hará constar expresamente tal circunstancia.

Artículo 20. Requisitos para constituir órganos colegiados.
1. Son órganos colegiados aquellos que se creen formalmente y estén integrados por tres o más personas, a los
que se atribuyan funciones administrativas de decisión, propuesta, asesoramiento, seguimiento o control, y
que actúen integrados en la Administración General del Estado o alguno de sus Organismos públicos.
2. La constitución de un órgano colegiado en la Administración General del Estado y en sus Organismos
públicos tiene como presupuesto indispensable la determinación en su norma de creación o en el convenio
con otras Administraciones Públicas por el que dicho órgano se cree, de los siguientes extremos:

a) Sus fines u objetivos.
b) Su integración administrativa o dependencia jerárquica.
c) La composición y los criterios para la designación de su Presidente y de los restantes miembros.
d) Las funciones de decisión, propuesta, informe, seguimiento o control, así como cualquier otra que se le
atribuya.
e) La dotación de los créditos necesarios, en su caso, para su funcionamiento.

3. El régimen jurídico de los órganos colegiados a que se refiere el apartado 1 de este artículo se ajustará a las
normas contenidas en el artículo 19, sin perjuicio de las peculiaridades organizativas contenidas en la presente
Ley o en su norma o convenio de creación.

Artículo 21. Clasificación y composición de los órganos colegiados.
1. Los órganos colegiados de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos, por su
composición, se clasifican en:

a) Órganos colegiados interministeriales, si sus miembros proceden de diferentes Ministerios.
b) Órganos colegiados ministeriales, si sus componentes proceden de los órganos de un solo Ministerio.

2. En los órganos colegiados a los que se refiere el apartado anterior, podrá haber representantes de otras
Administraciones Públicas, cuando éstas lo acepten voluntariamente, cuando un convenio así lo establezca o
cuando una norma aplicable a las Administraciones afectadas lo determine.
3. En la composición de los órganos colegiados podrán participar, cuando así se determine, organizaciones
representativas de intereses sociales, así como otros miembros que se designen por las especiales condiciones
de experiencia o conocimientos que concurran en ellos, en atención a la naturaleza de las funciones asignadas
a tales órganos.

Artículo 22. Creación, modificación y supresión de órganos colegiados.
1. La creación de órganos colegiados de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos
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sólo requerirá de norma específica, con publicación en el «Boletín Oficial del Estado», en los casos en que se
les atribuyan cualquiera de las siguientes competencias:

a) Competencias decisorias.
b) Competencias de propuesta o emisión de informes preceptivos que deban servir de base a decisiones de
otros órganos administrativos.
c) Competencias de seguimiento o control de las actuaciones de otros órganos de la Administración
General del Estado.

2. En los supuestos enunciados en el apartado anterior, la norma de creación deberá revestir la forma de Real
Decreto en el caso de los órganos colegiados interministeriales cuyo Presidente tenga rango superior al de
Director general; Orden ministerial conjunta para los restantes órganos colegiados interministeriales, y Orden
ministerial para los de este carácter.
3. En todos los supuestos no comprendidos en el apartado 1 de este artículo, los órganos colegiados tendrán el
carácter de grupos o comisiones de trabajo y podrán ser creados por Acuerdo del Consejo de Ministros o por
los Ministerios interesados. Sus acuerdos no podrán tener efectos directos frente a terceros.
4. La modificación y supresión de los órganos colegiados y de los grupos o comisiones de trabajo de la
Administración General del Estado y de los Organismos públicos se llevará a cabo en la misma forma dispuesta
para su creación, salvo que ésta hubiera fijado plazo previsto para su extinción, en cuyo caso ésta se producirá
automáticamente en la fecha señalada al efecto.

Sección 4.ª Abstención y recusación

Artículo 23. Abstención.
1. Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las
circunstancias señaladas en el apartado siguiente se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo
comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente.
2. Son motivos de abstención los siguientes:

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de
aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún
interesado.
b) Tener un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco de consanguinidad dentro
del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los
administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o
mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar
asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.
c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado
anterior.
d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.
e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle
prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o
lugar.

3. Los órganos jerárquicamente superiores a quien se encuentre en alguna de las circunstancias señaladas en
el punto anterior podrán ordenarle que se abstengan de toda intervención en el expediente.
4. La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que concurran
motivos de abstención no implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan
intervenido.
5. La no abstención en los casos en que concurra alguna de esas circunstancias dará lugar a la responsabilidad
que proceda.

Artículo 24. Recusación.
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1. En los casos previstos en el artículo anterior, podrá promoverse recusación por los interesados en cualquier
momento de la tramitación del procedimiento.
2. La recusación se planteará por escrito en el que se expresará la causa o causas en que se funda.
3. En el día siguiente el recusado manifestará a su inmediato superior si se da o no en él la causa alegada. En el
primer caso, si el superior aprecia la concurrencia de la causa de recusación, acordará su sustitución acto
seguido.
4. Si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de tres días, previos los
informes y comprobaciones que considere oportunos.
5. Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar
la recusación al interponer el recurso que proceda contra el acto que ponga fin al procedimiento.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. Señale la opción CORRECTA. Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
la competencia atribuida a los órganos administrativos:

A) Podrá desconcentrarse, tanto su titularidad como su ejercicio, en otros jerárquicamente dependientes de 
aquéllos.

B) Es irrenunciable, salvo los casos de delegación o avocación.

C) Puede cederse su titularidad mediante encomienda de gestión, por el tiempo que dure esta.

D) Solo puede delegarse su ejercicio en órganos jerárquicamente dependientes.

2. ¿Cómo se planteará la recusación, según el artículo 24 de la Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público?

A) Por escrito.

B) Oralmente o por escrito.

C) En todo caso presencialmente.

D) En todo caso por medios electrónicos.

3. Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias establezcan medidas 
que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos deberán emplear fundamentalmente y entre 
otros el principio de:

A) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos

B) Proporcionalidad

C) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional

D) Responsabilidad por la gestión pública

4. ¿Puede delegarse una competencia que se ejerce por delegación?

A) No, salvo que una ley lo autorice expresamente

B) No, en ningún caso

C) Depende del criterio del órgano delegante

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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5. Las Administraciones Públicas en sus relaciones con los ciudadanos actúan de conformidad con los 
principios de:

A) Transparencia y participación.

B) Celeridad y cooperación.

C) Celeridad y participación.

D) Transparencia y cooperación.

6. Conforme a lo dispuesto en el artículo 3.2 de la Ley 40/2015 de Régimen Jurídico del Sector Público las 
Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades 
vinculados o dependientes,

A) Preferentemente a través medios electrónicos

B) A través de medios electrónicos

C) A través de medios electrónicos en función de sus disponibilidades presupuestarias

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. Según el artículo 8.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, si alguna 
disposición atribuye la competencia a una Administración, sin especificar el órgano que debe ejercerla, se 
entenderá que la facultad de resolver los expedientes corresponde:

A) A los órganos intermedios competentes por razón de la materia y del territorio.

B) A los órganos superiores competentes por razón del territorio y de la materia.

C) A los órganos inferiores competentes por razón del territorio y de la materia

D) Todas son verdaderas.

8. ¿Cuál de las siguientes tendrán la consideración de órganos administrativos, según el artículo 5 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público?

A) Las unidades administrativas a las que se les atribuyan funciones que tengan efectos jurídicos frente a 
terceros.

B) Las unidades administrativas cuya actuación no tenga carácter preceptivo.

C) Todas las unidades administrativas de las Administraciones Públicas.

D) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.

9. La creación de cualquier órgano administrativo exigirá, al menos, el cumplimiento de los siguientes 
requisitos, según La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público:

A) Su dependencia jerárquica.

B) Plan estratégico de funcionamiento.

C) En todo caso no será necesaria, la dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y 
funcionamiento.

D) Todas las anteriores son correctas.

10. Según el artículo 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, las 
Administraciones Públicas actúan con sometimiento pleno a… (señale la correcta):

A) La Constitución, a la Ley y al Derecho

B) La Constitución, a la Ley y a la costumbre

C) La Constitución, a la Ley, a los Reglamentos y a las Disposiciones generales de carácter administrativo

D) La Constitución, a la Ley y a los Tratados Internacionales.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 B · 4 A · 5 A · 6 B · 7 C · 8 A · 9 A · 10 A
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Te quedan 173 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

Ley 7/1985, 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (I): 
Disposiciones generales. El Municipio: Territorio y Población. 

Organización. Competencias. Regímenes Especiales.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 1 a 30 — 31 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1.
1. Los Municipios son entidades básicas de la organización territorial del Estado y cauces inmediatos de
participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los intereses
propios de las correspondientes colectividades.
2. La Provincia y, en su caso, la Isla gozan, asimismo, de idéntica autonomía para la gestión de los intereses
respectivos.

Artículo 2.
1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades locales, la legislación
del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de acción pública, según la
distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su
derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las
competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se trate y a la
capacidad de gestión de la Entidad Local, de conformidad con los principios de descentralización, proximidad,
eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera.
2. Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente deberán determinar las competencias que ellas
mismas atribuyan o que, en todo caso, deban corresponder a los entes locales en las materias que regulen.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se declara que no es inconstitucional el apartado 2, interpretado en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21
de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 .

Artículo 3.
1. Son Entidades Locales territoriales:

a) El Municipio.
b) La Provincia.
c) La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2. Gozan, asimismo, de la condición de Entidades Locales:
a) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades
Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.
b) Las Áreas Metropolitanas.
c) Las Mancomunidades de Municipios. Se modifica el apartado 2 por el art. 1.2 de la Ley 27/2013, de 27 de
diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones transitorias 4 y 5 de
la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las que estén en
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constitución.

Artículo 4.
1. En su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus
competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.
b) Las potestades tributaria y financiera.
c) La potestad de programación o planificación.
d) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio de sus bienes.
e) La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos.
f) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.
g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.
h) Las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública para los créditos
de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y de las comunidades
autónomas; así como la inembargabilidad de sus bienes y derechos en los términos previstos en las leyes.

2. Lo dispuesto en el número precedente podrá ser de aplicación a las entidades territoriales de ámbito
inferior al municipal y, asimismo, a las comarcas, áreas metropolitanas y demás entidades locales, debiendo
las leyes de las comunidades autónomas concretar cuáles de aquellas potestades serán de aplicación, excepto
en el supuesto de las mancomunidades, que se rigen por lo dispuesto en el apartado siguiente.
3. Corresponden a las mancomunidades de municipios, para la prestación de los servicios o la ejecución de las
obras de su competencia, las potestades señaladas en el apartado 1 de este artículo que determinen sus
Estatutos. En defecto de previsión estatutaria, les corresponderán todas las potestades enumeradas en dicho
apartado, siempre que sean precisas para el cumplimiento de su finalidad, y de acuerdo con la legislación
aplicable a cada una de dichas potestades, en ambos casos.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-
T-1990-624

Artículo 5.
Para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respectivas competencias, las Entidades locales, de
acuerdo con la Constitución y las leyes, tendrán plena capacidad jurídica para adquirir, poseer, reivindicar,
permutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos, establecer y explotar obras o servicios
públicos, obligarse, interponer los recursos establecidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 5 de la Sentencia del TC 214/1989, de 21 de
diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 Y por conexión todas las remisiones al mismo contenidas en la presente Ley.

Artículo 6.
1. Las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y actúan de
acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.
2. Los Tribunales ejercen el control de legalidad de los acuerdos y actos de las entidades locales.

Artículo 7.
1. Las competencias de las Entidades Locales son propias o atribuidas por delegación.
2. Las competencias propias de los Municipios, las Provincias, las Islas y demás Entidades Locales territoriales
solo podrán ser determinadas por Ley y se ejercen en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad,
atendiendo siempre a la debida coordinación en su programación y ejecución con las demás Administraciones
Públicas.
3. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán delegar en
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las Entidades Locales el ejercicio de sus competencias. Las competencias delegadas se ejercen en los términos
establecidos en la disposición o en el acuerdo de delegación, según corresponda, con sujeción a las reglas
establecidas en el artículo 27, y preverán técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia.
4. Las Entidades Locales solo podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por
delegación cuando no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal,
de acuerdo con los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y
no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público con otra Administración
Pública. A estos efectos, serán necesarios y vinculantes los informes previos de la Administración competente
por razón de materia, en el que se señale la inexistencia de duplicidades, y de la Administración que tenga
atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias. En todo caso, el
ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los términos previstos en la legislación del Estado y de las
Comunidades Autónomas.
Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 8.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las Provincias y las islas podrán realizar la gestión
ordinaria de servicios propios de la Administración autonómica, de conformidad con los Estatutos de
Autonomía y la legislación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 9.
Las normas de desarrollo de esta Ley que afecten a los Municipios, Provincias, islas u otras entidades locales
territoriales no podrán limitar su ámbito de aplicación a una o varias de dichas entidades con carácter
singular, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley para los regímenes municipales o provinciales especiales.

Artículo 10.
1. La Administración Local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus relaciones recíprocas a los
deberes de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales
respectivos.
2. Procederá la coordinación de las competencias de las Entidades Locales entre sí y, especialmente, con las de
las restantes Administraciones públicas, cuando las actividades o los servicios locales trasciendan el interés
propio de las correspondientes Entidades, incidan o condicionen relevantemente los de dichas
Administraciones o sean concurrentes o complementarios de los de éstas.
3. En especial, la coordinación de las Entidades Locales tendrá por objeto asegurar el cumplimiento de la
legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
4. Las funciones de coordinación serán compatibles con la autonomía de las Entidades Locales.
Se modifica el apartado 3 y se añade el 4 por el art. 1.4 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

TÍTULO II El municipio

Artículo 11.
1. El Municipio es la entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene personalidad jurídica
y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.
2. Son elementos del Municipio el territorio, la población y la organización.

CAPÍTULO I Territorio y población

Artículo 12.
1. El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.
2. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. único.1 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753
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Artículo 13.
1. La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos municipales, se regularán por la
legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la alteración de términos municipales
pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provinciales. Requerirán en todo caso audiencia
de los municipios interesados y dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo superior de los
Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, si existiere, así como informe de la Administración que
ejerza la tutela financiera. Simultáneamente a la petición de este dictamen se dará conocimiento a la
Administración General del Estado.
2. La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población
territorialmente diferenciados, de al menos 4.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean
financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias
municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios que venían siendo prestados.
3. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios
geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de
municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.
4. Los municipios, con independencia de su población, colindantes dentro de la misma provincia podrán
acordar su fusión mediante un convenio de fusión, sin perjuicio del procedimiento previsto en la normativa
autonómica. El nuevo municipio resultante de la fusión no podrá segregarse hasta transcurridos diez años
desde la adopción del convenio de fusión. Al municipio resultante de esta fusión le será de aplicación lo
siguiente:

a) El coeficiente de ponderación que resulte de aplicación de acuerdo con el artículo 124.1 del texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo se incrementará en 0,10.
b) El esfuerzo fiscal y el inverso de la capacidad tributaria que le corresponda en ningún caso podrá ser
inferior al más elevado de los valores previos que tuvieran cada municipio por separado antes de la fusión
de acuerdo con el artículo 124.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,
aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
c) Su financiación mínima será la suma de las financiaciones mínimas que tuviera cada municipio por
separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
d) De la aplicación de las reglas contenidas en las letras anteriores no podrá derivarse, para cada ejercicio,
un importe total superior al que resulte de lo dispuesto en el artículo 123 del citado texto refundido de la
Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
e) Se sumarán los importes de las compensaciones que, por separado, corresponden a los municipios que
se fusionen y que se derivan de la reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas de la disposición
adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de Reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
Reguladora de las Haciendas Locales, actualizadas en los mismos términos que los ingresos tributarios del
Estado en cada ejercicio respecto a 2004, así como la compensación adicional, regulada en la disposición
adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, actualizada en los mismos términos que los
ingresos tributarios del Estado en cada ejercicio respecto a 2006.
f) Queda dispensado de prestar nuevos servicios mínimos de los previstos en el artículo 26 que le
corresponda por razón de su aumento poblacional.
g) Durante, al menos, los cinco primeros años desde la adopción del convenio de fusión, tendrá preferencia
en la asignación de planes de cooperación local, subvenciones, convenios u otros instrumentos basados en
la concurrencia. Este plazo podrá prorrogarse por la Ley de Presupuestos Generales del Estado. La fusión
conllevará: a) La integración de los territorios, poblaciones y organizaciones de los municipios, incluyendo
los medios personales, materiales y económicos, del municipio fusionado. A estos efectos, el Pleno de cada
Corporación aprobará las medidas de redimensionamiento para la adecuación de las estructuras
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organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de su nueva situación. De la ejecución de
las citadas medidas no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en los municipios afectados.
b) El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante estará constituido transitoriamente por la suma
de los concejales de los municipios fusionados en los términos previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de
junio, del Régimen Electoral General. c) Si se acordara en el Convenio de fusión, cada uno de los
municipios fusionados, o alguno de ellos podrá funcionar como forma de organización desconcentrada de
conformidad con lo previsto en el artículo 24 bis. d) El nuevo municipio se subrogará en todos los derechos
y obligaciones de los anteriores municipios, sin perjuicio de lo previsto en la letra e). e) Si uno de los
municipios fusionados estuviera en situación de déficit se podrán integrar, por acuerdo de los municipios
fusionados, las obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren liquidables en un fondo,
sin personalidad jurídica y con contabilidad separada, adscrito al nuevo municipio, que designará un
liquidador al que le corresponderá la liquidación de este fondo. Esta liquidación deberá llevarse a cabo
durante los cinco años siguientes desde la adopción del convenio de fusión, sin perjuicio de los posibles
derechos que puedan corresponder a los acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá que
ajustarse la contabilidad del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, a
propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado. f) El nuevo municipio aprobará un
nuevo presupuesto para el ejercicio presupuestario siguiente a la adopción del convenio de fusión.

5. Las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, en colaboración con la Comunidad Autónoma,
coordinarán y supervisarán la integración de los servicios resultantes del proceso de fusión.
6. El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría simple de cada uno de los plenos de los municipios
fusionados. La adopción de los acuerdos previstos en el artículo 47.2, siempre que traigan causa de una fusión,
será por mayoría simple de los miembros de la corporación. Se modifica el apartado 2 por el art. 128.1 del Real
Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40 Téngase en cuenta, para los
procedimientos de desanexión iniciados o en tramitación, lo que establece la disposición transitoria 11 de el
citado Real Decreto-ley.
Se modifica por el art. 1.5 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 14.
1. Los cambios de denominación de los Municipios solo tendrán carácter oficial cuando, tras haber sido
anotados en un Registro creado por la Administración del Estado para la inscripción de todas las entidades a
que se refiere la presente Ley, se publiquen en el «Boletín Oficial del Estado».
2. La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en cualquier otra lengua
española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas.

Artículo 15.
Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del municipio en el que resida
habitualmente. Quien viva en varios municipios deberá inscribirse únicamente en el que habite durante más
tiempo al año. El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del municipio.
Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio. La condición de vecino se adquiere en el
mismo momento de su inscripción en el Padrón.
Se modifica por el art. único.2 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 16.
1. El Padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo. Las certificaciones
que de dichos datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente para todos los efectos
administrativos. La inscripción en el Padrón Municipal sólo surtirá efecto de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 15 por el tiempo que subsista el hecho que la motivó y, en todo caso, deberá ser objeto de
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renovación periódica cada dos años cuando se trate de la inscripción de extranjeros sin autorización de
residencia de larga duración, no pertenecientes a un Estado miembro de la Unión Europea, a Estados parte en
el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o a otros Estados a los que, en virtud de un convenio
internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados mencionados
anteriormente. El transcurso del plazo señalado en el párrafo anterior será causa para acordar la caducidad de
las inscripciones que deban ser objeto de renovación periódica, siempre que el interesado no hubiese
procedido a tal renovación. En este caso, la caducidad podrá declararse sin necesidad de audiencia previa del
interesado.
2. La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obligatorios sólo los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos.
b) Sexo.
c) Domicilio habitual, con especificación de la referencia catastral, en el territorio fiscal común o el código
equivalente en los territorios forales, siempre que el domicilio cuente con referencia catastral o código
equivalente.
d) Nacionalidad.
e) Lugar y fecha de nacimiento.
f) Número de documento nacional de identidad o, tratándose de extranjeros:

1.º Número de identidad de extranjero que conste en el certificado de inscripción en el Registro Central
de Extranjeros expedido por las autoridades españolas, o en su defecto, número del documento
acreditativo de la identidad o del pasaporte en vigor expedido por las autoridades del país de
procedencia, tratándose de ciudadanos nacionales de Estados miembros de la Unión Europea, de otros
Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o de Estados a los que, en virtud de un
convenio internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados
mencionados.
2.º Número de identidad de extranjero que conste en documento, en vigor, expedido por las autoridades
españolas o, en su defecto, por no ser titulares de estos, el número del pasaporte en vigor expedido por
las autoridades del país de procedencia, tratándose de ciudadanos nacionales de Estados no
comprendidos en el párrafo anterior, salvo que, por virtud de Tratado o Acuerdo Internacional, disfruten
de un régimen específico de exención de visado en materia de pequeño tráfico fronterizo con el
municipio en el que se pretenda el empadronamiento, en cuyo caso, se exigirá el correspondiente visado.

g) Certificado o título escolar o académico que se posea.
h) Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la elaboración del Censo Electoral, siempre que se
garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Española. Asimismo, de
conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, la inscripción en el Padrón municipal podrá recoger la aportación voluntaria de
los datos relativos a la designación de las personas que pueden representar a cada vecino ante la
administración municipal a efectos padronales, el número de teléfono de contacto y la dirección de correo
electrónico.

3. Los datos obligatorios del Padrón Municipal se cederán a otras Administraciones públicas que lo soliciten
sin consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de sus
respectivas competencias, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos
relevantes. También pueden servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los
términos previstos en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública y en las leyes de
estadística de las Comunidades Autónomas con competencia en la materia. Los datos de aportación voluntaria
no serán susceptibles de cesión en ningún caso. Se modifica por el art. 128.2 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19
de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40 Téngase en cuenta, en relación con la nueva redacción dada al
artículo 16.2.c), lo que establece la disposición transitoria 9 de el citado Real Decreto-ley.
Se modifica la letra f) del apartado 2 por el art. 1.6 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Se añaden los párrafos
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segundo y tercero al apartado 1 y se modifican los apartados 2.f) y 3 por el art. 3.1 a .3 de la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre. Ref. BOE-
A-2003-21187

Se modifica por el art. único.3 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 17.
1. La formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al Ayuntamiento, de
acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. Con este fin, los distintos organismos de la
Administración General del Estado, competentes por razón de la materia, remitirán periódicamente a cada
Ayuntamiento información sobre las variaciones de los datos de sus vecinos que con carácter obligatorio
deben figurar en el Padrón municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente. La gestión del
Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos con medios informáticos. Las Diputaciones Provinciales o
entidades equivalentes, Cabildos y Consejos insulares asumirán la gestión informatizada de los Padrones de
los municipios que, por su insuficiente capacidad económica y de gestión, no puedan mantener los datos de
forma automatizada.
2. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones necesarias para mantener actualizados sus
Padrones de modo que los datos contenidos en éstos concuerden con la realidad. Si un ayuntamiento no
llevara a cabo dichas actuaciones, el Instituto Nacional de Estadística, previo informe del Consejo de
Empadronamiento, podrá requerirle previamente concretando la inactividad, y si fuere rechazado, sin
perjuicio de los recursos jurisdiccionales que procedan, podrá acudir a la ejecución sustitutoria prevista en el
artículo 60 de la presente ley.
3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Estadística los datos de sus respectivos Padrones, en la
forma que reglamentariamente se determine por la Administración General del Estado, a fin de que pueda
llevarse a cabo la coordinación entre los Padrones de todos los municipios. El Instituto Nacional de
Estadística, en aras a subsanar posibles errores y evitar duplicidades, realizará las comprobaciones oportunas,
y comunicará a los Ayuntamientos las actuaciones y operaciones necesarias para que los datos padronales
puedan servir de base para la elaboración de estadísticas de población a nivel nacional, para que las cifras
resultantes de las revisiones anuales puedan ser declaradas oficiales, y para que los Ayuntamientos puedan
remitir, debidamente actualizados, los datos del Censo Electoral. Corresponderá a la persona que ejerza la
Presidencia del Instituto Nacional de Estadística la resolución de las discrepancias que, en materia de
empadronamiento, surjan entre los Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes,
Cabildos y Consejos insulares o entre estos entes y el Instituto Nacional de Estadística, así como elevar al
Gobierno de la Nación la propuesta de cifras oficiales de población de los municipios españoles,
comunicándolo en los términos que reglamentariamente se determinan al Ayuntamiento interesado. El
Instituto Nacional de Estadística podrá ceder los datos de su base padronal a otras Administraciones Públicas
en las mismas condiciones señaladas en el artículo 16.3. Asimismo, el Instituto Nacional de Estadística
facilitará a los Institutos estadísticos de las Comunidades Autónomas, u órganos competentes en la materia,
los datos relativos a los padrones de los municipios de su ámbito territorial en las condiciones previstas en el
artículo 16.3, y con la periodicidad que se acuerde entre las partes.
4. Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el Consejo de Empadronamiento como órgano
colegiado de colaboración entre la Administración General del Estado y los Entes Locales en materia padronal,
de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca. El Consejo será presidido por el Presidente del
Instituto Nacional de Estadística y estará formado por representantes de la Administración General del Estado
y de los Entes Locales. El Consejo funcionará en Pleno y en Comisión, existiendo en cada provincia una
Sección Provincial bajo la presidencia del Delegado del Instituto Nacional de Estadística y con representación
de los Entes Locales. El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguientes funciones:

A) Elevar a la decisión de la persona que ejerza la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística
propuesta vinculante de resolución de las discrepancias que surjan en materia de empadronamiento entre
Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, Cabildos, Consejos insulares o entre
estos entes y el Instituto Nacional de Estadística.
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B) Informar, con carácter vinculante, las propuestas que eleve al Gobierno el Presidente del Instituto
Nacional de Estadística sobre cifras oficiales de población de los municipios españoles.
C) Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas precisas para la gestión de los padrones
municipales.
D) Cualquier otra función que se le atribuya por disposición legal o reglamentaria.

5. La Administración General del Estado, en colaboración con los Ayuntamientos y Administraciones de las
Comunidades Autónomas confeccionará un Padrón de españoles residentes en el extranjero, al que será de
aplicación las normas de esta Ley que regulan el Padrón municipal. Las personas inscritas en este Padrón se
considerarán vecinos del municipio español que figura en los datos de su inscripción únicamente a efectos del
ejercicio del derecho de sufragio, no constituyendo, en ningún caso, población del municipio. Se modifican los
apartados 1, 3 y 4 por el art. 128.3 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40
Se añade el párrafo segundo al apartado 2 y se modifica el último párrafo del apartado 3 por el art. 3.4 de la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de
noviembre. Ref. BOE-A-2003-21187

Se modifica por el art. único.4 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

Artículo 18.
1. Son derechos y deberes de los vecinos:

a) Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en la legislación electoral.
b) Participar en la gestión municipal de acuerdo con lo dispuesto en las leyes y, en su caso, cuando la
colaboración con carácter voluntario de los vecinos sea interesada por los órganos de gobierno y
administración municipal.
c) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públicos municipales, y acceder a los
aprovechamientos comunales, conforme a las normas aplicables.
d) Contribuir mediante las prestaciones económicas y personales legalmente previstas a la realización de
las competencias municipales.
e) Ser informado, previa petición razonada, y dirigir solicitudes a la Administración municipal en relación
a todos los expedientes y documentación municipal, de acuerdo con lo previsto en el artículo 105 de la
Constitución.
f) Pedir la consulta popular en los términos previstos en la ley.
g) Exigir la prestación y, en su caso, el establecimiento del correspondiente servicio público, en el supuesto
de constituir una competencia municipal propia de carácter obligatorio.
h) Ejercer la iniciativa popular en los términos previstos en el artículo 70 bis.
i) Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las leyes.

2. La inscripción de los extranjeros en el padrón municipal no constituirá prueba de su residencia legal en
España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación vigente, especialmente en materia de
derechos y libertades de los extranjeros en España.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2 por el art. único.5 de la Ley 4/1996, de 10 de enero. Ref. BOE-A-1996-753

CAPÍTULO II Organización

Artículo 19.
1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en
régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales.
2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es
elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral
general.
3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se ajustará a lo dispuesto
en el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régimen común regulado en los artículos
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siguientes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 20.
1. La organización municipal responde a las siguientes reglas:

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.
b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en
los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento.
c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno
Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que
corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a
participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en
proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno.
d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios señalados en el título X, y
en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría absoluta del número
legal de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico.
e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en
el artículo 116.

2. Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen local podrán establecer una organización
municipal complementaria a la prevista en el número anterior.
3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros órganos
complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las comunidades
autónomas a las que se refiere el número anterior.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.2 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.b) conforme a la corrección de errores
publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados del apartado 1.c), si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y
del apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 21.
1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

a) Dirigir el gobierno y la administración municipal.
b) Representar al ayuntamiento.
c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta ley y en la legislación
electoral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cualesquiera otros órganos municipales cuando así se
establezca en disposición legal o reglamentaria, y decidir los empates con voto de calidad.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales.
e) Dictar bandos.
f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de
los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en el
artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por ciento de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
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g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de puestos
de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida la
separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta ley.
i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal.
j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no
expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos
de urbanización.
k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de
su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias
de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.
l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de la
Alcaldía.
m) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o de infortunios públicos o
grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas dando cuenta inmediata al Pleno.
n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas municipales,
salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos. ñ) (Derogada)
o) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el presupuesto.
p) (Derogada)
q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la
Junta de Gobierno Local.
r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento.
s) Las demás que expresamente le atribuyan las leyes y aquellas que la legislación del Estado o de las
comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde.
3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de calidad, la concertación de
operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de los funcionarios y
el despido del personal laboral, y las enunciadas en los párrafos a), e), j), k), l) y m) del apartado 1 de este
artículo. No obstante, podrá delegar en la Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones
contempladas en el párrafo j).
Se deroga el apartado 1.ñ) y .p) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 1.f) por el art. 46.1 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786

Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.f) y .m) conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se añade la letra m) y se reordena la anterior letra m) como n) por el art. 4.1 y .2 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se añade el párrafo n) al apartado 1 por el art. 4.1, 4.2 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 22.
1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde.
2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea vecinal en el
régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:
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a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; alteración del término
municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades a que se refiere el artículo 45; creación de
órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad del municipio y el cambio de nombre de éste o de
aquellas entidades y la adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo.
c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal
de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística, así como los
convenios que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de dichos instrumentos.
d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas.
e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y modificación de los
presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su competencia y la aprobación de las cuentas; todo
ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización.
g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones públicas.
h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás Administraciones
públicas.
i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de
las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y régimen del
personal eventual.
j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en materias de
competencia plenaria.
k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento.
l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio
económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto -salvo las de tesorería, que
le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15
por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior- todo ello de conformidad con lo
dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
n) (Derogada) ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su
contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos.
o) (Derogada)
p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial.
q) Las demás que expresamente le confieran las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de
confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en todo
caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.
4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de Gobierno Local, salvo
las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) y p), y en el apartado 3 de este artículo.
Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, texto refundido aprobado por Real Decreto
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11723#danovena .

Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2008-10792

Se deroga el apartado 1.n) y .o) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica el párrafo primero y las letras c) y o) del apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Ref. BOE-
A-2007-10701

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.4 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887
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Artículo 23.
1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no superior al tercio del
número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.
2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan las leyes.

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por éste de entre los miembros de la Junta
de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.
4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de Gobierno
Local y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de las delegaciones especiales que,
para cometidos específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera Concejales, aunque no pertenecieran a
aquélla.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.5 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 24.
1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los municipios
podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización, funciones y
competencias que cada ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del asentamiento de la
población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.
2. En los municipios señalados en el artículo 121 será de aplicación el régimen de gestión desconcentrada
establecido en el artículo 128.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 24 bis.
1. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local regularán los entes de ámbito territorial
inferior al Municipio, que carecerán de personalidad jurídica, como forma de organización desconcentrada
del mismo para la administración de núcleos de población separados, bajo su denominación tradicional de
caseríos, parroquias, aldeas, barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o
aquella que establezcan las leyes.
2. La iniciativa corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento correspondiente.
Este último debe ser oído en todo caso.
3. Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración
desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley Orgánica
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Se añade por el art. 1.7 de la
Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones
transitorias 4 y 5 de la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las
que estén en constitución.

CAPÍTULO III Competencias

Artículo 25.
1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede promover
actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la
comunidad vecinal en los términos previstos en este artículo.
2. El Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la legislación del Estado
y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión del
Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con criterios de
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sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación.
b) Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos, gestión de los residuos sólidos
urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas.
c) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.
d) Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad.
e) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en
situación o riesgo de exclusión social.
f) Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios.
g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo urbano.
h) Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local.
i) Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante.
j) Protección de la salubridad pública.
k) Cementerios y actividades funerarias.
l) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre.
m) Promoción de la cultura y equipamientos culturales.
n) Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con las
Administraciones educativas correspondientes en la obtención de los solares necesarios para la
construcción de nuevos centros docentes. La conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios de
titularidad local destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación
especial. ñ) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso eficiente y
sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones.
o) Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres así como contra la violencia de
género.
p) Promoción y participación en comunidades ciudadanas de energía y comunidades de energías
renovables que permitan contribuir a la obtención de beneficios medioambientales, económicos o sociales
en los municipios donde operan, así como el impulso de actuaciones de transición energética tales como la
eficiencia energética, la electrificación y el fomento del autoconsumo.

3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se determinarán por Ley
debiendo evaluar la conveniencia de la implantación de servicios locales conforme a los principios de
descentralización, eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera.
4. La Ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acompañada de una memoria económica que refleje el
impacto sobre los recursos financieros de las Administraciones Públicas afectadas y el cumplimiento de los
principios de estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la actividad. La Ley debe prever
la dotación de los recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera de las Entidades Locales sin que
ello pueda conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de las Administraciones Públicas. Los proyectos de leyes
estatales se acompañarán de un informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en el que se
acrediten los criterios antes señalados.
5. La Ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no se produce una
atribución simultánea de la misma competencia a otra Administración Pública.
6. Con carácter previo a la atribución de competencias a los municipios, de acuerdo con el principio de
diferenciación, deberá realizarse una ponderación específica de la capacidad de gestión de la entidad local,
dejando constancia de tal ponderación en la motivación del instrumento jurídico que realice la atribución
competencial, ya sea en su parte expositiva o en la memoria justificativa correspondiente.
Se añade la letra p) al apartado 2 por la disposición final 2 del Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo. Ref. BOE-A-2026-6544#df-2

Se añade el apartado 6 por el art. 128.4 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40

Se añade la letra o) al apartado 2 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-A-2018-11135#df

Se modifica por el art. 1.8 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se declara que no es inconstitucional el apartado 3, por conexión a lo declarado para el art. 2.2, interpretado en los términos del fundamento
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jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 .

Artículo 26.
1. Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes:

a) En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria,
abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población y
pavimentación de las vías públicas.
b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, biblioteca pública
y tratamiento de residuos.
c) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: protección civil, evaluación e
información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de
exclusión social, prevención y extinción de incendios e instalaciones deportivas de uso público.
d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: transporte colectivo urbano de
viajeros y medio ambiente urbano.

2. En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación provincial o entidad
equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes servicios:

a) Recogida y tratamiento de residuos.
b) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.
c) Limpieza viaria.
d) Acceso a los núcleos de población.
e) Pavimentación de vías urbanas.
f) Alumbrado público. Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, con la
conformidad de los municipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la forma
de prestación, consistente en la prestación directa por la Diputación o la implantación de fórmulas de
gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. Para reducir los costes
efectivos de los servicios el mencionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formulada que deberá
contar con el informe preceptivo de la Comunidad Autónoma si es la Administración que ejerce la tutela
financiera. Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos destacados, en la
redacción dada por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756#aprimero ., por
Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839 . Cuando el municipio justifique ante la
Diputación que puede prestar estos servicios con un coste efectivo menor que el derivado de la forma de
gestión propuesta por la Diputación provincial o entidad equivalente, el municipio podrá asumir la
prestación y coordinación de estos servicios si la Diputación lo considera acreditado. Cuando la Diputación
o entidad equivalente asuma la prestación de estos servicios repercutirá a los municipios el coste efectivo
del servicio en función de su uso. Si estos servicios estuvieran financiados por tasas y asume su prestación
la Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la tasa para la financiación de los
servicios.

3. La asistencia de las Diputaciones o entidades equivalentes a los Municipios, prevista en el artículo 36, se
dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios mínimos. Se declaran
inconstitucionales y nulos los incisos destacados del apartado 2, en la redacción dada por el art. 1.9 de la Ley
27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756#aprimero ., por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio.
Ref. BOE-A-2016-6839 .
Se modifica por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se modifica el apartado 1.c) por el art. 24 del Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13002

Se añade el apartado 4 por el art. 1 de la Ley 10/1993, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1993-10455

Artículo 27.
1. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán delegar en
los Municipios el ejercicio de sus competencias. La delegación habrá de mejorar la eficiencia de la gestión
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pública, contribuir a eliminar duplicidades administrativas y ser acorde con la legislación de estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera. La delegación deberá determinar el alcance, contenido,
condiciones y duración de ésta, que no podrá ser inferior a cinco años, así como el control de eficiencia que se
reserve la Administración delegante y los medios personales, materiales y económicos, que ésta asigne sin que
pueda suponer un mayor gasto de las Administraciones Públicas. La delegación deberá acompañarse de una
memoria económica donde se justifiquen los principios a que se refiere el párrafo segundo de este apartado y
se valore el impacto en el gasto de las Administraciones Públicas afectadas sin que, en ningún caso, pueda
conllevar un mayor gasto de las mismas.
2. Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deleguen en dos o más municipios de la misma provincia
una o varias competencias comunes, dicha delegación deberá realizarse siguiendo criterios homogéneos. La
Administración delegante podrá solicitar la asistencia de las Diputaciones provinciales o entidades
equivalentes para la coordinación y seguimiento de las delegaciones previstas en este apartado.
3. Con el objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios públicos y el
servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización administrativa, generando
un ahorro neto de recursos, la Administración del Estado y las de las Comunidades Autónomas podrán delegar,
siguiendo criterios homogéneos, entre otras, las siguientes competencias:

a) Vigilancia y control de la contaminación ambiental.
b) Protección del medio natural.
c) Prestación de los servicios sociales, promoción de la igualdad de oportunidades y la prevención de la
violencia contra la mujer.
d) Conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales de titularidad de la Comunidad
Autónoma.
e) Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles de educación de titularidad pública de
primer ciclo de educación infantil.
f) Realización de actividades complementarias en los centros docentes.
g) Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado, con estricta
sujeción al alcance y condiciones que derivan del artículo 149.1.28.ª de la Constitución Española.
h) Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado,
incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se usen fuera del horario lectivo.
i) Inspección y sanción de establecimientos y actividades comerciales.
j) Promoción y gestión turística.
k) Comunicación, autorización, inspección y sanción de los espectáculos públicos.
l) Liquidación y recaudación de tributos propios de la Comunidad Autónoma o del Estado.
m) Inscripción de asociaciones, empresas o entidades en los registros administrativos de la Comunidad
Autónoma o de la Administración del Estado.
n) Gestión de oficinas unificadas de información y tramitación administrativa.
o) Cooperación con la Administración educativa a través de los centros asociados de la Universidad
Nacional de Educación a Distancia.

4. La Administración delegante podrá, para dirigir y controlar el ejercicio de los servicios delegados, dictar
instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en cualquier momento, información sobre la gestión
municipal, así como enviar comisionados y formular los requerimientos pertinentes para la subsanación de
las deficiencias observadas. En caso de incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones
solicitadas, o inobservancia de los requerimientos formulados, la Administración delegante podrá revocar la
delegación o ejecutar por sí misma la competencia delegada en sustitución del Municipio. Los actos del
Municipio podrán ser recurridos ante los órganos competentes de la Administración delegante.
5. La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por el Municipio interesado.
6. La delegación habrá de ir acompañada en todo caso de la correspondiente financiación, para lo cual será
necesaria la existencia de dotación presupuestaria adecuada y suficiente en los presupuestos de la
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Administración delegante para cada ejercicio económico, siendo nula sin dicha dotación. El incumplimiento
de las obligaciones financieras por parte de la Administración autonómica delegante facultará a la Entidad
Local delegada para compensarlas automáticamente con otras obligaciones financieras que ésta tenga con
aquélla.
7. La disposición o acuerdo de delegación establecerá las causas de revocación o renuncia de la delegación.
Entre las causas de renuncia estará el incumplimiento de las obligaciones financieras por parte de la
Administración delegante o cuando, por circunstancias sobrevenidas, se justifique suficientemente la
imposibilidad de su desempeño por la Administración en la que han sido delegadas sin menoscabo del
ejercicio de sus competencias propias. El acuerdo de renuncia se adoptará por el Pleno de la respectiva
Entidad Local.
8. Las competencias delegadas se ejercen con arreglo a la legislación del Estado o de las Comunidades
Autónomas.
Se modifica por el art. 1.10 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 28.
Podrán establecerse, en municipios determinados de menos de 20.000 habitantes, sistemas de gestión
colaborativa dirigidos a garantizar los recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias
municipales y, en particular, para una prestación de calidad, financieramente sostenible, de los servicios
públicos mínimos obligatorios, mediante medidas de racionalización organizativa y de funcionamiento; de
garantía de la prestación de dichos servicios mediante fórmulas de gestión comunes o asociativas; de
sostenimiento del personal en común con otro u otros municipios; y, en general, de fomento del desarrollo
económico y social de los municipios. La aplicación efectiva a un municipio de la gestión colaborativa
requerirá decisión en tal sentido de la Comunidad Autónoma respectiva, adoptada conforme a su legislación
de régimen local propia, y en todo caso, con la conformidad previa del municipio afectado y el informe de las
entidades locales afectadas. Se dota de contenido por el art. 128.5 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de
diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40
Se suprime por el art. 1.11 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

CAPÍTULO IV Regímenes Especiales

Artículo 29.
1. Funcionan en Concejo Abierto:

a) Los municipios que tradicional y voluntariamente cuenten con ese singular régimen de gobierno y
administración.
b) Aquellos otros en los que por su localización geográfica, la mejor gestión de los intereses municipales u
otras circunstancias lo hagan aconsejable.

2. La constitución en concejo abierto de los municipios a que se refiere el apartado b) del número anterior,
requiere petición de la mayoría de los vecinos, decisión favorable por mayoría de dos tercios de los miembros
del Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma.
3. En el régimen de Concejo Abierto, el gobierno y la administración municipales corresponden a un Alcalde y
una asamblea vecinal de la que forman parte todos los electores. Ajustan su funcionamiento a los usos,
costumbres y tradiciones locales y, en su defecto, a lo establecido en esta Ley y las leyes de las Comunidades
Autónomas sobre régimen local.
4. No obstante lo anterior, los alcaldes de las corporaciones de municipios de menos de 100 residentes podrán
convocar a sus vecinos a Concejo Abierto para decisiones de especial trascendencia para el municipio. Si así lo
hicieren deberán someterse obligatoriamente al criterio de la Asamblea vecinal constituida al efecto. Los
municipios que con anterioridad venían obligados por Ley en función del número de residentes a funcionar en
Concejo Abierto, podrán continuar con ese régimen especial de gobierno y administración si tras la sesión
constitutiva de la Corporación, convocada la Asamblea Vecinal, así lo acordaran por unanimidad los tres
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miembros electos y la mayoría de los vecinos.
Se modifica por la disposición final 1.1 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Artículo 30.
Las Leyes sobre régimen local de las Comunidades Autónomas, en el marco de lo establecido en esta Ley,
podrán establecer regímenes especiales para Municipios pequeños o de carácter rural y para aquellos que
reúnan otras características que lo hagan aconsejable, como su carácter histórico-artístico o el predominio en
su término de las actividades turísticas, industriales, mineras u otras semejantes.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10

1. Según dispone el artículo 27 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, el 
Estado y las Comunidades Autónomas, podrán delegar en los Municipios el ejercicio de sus competencias. La 
delegación deberá determinar el alcance, contenido, condiciones y duración de ésta, que no podrá ser:

A) Superior a cuatro años.

B) Inferior a cuatro años.

C) Superior a cinco años.

D) Inferior a cinco años.

2. Según el artículo 23.1 de la Ley 7/1985 de 2 de abril, la Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y 
un número de Concejales no superior:

A) A la quinta parte del número legal de los mismos.

B) Al tercio del número legal de los mismos.

C) A la mitad del número legal de los mismos.

D) A la cuarta parte del número legal de los mismos

3. En su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, corresponden a los municipios, las 
provincias y las islas, entre otras:

A) La potestad es reglamentaria y de autoorganización y las potestades tributaria y financiera

B) La potestad expropiatoria

C) Las dos respuestas anteriores son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. De acuerdo con la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local: En todos los 
Ayuntamientos existen el Alcalde, los Tenientes de Alcalde, la Junta de Gobierno y el Pleno.

A) En todos los Ayuntamientos existen el Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno, ya que la Junta de 
Gobierno Local sólo existe en los municipios con población superior a 5.000 habitantes

B) En todos los Ayuntamientos existen el Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno. Además en los municipios 
con población superior a 5.000 habitantes y en los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o 
así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento existirá la Junta de Gobierno Local

C) En todos los Ayuntamientos existen el Alcalde y el Pleno

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. La formación y custodia del padrón de habitantes corresponderá

A) El Instituto Nacional de Estadística

B) Los Ayuntamientos

C) El Consejo de empadronamiento

D) Todas las respuestas son correctas
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6. Respecto al Municipio, ¿cuál de las siguientes afirmaciones es correcta?

A) Tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

B) Es la entidad local básica de la organización territorial del Estado.

C) Sus elementos son: el territorio, la población y la organización.

D) Todas las respuestas son correctas.

7. ¿Qué órgano tiene competencia para la oferta pública de empleo en un Ayuntamiento?

A) El Alcalde.

B) El Pleno.

C) La Junta de Gobierno Local.

D) El Ministerio de Hacienda.

8. El municipio ejercerá, en todo caso, como competencias propias, en los términos de la legislación del 
Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

A) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación 
o riesgo de exclusión social

B) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso eficiente y sostenible de 
las tecnologías de la información y las comunicaciones

C) Las dos respuestas anteriores son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

9. Según lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, señalar qué 
servicio mínimo de los que se enumeran a continuación no es obligatorio en todos los municipios:

A) Acceso a núcleos de población.

B) Tratamiento de residuos.

C) Cementerio.

D) Alcantarillado.

10. Según el artículo 20 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, la 
organización municipal responde a las siguientes reglas:

A) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde, el Pleno y la Junta de Gobierno Local, existen en todos los 
ayuntamientos.

B) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en los 
de menos, cuando así lo disponga su Reglamento Orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento.

C) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios en los cuales el Pleno así lo 
acuerde, por el voto favorable de la mayoría simple y si así lo dispone su Reglamento Orgánico.

D) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios si la legislación autonómica así lo prevé.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 C · 4 B · 5 B · 6 D · 7 A · 8 C · 9 B · 10 B

Te quedan 737 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 11

Ley 7/1985, 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (II): 
La Provincia: Caracteres. Organización y Competencias. Regímenes 

especiales. Otras Entidades Locales.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 31 a 44 — 15 incluidos

TÍTULO III La Provincia

Artículo 31.
1. La Provincia es una entidad local determinada por la agrupación de Municipios, con personalidad jurídica
propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.
2. Son fines propios y específicos de la Provincia garantizar los principios de solidaridad y equilibrio
intermunicipales, en el marco de la política económica y social, y, en particular:

a) Asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio provincial de los servicios de
competencia municipal.
b) Participar en la coordinación de la Administración local con la de la Comunidad Autónoma y la del
Estado.

3. El gobierno y la administración autónoma de la Provincia corresponden a la Diputación u otras
Corporaciones de carácter representativo.

CAPÍTULO I Organización

Artículo 32.
La organización provincial responde a las siguientes reglas:
1. El Presidente, los Vicepresidentes, la Junta de Gobierno y el Pleno existen en todas las Diputaciones.
2. Asimismo, existirán en todas las Diputaciones órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta
de los asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del
Presidente, la Junta de Gobierno y los Diputados que ostenten delegaciones, siempre que la respectiva
legislación autonómica no prevea una forma organizativa distinta en este ámbito y sin perjuicio de las
competencias de control que corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación
tendrán derecho a participar en dichos órganos, mediante la presencia de Diputados pertenecientes a los
mismos, en proporción al número de Diputados que tengan en el Pleno.
3. El resto de los órganos complementarios de los anteriores se establece y regula por las propias
Diputaciones. No obstante las leyes de las comunidades autónomas sobre régimen local podrán establecer una
organización provincial complementaria de la prevista en este texto legal.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.6 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso primero del apartado 2, si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y la
inconstitucionalidad y nulidad del inciso segundo del apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 32 bis. Personal Directivo de Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares.
El nombramiento del personal directivo que, en su caso, hubiera en las Diputaciones, Cabildos y Consejos
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Insulares deberá efectuarse de acuerdo a criterios de competencia profesional y experiencia, entre
funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas, de las Entidades Locales o con
habilitación de carácter nacional que pertenezcan a cuerpos o escalas clasificados en el subgrupo A1, salvo
que el correspondiente Reglamento Orgánico permita que, en atención a las características específicas de las
funciones de tales órganos directivos, su titular no reúna dicha condición de funcionario. Se añade por el art.
1.12 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta que el régimen previsto
en este artículo será de aplicación a los nombramientos que se produzcan con posterioridad a la entrada en
vigor de la citada Ley, según establece su disposición transitoria octava.

Artículo 33.
1. El Pleno de la Diputación está constituido por el Presidente y los Diputados.
2. Corresponde en todo caso al Pleno:

a) La organización de la Diputación.
b) La aprobación de las ordenanzas.
c) La aprobación y modificación de los Presupuestos, la disposición de gastos dentro de los límites de su
competencia y la aprobación provisional de las cuentas; todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales.
d) La aprobación de los planes de carácter provincial.
e) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
f) La aprobación de la plantilla de personal, la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de las
retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios, y el número y régimen del personal
eventual.
g) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras Entidades locales y demás Administraciones
públicas.
i) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Corporación en materias de
competencia plenaria.
j) La declaración de lesividad de los actos de la Diputación.
k) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada en el ejercicio económico exceda
del 10 por 100 de los recursos ordinarios, salvo las de tesorería, que le corresponderán cuando el importe
acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15 por 100 de los ingresos corrientes
liquidados en el ejercicio anterior, todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales.
l) (Derogada)
m) La aprobación de los proyectos de obra y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y cuando aún no estén previstos en los Presupuestos.
n) (Derogada) ñ) Aquellas atribuciones que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una
mayoría especial.
o) Las demás que expresamente la atribuyan las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Presidente y sobre la cuestión
de confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en
todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.
4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Presidente y en la Comisión de Gobierno, salvo
las enunciadas en el número 2, letras a), b), c), d), e), f), h) y ñ), y número 3 de este artículo.
Se deroga el apartado 2.l) y .n) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica el apartado 3 por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2.l) por el art. 46.2 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786 Redactado el apartado 2.l) conforme a
la corrección de errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744 Se modifican los apartados 2 y 3 y se añade el
apartado 4 por el art. 1.7, de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932
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Artículo 34.
1. Corresponde en todo caso al Presidente de la Diputación:

a) Dirigir el gobierno y la administración de la provincia.
b) Representar a la Diputación.
c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en la presente Ley y en la
legislación electoral general, de la Junta de Gobierno y cualquier otro órgano de la Diputación, y decidir los
empates con voto de calidad.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras cuya titularidad o ejercicio corresponde a la
Diputación Provincial.
e) Asegurar la gestión de los servicios propios de la Comunidad Autónoma cuya gestión ordinaria esté
encomendada a la Diputación.
f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de
los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en el
artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por 100 de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por 100 de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de puestos
de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida la
separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
cuenta al Pleno en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá sin perjuicio de lo previsto
en el artículo 99.1 y 3 de esta Ley.
i) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Diputación en las materias de su
competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la
competencia del Pleno, en este último supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.
j) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materia de la competencia del
Presidente.
k) (Derogada)
l) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el Presupuesto.
m) (Derogada)
n) Ordenar la publicación y ejecución y hacer cumplir los acuerdos de la Diputación. ñ) Las demás que
expresamente les atribuyan las leyes.
o) El ejercicio de aquellas otras atribuciones que la legislación del Estado o de las Comunidades Autónomas
asigne a la Diputación y no estén expresamente atribuidas a otros órganos.

2. El Presidente puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo la de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno, decidir los empates con el voto de calidad, concertar operaciones de crédito,
la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de funcionarios y el despido del personal
laboral, y las enunciadas en los párrafos a), i) y j) del número anterior.
3. Corresponde, asimismo, al Presidente el nombramiento de los Vicepresidentes.
Se deroga el apartado 1.k) y .m) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica el apartado 2 y las letras c), k) y m) del apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103 Se
modifican los apartados 1.f) y .k) por el art. 46.3 y .4 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786
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Se modifica por el art. 1.8 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.f) y .h) conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Artículo 35.
1. La Junta de Gobierno se integra por el Presidente y un número de Diputados no superior al tercio del
número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.
2. Corresponde a la Junta de Gobierno:

a) La asistencia al Presidente en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el Presidente le delegue o le atribuyan las leyes.

3. El Presidente puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de
Gobierno, sin perjuicio de las delegaciones especiales que para cometidos específicos pueda realizar a favor de
cualesquiera Diputados, aunque no perteneciera a la Junta de Gobierno.
4. Los Vicepresidentes sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Presidente, siendo libremente designados por éste entre los miembros de la Junta de Gobierno.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.9 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

CAPÍTULO II Competencias

Artículo 36.
1. Son competencias propias de la Diputación o entidad equivalente las que le atribuyan en este concepto las
leyes del Estado y de las Comunidades Autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y, en todo
caso, las siguientes:

a) La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la prestación integral y
adecuada a que se refiere el apartado a) del número 2 del artículo 31.
b) La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de menor
capacidad económica y de gestión. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 1.000
habitantes la prestación de los servicios de secretaría e intervención.
c) La prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal y el
fomento o, en su caso, coordinación de la prestación unificada de servicios de los municipios de su
respectivo ámbito territorial. En particular, asumirá la prestación de los servicios de tratamiento de
residuos en los municipios de menos de 5.000 habitantes, y de prevención y extinción de incendios en los
de menos de 20.000 habitantes, cuando éstos no procedan a su prestación.
d) La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la planificación en el territorio
provincial, de acuerdo con las competencias de las demás Administraciones Públicas en este ámbito.
e) El ejercicio de funciones de coordinación en los casos previstos en el artículo 116 bis.
f) Asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria, en periodo voluntario
y ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión financiera de los municipios con población inferior a 20.000
habitantes.
g) La prestación de los servicios de administración electrónica y la contratación centralizada en los
municipios con población inferior a 20.000 habitantes.
h) El seguimiento de los costes efectivos de los servicios prestados por los municipios de su provincia.
Cuando la Diputación detecte que estos costes son superiores a los de los servicios coordinados o prestados
por ella, ofrecerá a los municipios su colaboración para una gestión coordinada más eficiente de los
servicios que permita reducir estos costes.
i) La coordinación mediante convenio, con la Comunidad Autónoma respectiva, de la prestación del
servicio de mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos en los municipios con población inferior
a 5000 habitantes.

2. A los efectos de lo dispuesto en las letras a), b) y c) del apartado anterior, la Diputación o entidad equivalente:
a) Aprueba anualmente un plan provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia
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municipal, en cuya elaboración deben participar los Municipios de la Provincia. El plan, que deberá
contener una memoria justificativa de sus objetivos y de los criterios de distribución de los fondos, criterios
que en todo caso han de ser objetivos y equitativos y entre los que estará el análisis de los costes efectivos
de los servicios de los municipios, podrá financiarse con medios propios de la Diputación o entidad
equivalente, las aportaciones municipales y las subvenciones que acuerden la Comunidad Autónoma y el
Estado con cargo a sus respectivos presupuestos. Sin perjuicio de las competencias reconocidas en los
Estatutos de Autonomía y de las anteriormente asumidas y ratificadas por éstos, la Comunidad Autónoma
asegura, en su territorio, la coordinación de los diversos planes provinciales, de acuerdo con lo previsto en
el artículo 59 de esta Ley. Cuando la Diputación detecte que los costes efectivos de los servicios prestados
por los municipios son superiores a los de los servicios coordinados o prestados por ella, incluirá en el plan
provincial fórmulas de prestación unificada o supramunicipal para reducir sus costes efectivos. El Estado y
la Comunidad Autónoma, en su caso, pueden sujetar sus subvenciones a determinados criterios y
condiciones en su utilización o empleo y tendrán en cuenta el análisis de los costes efectivos de los
servicios de los municipios.
b) Asegura el acceso de la población de la Provincia al conjunto de los servicios mínimos de competencia
municipal y a la mayor eficacia y economía en la prestación de éstos mediante cualesquiera fórmulas de
asistencia y cooperación municipal. Con esta finalidad, las Diputaciones o entidades equivalentes podrán
otorgar subvenciones y ayudas con cargo a sus recursos propios para la realización y el mantenimiento de
obras y servicios municipales, que se instrumentarán a través de planes especiales u otros instrumentos
específicos.
c) Garantiza el desempeño de las funciones públicas necesarias en los Ayuntamientos y les presta apoyo en
la selección y formación de su personal sin perjuicio de la actividad desarrollada en estas materias por la
Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas.
d) Da soporte a los Ayuntamientos para la tramitación de procedimientos administrativos y realización de
actividades materiales y de gestión, asumiéndolas cuando aquéllos se las encomienden.

Se declara que no son inconstitucionales los apartados 1.g) y 2.a), segundo párrafo, en la redacción dada por la Ley 27/2013, interpretado en los
términos de los fundamentos jurídicos 11 y 12.c), respectivamente, por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839 . En el
mismo sentido, respecto al apartado 2.a), se pronuncian: - la Sentencia del TC 180/2016, de 20 de octubre, Ref. BOE-A-2016-11127 , interpretado
en los términos del fundamento jurídico 3 d). - y, en los términos del fundamento jurídico 2, las Sentencias del TC 44/2017, de 27 de abril, Ref. BOE-
A-2017-5901 , 54/2017, de 11 de mayo, Ref. BOE-A-2017-6850 , 101/2017, de 20 de julio, Ref. BOE-A-2017-9660 y 93/2017, de 6 de julio. Ref. BOE-
A-2017-9652 .

Se modifica por el art. 1.13 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 37.
1. Las Comunidades Autónomas podrán delegar competencias en las Diputaciones, así como encomendar a
éstas la gestión ordinaria de servicios propios en los términos previstos en los Estatutos correspondientes. En
este último supuesto las Diputaciones actuarán con sujeción plena a las instrucciones generales y particulares
de las Comunidades.
2. El Estado podrá, asimismo, previa consulta e informe de la Comunidad Autónoma interesada, delegar en las
Diputaciones competencias de mera ejecución cuando el ámbito provincial sea el más idóneo para la
prestación de los correspondientes servicios.
3. El ejercicio por las Diputaciones de las facultades delegadas se acomodará a lo dispuesto en el artículo 27.

Artículo 38.
Las previsiones establecidas para la Diputación en este Capítulo y en los restantes de la presente Ley serán de
aplicación a aquellas otras Corporaciones de carácter representativo a las que corresponda el gobierno y la
administración autónoma de la Provincia.

CAPÍTULO III Regímenes especiales
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Artículo 39.
Los órganos forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya conservan su régimen peculiar en el marco del Estatuto de
Autonomía de la Comunidad Autónoma del País Vasco. No obstante, las disposiciones de la presente Ley les
serán de aplicación con carácter supletorio.

Artículo 40.
Las Comunidades Autónomas uniprovinciales y la Foral de Navarra asumen las competencias, medios y
recursos que corresponden en el régimen ordinario a las Diputaciones Provinciales. Se exceptúa la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares en los términos de su Estatuto propio.

Artículo 41.
1. Los Cabildos Insulares Canarios, como órganos de gobierno, administración y representación de cada isla,
se rigen por las normas contenidas en la disposición adicional decimocuarta de esta ley y supletoriamente por
las normas que regulan la organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asumiendo las
competencias de éstas, sin perjuicio de lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía de Canarias.
2. En el Archipiélago Canario subsisten las mancomunidades provinciales interinsulares exclusivamente como
órganos de representación y expresión de los intereses provinciales. Integran dichos órganos los Presidentes
de los Cabildos insulares de las provincias correspondientes, presidiéndolos el del Cabildo de la Isla en que se
halle la capital de la provincia.
3. Los Consejos Insulares de las Islas Baleares, a los que son de aplicación las normas de esta ley que regulan la
organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asumen sus competencias de acuerdo con lo
dispuesto en esta ley y las que les correspondan de conformidad con el Estatuto de Autonomía de Baleares.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

TÍTULO IV Otras Entidades locales

Artículo 42.
1. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos, podrán crear en su
territorio comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, cuyas características determinen
intereses comunes precisados de una gestión propia o demanden la prestación de servicios de dicho ámbito.
2. La iniciativa para la creación de una comarca podrá partir de los propios Municipios interesados. En
cualquier caso, no podrá crearse la comarca si a ello se oponen expresamente las dos quintas partes de los
Municipios que debieran agruparse en ella, siempre que, en este caso, tales Municipios representen al menos
la mitad del censo electoral del territorio correspondiente. Cuando la comarca deba agrupar a Municipios de
más de una Provincia, será necesario el informe favorable de las Diputaciones Provinciales a cuyo ámbito
territorial pertenezcan tales Municipios.
3. Las Leyes de las Comunidades Autónomas determinarán el ámbito territorial de las comarcas, la
composición y el funcionamiento de sus órganos de gobierno, que serán representativos de los Ayuntamientos
que agrupen, así como las competencias y recursos económicos que, en todo caso, se les asignen.
4. La creación de las Comarcas no podrá suponer la pérdida por los Municipios de la competencia para prestar
los servicios enumerados en el artículo 26, ni privar a los mismos de toda intervención en cada una de las
materias enumeradas en el apartado 2 del artículo 25.

Artículo 43.
1. Las Comunidades Autónomas, previa audiencia de la Administración del Estado y de los Ayuntamientos y
Diputaciones afectados, podrán crear, modificar y suprimir, mediante Ley, áreas metropolitanas, de acuerdo
con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos.
2. Las áreas metropolitanas son entidades locales integradas por los Municipios de grandes aglomeraciones
urbanas entre cuyos núcleos de población existan vinculaciones económicas y sociales que hagan necesaria la
planificación conjunta y la coordinación de determinados servicios y obras.
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3. La legislación de la Comunidad Autónoma determinará los órganos de gobierno y administración, en los
que estarán representados todos los Municipios integrados en el área; el régimen económico y de
funcionamiento, que garantizará la participación de todos los Municipios en la toma de decisiones y una justa
distribución de las cargas entre ellos; así como los servicios y obras de prestación o realización metropolitana
y el procedimiento para su ejecución.

Artículo 44.
1. Se reconoce a los municipios el derecho a asociarse con otros en mancomunidades para la ejecución en
común de obras y servicios determinados de su competencia.
2. Las mancomunidades tienen personalidad y capacidad jurídicas para el cumplimiento de sus fines
específicos y se rigen por sus Estatutos propios. Los Estatutos han de regular el ámbito territorial de la entidad,
su objeto y competencia, órganos de gobierno y recursos, plazo de duración y cuantos otros extremos sean
necesarios para su funcionamiento. En todo caso, los órganos de gobierno serán representativos de los
ayuntamientos mancomunados.
3. El procedimiento de aprobación de los estatutos de las mancomunidades se determinará por la legislación
de las comunidades autónomas y se ajustará, en todo caso, a las siguientes reglas:

a) La elaboración corresponderá a los concejales de la totalidad de los municipios promotores de la
mancomunidad, constituidos en asamblea.
b) La Diputación o Diputaciones provinciales interesadas emitirán informe sobre el proyecto de estatutos.
c) Los Plenos de todos los ayuntamientos aprueban los estatutos.

4. Se seguirá un procedimiento similar para la modificación o supresión de mancomunidades.
5. Podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios pertenecientes a distintas comunidades
autónomas, siempre que lo permitan las normativas de las comunidades autónomas afectadas.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 11

1. La provincia es:

A) Una división autonómica

B) Una entidad local determinada por la agrupación de municipios con personalidad jurídica propia

C) Un órgano territorial

D) Una división administrativa

2. La Diputación o entidad equivalente aprueba anualmente un plan provincial de cooperación a las obras y 
servicios de competencia municipal, en cuya elaboración deben participar los Municipios de la Provincia. El 
plan, que deberá contener una "memoria justificativa de sus objetivos y de los criterios de distribución de los 
fondos", deberá contemplar lo siguiente:

A) Los criterios de distribución de los fondos han de ser objetivos y equitativos.

B) En los criterios de distribución de los fondos debe figurar el análisis de los beneficios a la población de los 
municipios.

C) Podrá financiarse exclusivamente con medios propios de la Diputación o entidad equivalente y las 
aportaciones municipales.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.
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3. Son competencias propias de la Diputación las que le atribuyan en este concepto las leyes del Estado y de 
las Comunidades Autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y, en todo caso:

A) La asistencia y la cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios, especialmente los de menor 
capacidad económica y de gestión. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 5.000 habitantes la 
prestación de los servicios de Secretaría e Intervención

B) La asistencia y la cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios, especialmente los de menor 
capacidad económica y de gestión. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 1.000 habitantes la 
prestación de los servicios de administración y auditoría

C) La asistencia y la cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios, especialmente los de menor 
capacidad económica y de gestión. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 1.000 habitantes la 
prestación de los servicios de Secretaría e Intervención

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. El art. 31.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (LRBRL) establece que 
son fines propios y específicos de la provincia:

A) Garantizar los principios de solidaridad, igualdad y equilibrio intermunicipales, en el marco de la política 
económica y social.

B) Garantizar los principios de solidaridad, igualdad, estabilidad y sostenibilidad financiera, en el marco de la 
política económica y social.

C) Garantizar los principios de solidaridad y equilibrio intermunicipales, en el marco de la política económica y 
social.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

5. Según el artículo 35.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, los 
Vicepresidentes de las Diputaciones Provinciales son elegidos:

A) Por el Presidente entre los Diputados provinciales.

B) Por el Presidente entre los miembros de la Junta de Gobierno.

C) Por el Pleno entre los Diputados provinciales.

D) Por el Pleno entre los miembros de la Junta de Gobierno.

6. De conformidad con el artículo 33 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, NO es una atribución del Pleno delegable en el Presidente y en la Comisión del Gobierno, la siguiente:

A) La aprobación de proyectos de obras y de servicios.

B) La declaración de lesividad de los actos de la Diputación.

C) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Corporación en materias de 
competencia plenaria.

D) La aprobación de los planes de carácter provincial.

7. De acuerdo con el art. 31 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, la 
provincia es:

A) Una entidad local determinada por la agrupación de municipios.

B) Una entidad local determinada por la agrupación de municipios, con personalidad jurídica y capacidad 
plenas.

C) Una entidad local determinada por la agrupación de municipios, con personalidad jurídica propia y plena 
capacidad para el cumplimiento de sus fines.

D) Una entidad local provincial.
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8. La organización provincial responde a las siguientes reglas:

A) El Presidente, los Vicepresidentes, la Junta de Gobierno, el Pleno y demás órganos complementarios, existen 
en todas las Diputaciones

B) El Presidente, la Junta de Gobierno y el Pleno existen en todas las Diputaciones

C) El Presidente, los Vicepresidentes, la Junta de Gobierno y el Pleno existen en todas las Diputaciones

D) El Presidente, la Junta de Gobierno, el Pleno y demás órganos complementarios, existen en todas las 
Diputaciones.

9. Definición de la Provincia según el artículo 31 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local:

A) Entidad Local determinada por la agrupación de Municipios, con personalidad jurídica propia y plena 
capacidad para el cumplimiento de sus fines.

B) Entidad local territorial.

C) Entidad local básica con personalidad jurídica.

D) Entidad Local determinada por la agrupación de Municipios, con personalidad jurídica plena y propia 
capacidad para el cumplimiento de sus objetivos.

10. En las Diputaciones provinciales, aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la 
plantilla aprobados es una competencia que corresponde (señale la correcta):

A) Al Presidente

B) A la Junta de Gobierno

C) Al Pleno

D) A la Comisión de empleo

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 C · 4 C · 5 B · 6 D · 7 C · 8 C · 9 A · 10 A

Te quedan 92 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 11, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 40

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (I): 
Delimitación de los tipos contractuales.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 12 a 18 — 7 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

CAPÍTULO II Contratos del sector público

Sección 1.ª Delimitación de los tipos contractuales

Artículo 12. Calificación de los contratos.
1. Los contratos de obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro y servicios que celebren las
entidades pertenecientes al sector público se calificarán de acuerdo con las normas contenidas en la presente
sección.
2. Los restantes contratos del sector público se calificarán según las normas de derecho administrativo o de
derecho privado que les sean de aplicación.

Artículo 13. Contrato de obras.
1. Son contratos de obras aquellos que tienen por objeto uno de los siguientes:

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto, o la realización de
alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I.
b) La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados por la entidad del
sector público contratante que ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de la obra.

2. Por «obra» se entenderá el resultado de un conjunto de trabajos de construcción o de ingeniería civil,
destinado a cumplir por sí mismo una función económica o técnica, que tenga por objeto un bien inmueble.
También se considerará «obra» la realización de trabajos que modifiquen la forma o sustancia del terreno o de
su vuelo, o de mejora del medio físico o natural.
3. Los contratos de obras se referirán a una obra completa, entendiendo por esta la susceptible de ser
entregada al uso general o al servicio correspondiente, sin perjuicio de las ampliaciones de que
posteriormente pueda ser objeto y comprenderá todos y cada uno de los elementos que sean precisos para la
utilización de la obra. No obstante lo anterior, podrán contratarse obras definidas mediante proyectos
independientes relativos a cada una de las partes de una obra completa, siempre que estas sean susceptibles
de utilización independiente, en el sentido del uso general o del servicio, o puedan ser sustancialmente
definidas y preceda autorización administrativa del órgano de contratación que funde la conveniencia de la
referida contratación. Se podrán celebrar contratos de obras sin referirse a una obra completa en los
supuestos previstos en el apartado 4 del artículo 30 de la presente Ley cuando la responsabilidad de la obra
completa corresponda a la Administración por tratarse de un supuesto de ejecución de obras por la propia
Administración Pública.

Artículo 14. Contrato de concesión de obras.
1. La concesión de obras es un contrato que tiene por objeto la realización por el concesionario de algunas de
las prestaciones a que se refiere el artículo anterior, incluidas las de restauración y reparación de
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construcciones existentes, así como la conservación y mantenimiento de los elementos construidos, y en el
que la contraprestación a favor de aquel consiste, o bien únicamente en el derecho a explotar la obra en el
sentido del apartado cuarto siguiente, o bien en dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
2. El contrato podrá comprender, además, el siguiente contenido:

a) La adecuación, reforma y modernización de la obra para adaptarla a las características técnicas y
funcionales requeridas para la correcta prestación de los servicios o la realización de las actividades
económicas a las que sirve de soporte material.
b) Las actuaciones de reposición y gran reparación que sean exigibles en relación con los elementos que ha
de reunir cada una de las obras para mantenerse apta a fin de que los servicios y actividades a los que
aquellas sirven puedan ser desarrollados adecuadamente de acuerdo con las exigencias económicas y las
demandas sociales.

3. El contrato de concesión de obras podrá también prever que el concesionario esté obligado a proyectar,
ejecutar, conservar, reponer y reparar aquellas obras que sean accesorias o estén vinculadas con la principal y
que sean necesarias para que esta cumpla la finalidad determinante de su construcción y que permitan su
mejor funcionamiento y explotación, así como a efectuar las actuaciones ambientales relacionadas con las
mismas que en ellos se prevean. En el supuesto de que las obras vinculadas o accesorias puedan ser objeto de
explotación o aprovechamiento económico, estos corresponderán al concesionario conjuntamente con la
explotación de la obra principal, en la forma determinada por los pliegos respectivos.
4. El derecho de explotación de las obras, a que se refiere el apartado primero de este artículo, deberá implicar
la transferencia al concesionario de un riesgo operacional en la explotación de dichas obras abarcando el
riesgo de demanda o el de suministro, o ambos. Se entiende por riesgo de demanda el que se debe a la
demanda real de las obras o servicios objeto del contrato y riesgo de suministro el relativo al suministro de las
obras o servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación de los servicios no se ajuste a
la demanda. Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional cuando no esté garantizado
que, en condiciones normales de funcionamiento, el mismo vaya a recuperar las inversiones realizadas ni a
cubrir los costes en que hubiera incurrido como consecuencia de la explotación de las obras que sean objeto
de la concesión. La parte de los riesgos transferidos al concesionario debe suponer una exposición real a las
incertidumbres del mercado que implique que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el
concesionario no es meramente nominal o desdeñable.

Artículo 15. Contrato de concesión de servicios.
1. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes adjudicadores
encomiendan a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya
prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida bien por el derecho a
explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
2. El derecho de explotación de los servicios implicará la transferencia al concesionario del riesgo operacional,
en los términos señalados en el apartado cuarto del artículo anterior.

Artículo 16. Contrato de suministro.
1. Son contratos de suministro los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b) del apartado 3 de este artículo respecto de los contratos que
tengan por objeto programas de ordenador, no tendrán la consideración de contrato de suministro los
contratos relativos a propiedades incorporales o valores negociables.
3. En todo caso, se considerarán contratos de suministro los siguientes:

a) Aquellos en los que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes de forma sucesiva y por
precio unitario sin que la cuantía total se defina con exactitud al tiempo de celebrar el contrato, por estar
subordinadas las entregas a las necesidades del adquirente.
b) Los que tengan por objeto la adquisición y el arrendamiento de equipos y sistemas de
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telecomunicaciones o para el tratamiento de la información, sus dispositivos y programas, y la cesión del
derecho de uso de estos últimos, en cualquiera de sus modalidades de puesta a disposición, a excepción de
los contratos de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida, que se considerarán
contratos de servicios.
c) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el empresario deban ser
elaboradas con arreglo a características peculiares fijadas previamente por la entidad contratante, aun
cuando esta se obligue a aportar, total o parcialmente, los materiales precisos.
d) Los que tengan por objeto la adquisición de energía primaria o energía transformada.

Artículo 17. Contrato de servicios.
Son contratos de servicios aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una
actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, incluyendo aquellos en
que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por precio unitario. No podrán ser
objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos.

Artículo 18. Contratos mixtos.
1. Se entenderá por contrato mixto aquel que contenga prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta
clase. Únicamente podrán celebrarse contratos mixtos en las condiciones establecidas en el artículo 34.2 de la
presente Ley. El régimen jurídico de la preparación y adjudicación de los contratos mixtos se determinará de
conformidad con lo establecido en este artículo; y el de sus efectos, cumplimiento y extinción se determinará
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 122.2. Para la determinación de las normas que regirán la
adjudicación de los contratos mixtos cuyo objeto contenga prestaciones de varios contratos regulados en esta
Ley, se estará a las siguientes reglas:

a) Cuando un contrato mixto comprenda prestaciones propias de dos o más contratos de obras, suministros
o servicios se atenderá al carácter de la prestación principal. En el caso de los contratos mixtos que
comprendan en parte servicios especiales del anexo IV, y en parte otros servicios, o en el caso de los
contratos mixtos compuestos en parte por servicios y en parte por suministros, el objeto principal se
determinará en función de cuál sea el mayor de los valores estimados de los respectivos servicios o
suministros.
b) Cuando el contrato mixto contenga prestaciones de los contratos de obras, suministros o servicios, por
una parte, y contratos de concesiones de obra o concesiones de servicios, de otra, se actuará del siguiente
modo:

1.º Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.
2.º Si las distintas prestaciones son separables y se decide adjudicar un contrato único, se aplicarán las
normas relativas a los contratos de obras, suministros o servicios cuando el valor estimado de las
prestaciones correspondientes a estos contratos supere las cuantías establecidas en los artículos 20, 21 y
22 de la presente Ley, respectivamente. En otro caso, se aplicarán las normas relativas a los contratos de
concesión de obras y concesión de servicios.

2. Cuando el contrato mixto contemple prestaciones de contratos regulados en esta Ley con prestaciones de
otros contratos distintos de los regulados en la misma, para determinar las normas aplicables a su
adjudicación se atenderá a las siguientes reglas:

a) Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.
b) Si las prestaciones son separables y se decide celebrar un único contrato, se aplicará lo dispuesto en esta
Ley.

3. No obstante lo establecido en el apartado 1, en los casos en que un elemento del contrato mixto sea una obra
y esta supere los 50.000 euros, deberá elaborarse un proyecto y tramitarse de conformidad con los artículos
231 y siguientes de la presente Ley. En el supuesto de que el contrato mixto contenga elementos de una
concesión de obras o de una concesión de servicios, deberá acompañarse del correspondiente estudio de
viabilidad y, en su caso, del anteproyecto de construcción y explotación de las obras previstos en los artículos
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247, 248 y 285 de la presente Ley.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 40

1. ¿Cómo se denomina el contrato que tiene por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el 
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles?

A) Contrato de servicios.

B) Contrato de concesión de obras.

C) Contrato de suministros.

D) Contrato de concesión de servicios.

2. ¿Cómo calificaría la contratación de la suscripción a la Base de datos jurídica en materia de Función 
Pública?

A) Contrato privado según artículo 26 de la LCSP.

B) Contrato de suministro según artículo 16 de la LCSP.

C) Contrato de concesión de servicios según artículo 18 de la LCSP.

D) Contrato de servicios según artículo 17 de la LCSP.

3. Según el art. 16 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, los contratos de 
adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida tendrán la consideración de:

A) Contrato concesión de servicios.

B) Contrato de servicios.

C) Contrato de suministro.

D) Contrato mixto.

4. Según la delimitación de los tipos contractuales en la Ley de Contratos del Sector Público, se considera 
contrato de servicios aquel que:

A) Tiene por objeto una obra que implique ejecución material de los trabajos.

B) Tiene por objeto la gestión de un servicio público cuya titularidad corresponde a una Administración.

C) Tiene por objeto prestaciones consistentes en el desarrollo de actividades o trabajos que no constituyen obra 
ni suministro.

D) Siempre implique transferencia de riesgos operativos al contratista.

5. Señale la respuesta incorrecta. De acuerdo con la Ley 9/2017, de contratos del Sector Público, son contratos 
de obras aquellos que tienen por objeto:

A) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto.

B) La realización de alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I de la Ley.

C) La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados por la entidad del sector 
público contratante que ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de obra.

D) La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados por el director de 
ejecución cuando este ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de obra.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Ayuntamiento de Moraleja 117

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



6. Los contratos de fabricación que celebre la Diputación Provincial de Huesca, por los que los bienes 
muebles a entregar por parte del empresario deban ser elaborados con arreglo a características peculiares 
fijadas previamente por parte de dicha entidad contratante, se considerarán, de acuerdo con el art. 16 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público:

A) Contratos de suministros.

B) Contratos de obras.

C) Contratos excluidos de su ámbito de aplicación.

D) Contratos mixtos.

7. El contrato de obras se define en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en el 
artículo:

A) Artículo 13

B) Artículo 17

C) Artículo 15

D) Artículo 16

8. Entre las modalidades de contratos de la Ley de Contratos del Sector Público no se incluye; Respuestas:

A) El contrato de obras.

B) El contrato de suministros.

C) La concesión de obras públicas.

D) El contrato de gestión de servicios públicos.

9. ¿Cómo tipificaría un contrato que tiene por objeto la adquisición de un programa de ordenador a medida 
para el Ayuntamiento?

A) Contrato de servicios.

B) Contrato de suministro.

C) Contrato privado.

D) Contrato mixto.

10. El art. 16 de la Ley 9/2017, de contratos del sector público, establece que los contratos que tengan por 
objeto la adquisición de energía primaria o energía transformada, se considerarán:

A) De concesión

B) Mixtos

C) De servicios

D) De suministro

SOLUCIONES 1 C · 2 B · 3 B · 4 C · 5 D · 6 A · 7 A · 8 D · 9 A · 10 D

Te quedan 85 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 40, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 41

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (II): 
Contratos sujetos a regulación armonizada. Contratos administrativos 

y contratos privados.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 19 a 27 — 9 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

CAPÍTULO II Contratos del sector público

Sección 2.ª Contratos sujetos a una regulación armonizada

Artículo 19. Delimitación general.
1. Son contratos sujetos a una regulación armonizada los contratos de obras, los de concesión de obras, los de
concesión de servicios, los de suministro, y los de servicios, cuyo valor estimado, calculado conforme a las
reglas que se establecen en el artículo 101, sea igual o superior a las cuantías que se indican en los artículos
siguientes, siempre que la entidad contratante tenga el carácter de poder adjudicador. Tendrán también la
consideración de contratos sujetos a regulación armonizada los contratos subvencionados por estas entidades
a los que se refiere el artículo 23.
2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, no se consideran sujetos a regulación armonizada,
cualquiera que sea su valor estimado, los contratos siguientes:

a) Los que tengan por objeto la adquisición, el desarrollo, la producción o la coproducción de programas
destinados a servicios de comunicación audiovisual o servicios de comunicación radiofónica, que sean
adjudicados por proveedores del servicio de comunicación audiovisual o radiofónica, o los relativos al
tiempo de radiodifusión o al suministro de programas que sean adjudicados a proveedores del servicio de
comunicación audiovisual o radiofónica. A efectos de la presente letra, por «servicio de comunicación
audiovisual» y «proveedor del servicio de comunicación» se entenderá, respectivamente, lo mismo que en
el artículo 1, apartado 1, letras a) y d), de la Directiva 2010/13/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de
10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y
administrativas de los Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación
audiovisual. Por «programa» se entenderá lo mismo que en el artículo 1, apartado 1, letra b), de dicha
Directiva, si bien se incluirán también los programas radiofónicos y los contenidos de los programas
radiofónicos. Además, a efectos de la presente disposición, «contenidos del programa» tendrá el mismo
significado que «programa».
b) Los incluidos dentro del ámbito definido por el artículo 346 del Tratado de Funcionamiento de la Unión
Europea que se concluyan en el sector de la defensa.
c) Los declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de
seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en los que lo exija la protección de intereses
esenciales para la seguridad del Estado, cuando la protección de los intereses esenciales de que se trate no
pueda garantizarse mediante la aplicación de las normas que rigen los contratos sujetos a regulación
armonizada en esta Ley. La declaración de que concurre la circunstancia relativa a la protección de
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intereses esenciales para la seguridad del Estado deberá hacerse de forma expresa en cada caso por el
titular del Departamento ministerial del que dependa el órgano de contratación en el ámbito de la
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes
de la Seguridad Social y demás entidades públicas integrantes del sector público estatal, por el órgano
competente de las Comunidades Autónomas, de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, o por el
órgano al que esté atribuida la competencia para celebrar el correspondiente contrato en las Entidades
locales. La competencia para efectuar esta declaración no será susceptible de delegación, salvo que una ley
expresamente lo autorice.
d) Aquellos cuyo objeto principal sea permitir a los órganos de contratación la puesta a disposición o la
explotación de redes públicas de comunicaciones o la prestación al público de uno o varios servicios de
comunicaciones electrónicas. A efectos del presente apartado «red pública de comunicaciones» y «servicio
de comunicaciones electrónicas» tendrán el mismo significado que el que figura en la Directiva 2002/21/CE,
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las
redes y los servicios de comunicaciones electrónicas.
e) Aquellos que tengan por objeto cualquiera de los siguientes servicios jurídicos:

1.º La representación y defensa legal de un cliente por un procurador o un abogado, ya sea en un
arbitraje o una conciliación celebrada en un Estado o ante una instancia internacional de conciliación o
arbitraje, o ya sea en un procedimiento judicial ante los órganos jurisdiccionales o las autoridades
públicas de un Estado o ante órganos jurisdiccionales o instituciones internacionales.
2.º El asesoramiento jurídico prestado como preparación de uno de los procedimientos mencionados en
el apartado anterior de la presente letra, o cuando exista una probabilidad alta de que el asunto sobre el
que se asesora será objeto de dichos procedimientos, siempre que el asesoramiento lo preste un
abogado.
3.º Los servicios de certificación y autenticación de documentos que deban ser prestados por un notario
público.
4.º Los servicios jurídicos prestados por administradores, tutores u otros servicios jurídicos cuyos
prestadores sean designados por un órgano jurisdiccional o designados por ley para desempeñar
funciones específicas bajo la supervisión de dichos órganos jurisdiccionales.
5.º Otros servicios jurídicos que estén relacionados, incluso de forma ocasional, con el ejercicio del
poder público.

f) Los que tengan por objeto servicios de defensa civil, protección civil y prevención de riesgos laborales
prestados por organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro e incluidos en los siguientes códigos CPV:
75250000-3, 75251000-0, 75251100-1, 75251110-4, 75251120-7, 75252000-7, 75222000- 8; 98113100-9;
85143000-3, salvo los servicios de transporte en ambulancia de pacientes.
g) Los que tengan por objeto servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril o en metro, así
como las concesiones de servicios de transporte de viajeros, sin perjuicio de la aplicación del Reglamento
(UE) n.º 1370/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, sobre los servicios
públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera y por el que se derogan los Reglamentos (CEE)
n.º 1191/69 y (CEE) n.º 1107/70 del Consejo.
h) Los contratos de concesión adjudicados para:

1.º La puesta a disposición o la explotación de redes fijas destinadas a prestar un servicio al público en
relación con la producción, el transporte o la distribución de agua potable;
2.º El suministro de agua potable a dichas redes. Asimismo, tampoco se considerarán sujetos a
regulación armonizada los contratos de concesión que se refieran a uno de los objetos siguientes o a
ambos que estén relacionadas con una de las actividades contempladas en los números 1.º y 2.º
anteriores: I. Proyectos de ingeniería hidráulica, irrigación o drenaje, siempre que el volumen de agua
destinado al abastecimiento de agua potable represente más del 20 por ciento del volumen total de agua
disponible gracias a dichos proyectos o a dichas instalaciones de irrigación o drenaje, o II. Eliminación o
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tratamiento de aguas residuales.

Artículo 20. Contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios sujetos a una 
regulación armonizada: Umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de
servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 5.404.000 euros.
2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos de obras
que se adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida la obra iguale o
supere la cantidad indicada en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la regulación armonizada a la
adjudicación de cada lote. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los órganos de contratación podrán
exceptuar de estas normas a los lotes cuyo valor estimado sea inferior a un millón de euros, siempre que el
importe acumulado de los lotes exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de
los mismos.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1.a) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1 por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1 por el art. 2.a) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 21. Contratos de suministro sujetos a una regulación armonizada: Umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de suministro cuyo valor estimado sea igual o superior a
las siguientes cantidades:

a) 140.000 euros, cuando se trate de contratos adjudicados por la Administración General del Estado, sus
Organismos Autónomos, o las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social. No obstante,
cuando los contratos se adjudiquen por órganos de contratación que pertenezcan al sector de la defensa,
este umbral solo se aplicará respecto de los contratos de suministro que tengan por objeto los productos
enumerados en el anexo II.
b) 216.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro distintos, por razón del sujeto contratante o
por razón de su objeto, de los contemplados en la letra anterior.

2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos que se
adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida el suministro iguale o
supere las cantidades indicadas en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la regulación armonizada a
la adjudicación de cada lote. No obstante, los órganos de contratación podrán exceptuar de estas normas a los
lotes cuyo valor estimado sea inferior a 80.000 euros, siempre que el importe acumulado de los lotes
exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de los mismos.
Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.c) y b) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.b) y c) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 22. Contratos de servicios sujetos a una regulación armonizada: umbral.
1. Están sujetos a regulación armonizada los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a
las siguientes cantidades:

a) 140.000 euros, cuando los contratos hayan de ser adjudicados por la Administración General del Estado,
sus Organismos Autónomos, o las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social.
b) 216.000 euros, cuando los contratos hayan de adjudicarse por entidades del sector público distintas a la
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos o las Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social.
c) 750.000 euros, cuando se trate de contratos que tengan por objeto los servicios sociales y otros servicios
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específicos enumerados en el anexo IV.
2. En el supuesto previsto en el artículo 101.12 relativo al cálculo del valor estimado en los contratos que se
adjudiquen por lotes separados, cuando el valor acumulado de los lotes en que se divida la contratación de
servicios iguale o supere los importes indicados en el apartado anterior, se aplicarán las normas de la
regulación armonizada a la adjudicación de cada lote. No obstante, los órganos de contratación podrán
exceptuar de estas normas a los lotes cuyo valor estimado sea inferior a 80.000 euros, siempre que el importe
acumulado de los lotes exceptuados no sobrepase el 20 por 100 del valor acumulado de la totalidad de los
mismos.
Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.b) y a) por el art. único.1.b) y c) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.b) y c) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Artículo 23. Contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada.
1. Son contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada los contratos de obras y los contratos de
servicios definidos conforme a lo previsto en los artículos 13 y 17, respectivamente, que sean subvencionados,
de forma directa y en más de un 50 por 100 de su importe, por entidades que tengan la consideración de
poderes adjudicadores, siempre que pertenezcan a alguna de las categorías siguientes:

a) Contratos de obras que tengan por objeto actividades de ingeniería civil de la sección F, división 45,
grupo 45.2 de la Nomenclatura General de Actividades Económicas de las Comunidades Europeas (NACE), o
la construcción de hospitales, centros deportivos, recreativos o de ocio, edificios escolares o universitarios
y edificios de uso administrativo, siempre que su valor estimado sea igual o superior a 5.404.000 euros.
b) Contratos de servicios vinculados a un contrato de obras de los definidos en la letra a), cuyo valor
estimado sea igual o superior a 216.000 euros.

2. Las normas previstas para los contratos subvencionados se aplicarán a aquellos celebrados por particulares
o por entidades del sector público que no tengan la consideración de poderes adjudicadores, en conjunción,
en este último caso, con las establecidas en el Título II del Libro Tercero de esta Ley. Cuando el contrato
subvencionado se adjudique por entidades del sector público que tengan la consideración de poder
adjudicador, se aplicarán las normas de contratación previstas para estas entidades, de acuerdo con su
naturaleza, salvo la relativa a la determinación de la competencia para resolver el recurso especial en materia
de contratación y para adoptar medidas cautelares en el procedimiento de adjudicación, que se regirá, en todo
caso, por la regla establecida en el apartado 2 del artículo 47.
Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-26605

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HFP/1352/2023, de 15 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25764

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1.a) y b) de la Orden HFP/1499/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21885

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. único.1 de la Orden HAC/1272/2019, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-18748

Se modifica el apartado 1.a) y b) por el art. 2.a) y b) de la Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-15717

Sección 3.ª Contratos administrativos y contratos privados

Artículo 24. Régimen jurídico aplicable a los contratos del sector público.
Los contratos del sector público podrán estar sometidos a un régimen jurídico de derecho administrativo o de
derecho privado.

Artículo 25. Contratos administrativos.
1. Tendrán carácter administrativo los contratos siguientes, siempre que se celebren por una Administración
Pública:

a) Los contratos de obra, concesión de obra, concesión de servicios, suministro y servicios. No obstante,
tendrán carácter privado los siguientes contratos:
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1.º Los contratos de servicios que tengan por objeto servicios financieros con número de referencia CPV
de 66100000-1 a 66720000-3 y los que tengan por objeto la creación e interpretación artística y literaria y
los de espectáculos con número de referencia CPV de 79995000-5 a 79995200-7, y de 92000000-1 a
92700000-8, excepto 92230000-2, 92231000-9 y 92232000-6.
2.º Aquellos cuyo objeto sea la suscripción a revistas, publicaciones periódicas y bases de datos.

b) Los contratos declarados así expresamente por una Ley, y aquellos otros de objeto distinto a los
expresados en la letra anterior, pero que tengan naturaleza administrativa especial por estar vinculados al
giro o tráfico específico de la Administración contratante o por satisfacer de forma directa o inmediata una
finalidad pública de la específica competencia de aquella.

2. Los contratos administrativos se regirán, en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos, modificación y
extinción, por esta Ley y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se aplicarán las restantes normas de
derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado. No obstante, a los contratos
administrativos especiales a que se refiere la letra b) del apartado anterior les serán de aplicación, en primer
término, sus normas específicas.

Artículo 26. Contratos privados.
1. Tendrán la consideración de contratos privados:

a) Los que celebren las Administraciones Públicas cuyo objeto sea distinto de los referidos en las letras a) y
b) del apartado primero del artículo anterior.
b) Los celebrados por entidades del sector público que siendo poder adjudicador no reúnan la condición de
Administraciones Públicas.
c) Los celebrados por entidades del sector público que no reúnan la condición de poder adjudicador.

2. Los contratos privados que celebren las Administraciones Públicas se regirán, en cuanto a su preparación y
adjudicación, en defecto de normas específicas, por las Secciones 1.ª y 2.ª del Capítulo I del Título I del Libro
Segundo de la presente Ley con carácter general, y por sus disposiciones de desarrollo, aplicándose
supletoriamente las restantes normas de derecho administrativo o, en su caso, las normas de derecho privado,
según corresponda por razón del sujeto o entidad contratante. En lo que respecta a su efectos, modificación y
extinción, estos contratos se regirán por el derecho privado. No obstante lo establecido en el párrafo anterior,
a los contratos mencionados en los números 1.º y 2.º de la letra a) del apartado primero del artículo anterior,
les resultarán de aplicación, además del Libro Primero de la presente Ley, el Libro Segundo de la misma en
cuanto a su preparación y adjudicación. En cuanto a sus efectos y extinción les serán aplicables las normas de
derecho privado, salvo lo establecido en los artículos de esta Ley relativos a las condiciones especiales de
ejecución, modificación, cesión, subcontratación y resolución de los contratos, que les serán de aplicación
cuando el contrato esté sujeto a regulación armonizada.
3. Los contratos privados que celebren los poderes adjudicadores que no pertenezcan a la categoría de
Administraciones Públicas mencionados en la letra b) del apartado primero del presente artículo, cuyo objeto
esté comprendido en el ámbito de la presente Ley, se regirán por lo dispuesto en el Título I del Libro Tercero
de la misma, en cuanto a su preparación y adjudicación. En cuanto a sus efectos y extinción les serán
aplicables las normas de derecho privado, y aquellas normas a las que se refiere el párrafo primero del artículo
319 en materia medioambiental, social o laboral, de condiciones especiales de ejecución, de modificación del
contrato, de cesión y subcontratación, de racionalización técnica de la contratación; y la causa de resolución
del contrato referida a la imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados,
cuando no sea posible modificar el contrato conforme a los artículos 204 y 205.
4. Los contratos que celebren las Entidades del Sector Público que no posean la condición de poder
adjudicador, se regirán por lo dispuesto en los artículos 321 y 322. En lo que se refiere a sus efectos,
modificación y extinción se regularán por las normas de derecho privado que les resulten de aplicación.

Artículo 27. Jurisdicción competente.
1. Serán competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo las siguientes cuestiones:
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a) Las relativas a la preparación, adjudicación, efectos, modificación y extinción de los contratos
administrativos.
b) Las que se susciten en relación con la preparación y adjudicación de los contratos privados de las
Administraciones Públicas. Adicionalmente, respecto de los contratos referidos en los números 1.º y 2.º de
la letra a) del apartado primero del artículo 25 de la presente Ley que estén sujetos a regulación
armonizada, las impugnaciones de las modificaciones basadas en el incumplimiento de lo establecido en
los artículos 204 y 205 de la presente Ley, por entender que la modificación debió ser objeto de una nueva
adjudicación.
c) Las referidas a la preparación, adjudicación y modificaciones contractuales, cuando la impugnación de
estas últimas se base en el incumplimiento de lo establecido en los artículos 204 y 205 de la presente Ley,
cuando se entienda que dicha modificación debió ser objeto de una nueva adjudicación de los contratos
celebrados por los poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administración Pública.
d) Las relativas a la preparación y adjudicación de los contratos de entidades del sector público que no
tengan el carácter de poderes adjudicadores.
e) Los recursos interpuestos contra las resoluciones que se dicten por los órganos administrativos de
resolución de los recursos previstos en el artículo 44 de esta Ley, así como en el artículo 321.5.
f) Las cuestiones que se susciten en relación con la preparación, adjudicación y modificación de los
contratos subvencionados a que se refiere el artículo 23 de la presente Ley.

2. El orden jurisdiccional civil será el competente para resolver:
a) Las controversias que se susciten entre las partes en relación con los efectos y extinción de los contratos
privados de las entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores, sean o no
Administraciones Públicas, con excepción de las modificaciones contractuales citadas en las letras b) y c)
del apartado anterior.
b) De las cuestiones referidas a efectos y extinción de los contratos que celebren las entidades del sector
público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores.
c) El conocimiento de las cuestiones litigiosas relativas a la financiación privada del contrato de concesión
de obra pública o de concesión de servicios, salvo en lo relativo a las actuaciones en ejercicio de las
obligaciones y potestades administrativas que, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley, se atribuyen a la
Administración concedente, y en las que será competente el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 41

1. ¿Cómo calificaría la contratación artística única de un espectáculo público y gratuito con motivo de la 
quema del Dios Momo?

A) Contrato de servicio de naturaleza privada según artículos 17 y 25.1.a). 1º de la LCSP.

B) Contrato de servicios según artículo 17 de la LCSP.

C) Contrato privado de conformidad con el artículo 26 de la LCSP.

D) Contrato mixto de conformidad con el artículo 18 de la LCSP.
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2. Señala la opción correcta. Con carácter general, los contratos privados que celebren las Administraciones 
Públicas se regirán:

A) En cuanto a su preparación y adjudicación, únicamente por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público

B) En lo que respecta a sus efectos, modificación y extinción, estos contratos se regirán por el derecho 
administrativo

C) En cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas específicas, por las normas de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Tendrán la consideración de contratos privados:

A) Los contratos de servicios que tengan por objeto servicios financieros

B) Los contratos declarados así expresamente por una Ley por estar vinculados al giro o tráfico específico de la 
Administración

C) Las dos respuestas son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. El Ayuntamiento tiene necesidad de licitar un contrato para una póliza de crédito a corto plazo (póliza de 
tesorería), ¿ante qué tipo de contrato nos encontramos?

A) Es un contrato de prestación de servicios.

B) Es un contrato de gestión de servicios.

C) Es un contrato privado.

D) Es un contrato de suministro.

5. Un contrato de suministro celebrado por un Organismo autónomo:

A) Tiene carácter de contrato administrativo, de acuerdo con la Ley de Contratos del Sector Público.

B) Se considera un contrato privado en todo caso, de acuerdo con la normativa vigente.

C) Puede ser celebrado de manera verbal, siempre que cuente con certificado de existencia de crédito y la 
fiscalización previa de la intervención.

D) No se considera un contrato del sector público.

6. Según el artículo 25 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE 
y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, tendrán carácter administrativo, siempre que los suscriba una 
Administración pública, los contratos siguientes:

A) Los contratos de obra, suscripción a revistas y suministros.

B) Aquellos cuyo objeto sea la suscripción a publicaciones periódicas y bases de datos.

C) Los contratos de obra, concesión de obra, concesión de servicios, suministros y servicios.

D) Los suscritos por entidades del sector público que, siendo poder adjudicador, no reúnan la condición de 
Administraciones Públicas.

7. Según la LCSP, tienen la consideración de contratos administrativos:

A) Todos los contratos celebrados por las Administraciones Públicas.

B) Únicamente los contratos de obras y concesión de obras.

C) Los contratos típicos enumerados en la ley y los declarados expresamente como tales.

D) Los contratos sujetos a regulación armonizada exclusivamente.
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8. Según el artículo 25 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, tendrán carácter 
de administrativos los siguientes contratos, señale la opción correcta:

A) Los contratos de obra, concesión de obra, concesión de servicios, suministro y servicios, así como los 
financieros y los que tenga por objeto la creación e interpretación artística literaria y los espectáculos 
celebrados por una administración pública.

B) Los contratos de obra, concesión de obra, concesión de servicios, suministro y servicios, así como la 
suscripción a revistas, publicaciones periódicas y bases de datos celebrados por una administración pública.

C) Los contratos de obra, concesión de obra, concesión de servicios, suministro y servicios celebrados por una 
administración pública.

D) Los contratos celebrados por entidades del sector público que siendo poder adjudicador no reúnan la 
condición de administraciones públicas.

9. ¿Cuál es el orden jurisdiccional competente para las cuestiones relacionadas con la preparación y 
adjudicación de los contratos privados de las Administraciones Públicas, de acuerdo con el artículo 27 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público?

A) Orden jurisdiccional social.

B) Orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

C) Orden jurisdiccional civil.

D) Orden jurisdiccional penal.

10. De acuerdo con la Ley 9/2017, ¿cuál de los siguientes enunciados es correcto en relación con la 
calificación de los contratos del sector público?

A) Tendrán la consideración de contratos administrativos todos aquellos celebrados por una administración 
pública, con independencia de su objeto, siempre que estén sujetos al derecho administrativo.

B) Los contratos de servicios, suministro y obras tendrán siempre la consideración de contratos administrativos, 
mientras que los contratos privados solo pueden ser celebrados por entidades del sector público que no tengan 
la consideración de administración pública.

C) Los contratos celebrados por las administraciones públicas tendrán la consideración de contratos privados 
cuando su objeto no esté directamente relacionado con una finalidad pública, con independencia de su 
tipología.

D) Tendrán consideración de contratos administrativos los de obra, concesión de obra, concesión de servicios, 
suministro y servicios celebrados por una AP, así como otros de naturaleza administrativa especial por estar 
vinculados al giro o tráfico específico de la AP contratante.

SOLUCIONES 1 A · 2 C · 3 A · 4 C · 5 A · 6 C · 7 C · 8 C · 9 B · 10 D

Te quedan 24 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 41, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 42

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (III): 
Capacidad y solvencia del empresario: Exigencia de solvencia. 

Integración de la solvencia con medios externos. Concreción de las 
condiciones de solvencia. Exigencia y efectos de la clasificación. 

Medios de acreditar la solvencia. Solvencia técnica de los contratos de 
obras.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 74 a 77 · art. 86 · art. 88 — 6 incluidos

LIBRO PRIMERO Configuración general de la contratación del sector público y elementos estructur

TÍTULO II Partes en el contrato

CAPÍTULO II Capacidad y solvencia del empresario

Sección 1.ª Aptitud para contratar con el sector público

Artículo 74. Exigencia de solvencia.
1. Para celebrar contratos con el sector público los empresarios deberán acreditar estar en posesión de las
condiciones mínimas de solvencia económica y financiera y profesional o técnica que se determinen por el
órgano de contratación. Este requisito será sustituido por el de la clasificación, cuando esta sea exigible
conforme a lo dispuesto en esta Ley.
2. Los requisitos mínimos de solvencia que deba reunir el empresario y la documentación requerida para
acreditar los mismos se indicarán en el anuncio de licitación y se especificarán en el pliego del contrato,
debiendo estar vinculados a su objeto y ser proporcionales al mismo.

Artículo 75. Integración de la solvencia con medios externos.
1. Para acreditar la solvencia necesaria para celebrar un contrato determinado, el empresario podrá basarse
en la solvencia y medios de otras entidades, independientemente de la naturaleza jurídica de los vínculos que
tenga con ellas, siempre que demuestre que durante toda la duración de la ejecución del contrato dispondrá
efectivamente de esa solvencia y medios, y la entidad a la que recurra no esté incursa en una prohibición de
contratar. En las mismas condiciones, los empresarios que concurran agrupados en las uniones temporales a
que se refiere el artículo 69, podrán recurrir a las capacidades de entidades ajenas a la unión temporal. No
obstante, con respecto a los criterios relativos a los títulos de estudios y profesionales que se indican en el
artículo 90.1.e), o a la experiencia profesional pertinente, las empresas únicamente podrán recurrir a las
capacidades de otras entidades si estas van a ejecutar las obras o prestar servicios para los cuales son
necesarias dichas capacidades.
2. Cuando una empresa desee recurrir a las capacidades de otras entidades, demostrará al poder adjudicador
que va a disponer de los recursos necesarios mediante la presentación a tal efecto del compromiso por escrito
de dichas entidades. El compromiso a que se refiere el párrafo anterior se presentará por el licitador que
hubiera presentado la mejor oferta de conformidad con lo dispuesto en el artículo 145, previo requerimiento
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cumplimentado de conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 150, sin perjuicio de lo
establecido en el apartado 3 del artículo 140.
3. Cuando una empresa recurra a las capacidades de otras entidades en lo que respecta a los criterios relativos
a la solvencia económica y financiera, el poder adjudicador podrá exigir formas de responsabilidad conjunta
entre aquella entidad y las otras en la ejecución del contrato, incluso con carácter solidario.
4. En el caso de los contratos de obras, los contratos de servicios, o los servicios o trabajos de colocación o
instalación en el contexto de un contrato de suministro, los poderes adjudicadores podrán exigir que
determinadas partes o trabajos, en atención a su especial naturaleza, sean ejecutadas directamente por el
propio licitador o, en el caso de una oferta presentada por una unión de empresarios, por un participante en la
misma, siempre que así se haya previsto en el correspondiente pliego con indicación de los trabajos a los que
se refiera.

Artículo 76. Concreción de las condiciones de solvencia.
1. En los contratos de obras, de servicios, concesión de obras y concesión de servicios, así como en los
contratos de suministro que incluyan servicios o trabajos de colocación e instalación, podrá exigirse a las
personas jurídicas que especifiquen, en la oferta o en la solicitud de participación, los nombres y la
cualificación profesional del personal responsable de ejecutar la prestación.
2. Los órganos de contratación podrán exigir a los candidatos o licitadores, haciéndolo constar en los pliegos,
que además de acreditar su solvencia o, en su caso, clasificación, se comprometan a dedicar o adscribir a la
ejecución del contrato los medios personales o materiales suficientes para ello. Estos compromisos se
integrarán en el contrato, debiendo los pliegos o el documento contractual, atribuirles el carácter de
obligaciones esenciales a los efectos previstos en el artículo 211, o establecer penalidades, conforme a lo
señalado en el artículo 192.2 para el caso de que se incumplan por el adjudicatario. En el caso de contratos que
atendida su complejidad técnica sea determinante la concreción de los medios personales o materiales
necesarios para la ejecución del contrato, los órganos contratación exigirán el compromiso a que se refiere el
párrafo anterior.
3. La adscripción de los medios personales o materiales como requisitos de solvencia adicionales a la
clasificación del contratista deberá ser razonable, justificada y proporcional a la entidad y características del
contrato, de forma que no limite la participación de las empresas en la licitación.

Artículo 77. Exigencia y efectos de la clasificación.
1. La clasificación de los empresarios como contratistas de obras o como contratistas de servicios de los
poderes adjudicadores será exigible y surtirá efectos para la acreditación de su solvencia para contratar en los
siguientes casos y términos:

a) Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros será requisito
indispensable que el empresario se encuentre debidamente clasificado como contratista de obras de los
poderes adjudicadores. Para dichos contratos, la clasificación del empresario en el grupo o subgrupo que
en función del objeto del contrato corresponda, con categoría igual o superior a la exigida para el contrato,
acreditará sus condiciones de solvencia para contratar. Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea
inferior a 500.000 euros la clasificación del empresario en el grupo o subgrupo que en función del objeto
del contrato corresponda, y que será recogido en los pliegos del contrato, acreditará su solvencia
económica y financiera y solvencia técnica para contratar. En tales casos, el empresario podrá acreditar su
solvencia indistintamente mediante su clasificación como contratista de obras en el grupo o subgrupo de
clasificación correspondiente al contrato o bien acreditando el cumplimiento de los requisitos específicos
de solvencia exigidos en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y
detallados en los pliegos del contrato. Si los pliegos no concretaran los requisitos de solvencia económica y
financiera o los requisitos de solvencia técnica o profesional, la acreditación de la solvencia se efectuará
conforme a los criterios, requisitos y medios recogidos en el segundo inciso del apartado 3 del artículo 87,
que tendrán carácter supletorio de lo que al respecto de los mismos haya sido omitido o no concretado en
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los pliegos.
b) Para los contratos de servicios no será exigible la clasificación del empresario. En el anuncio de
licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato se establecerán
los criterios y requisitos mínimos de solvencia económica y financiera y de solvencia técnica o profesional
tanto en los términos establecidos en los artículos 87 y 90 de la Ley como en términos de grupo o subgrupo
de clasificación y de categoría mínima exigible, siempre que el objeto del contrato esté incluido en el
ámbito de clasificación de alguno de los grupos o subgrupos de clasificación vigentes, atendiendo para ello
al código CPV del contrato, según el Vocabulario común de contratos públicos aprobado por Reglamento
(CE) 2195/2002, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de noviembre de 2002. En tales casos, el
empresario podrá acreditar su solvencia indistintamente mediante su clasificación en el grupo o subgrupo
de clasificación y categoría de clasificación correspondientes al contrato o bien acreditando el
cumplimiento de los requisitos específicos de solvencia exigidos en el anuncio de licitación o en la
invitación a participar en el procedimiento y detallados en los pliegos del contrato. Si los pliegos no
concretaran los requisitos de solvencia económica y financiera o los requisitos de solvencia técnica o
profesional, la acreditación de la solvencia se efectuará conforme a los criterios, requisitos y medios
recogidos en el segundo inciso del apartado 3 del artículo 87, que tendrán carácter supletorio de lo que al
respecto de los mismos haya sido omitido o no concretado en los pliegos.
c) La clasificación no será exigible para los demás tipos de contratos. Para dichos contratos, los requisitos
específicos de solvencia exigidos se indicarán en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el
procedimiento y se detallarán en los pliegos del contrato.

2. La clasificación será exigible igualmente al cesionario de un contrato en el caso en que hubiese sido
requerida al cedente.
3. Por Real Decreto podrá exceptuarse la necesidad de clasificación para determinados tipos de contratos de
obras en los que este requisito sea exigible, debiendo motivarse dicha excepción en las circunstancias
especiales y excepcionales concurrentes en los mismos.
4. Cuando no haya concurrido ninguna empresa clasificada en un procedimiento de adjudicación de un
contrato para el que se requiera clasificación, el órgano de contratación podrá excluir la necesidad de cumplir
este requisito en el siguiente procedimiento que se convoque para la adjudicación del mismo contrato,
siempre y cuando no se alteren sus condiciones, precisando en el pliego de cláusulas y en el anuncio, en su
caso, los medios de acreditación de la solvencia que deban ser utilizados de entre los especificados en los
artículos 87 y 88.
5. Las entidades del sector público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores podrán acordar la
aplicación del régimen dispuesto en el apartado 1 de este artículo.

Sección 2.ª Acreditación de la aptitud para contratar

Artículo 86. Medios de acreditar la solvencia.
1. La solvencia económica y financiera y técnica o profesional para un contrato se acreditará mediante la
aportación de los documentos que se determinen por el órgano de contratación de entre los previstos en los
artículos 87 a 91 de la presente Ley. Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo siguiente, para los contratos
que no estén sujetos a regulación armonizada el órgano de contratación, además de los documentos a los que
se refiere el párrafo primero, podrá admitir de forma justificada otros medios de prueba de la solvencia
distintos de los previstos en los artículos 87 a 91. Cuando por una razón válida, el operador económico no esté
en condiciones de presentar las referencias solicitadas por el órgano de contratación, se le autorizará a
acreditar su solvencia económica y financiera por medio de cualquier otro documento que el poder
adjudicador considere apropiado.
2. La solvencia económica y financiera y técnica o profesional para la clasificación de empresas se acreditará
mediante la aportación de los documentos reglamentariamente establecidos de entre los previstos en los
artículos 87 a 91 de la presente Ley. La clasificación del empresario acreditará su solvencia para la celebración
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de contratos del mismo tipo e importe que aquellos para los que se haya obtenido y para cuya celebración no
se exija estar en posesión de la misma.
3. En los contratos de concesión de obras y concesiones de servicios en los que puedan identificarse sucesivas
fases en su ejecución que requieran medios y capacidades distintas, los pliegos podrán diferenciar requisitos
de solvencia, distintos para las sucesivas fases del contrato, pudiendo los licitadores acreditar dicha solvencia
con anterioridad al inicio de la ejecución de cada una de las fases. En el caso de aquellos empresarios que
acogiéndose a la posibilidad prevista en el párrafo anterior, no acreditaran su solvencia antes del inicio de la
ejecución de la correspondiente fase, se resolverá el contrato por causas imputables al empresario.

Artículo 88. Solvencia técnica en los contratos de obras.
1. En los contratos de obras, la solvencia técnica del empresario deberá ser acreditada por uno o varios de los
medios siguientes, a elección del órgano de contratación:

a) Relación de las obras ejecutadas en el curso de los cinco últimos años, avalada por certificados de buena
ejecución; estos certificados indicarán el importe, las fechas y el lugar de ejecución de las obras y se
precisará si se realizaron según las reglas por las que se rige la profesión y se llevaron normalmente a buen
término; en su caso, dichos certificados serán comunicados directamente al órgano de contratación por la
autoridad competente. Cuando sea necesario para garantizar un nivel adecuado de competencia, los
poderes adjudicadores podrán indicar que se tendrán en cuenta las pruebas de las obras pertinentes
ejecutadas en los últimos diez años. A los efectos de clasificación de los contratistas de obras y de
asignación de categorías de clasificación, el titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública podrá fijar
mediante Orden, a propuesta de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, una relación de
subgrupos de clasificación para los que el citado periodo de diez años será de aplicación. Para la
clasificación en los subgrupos no incluidos en dicha relación solo se tendrá en cuenta la obra ejecutada
dentro de los cinco años anteriores al de inicio del procedimiento de clasificación o de revisión de
clasificación, así como la ejecutada durante dicho año. La citada relación de subgrupos de clasificación
podrá ser actualizada anualmente por Orden del titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a
propuesta de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, cuando lo exija la evolución anual de
la adjudicación de contratos de obras, de manera que se garantice un nivel suficiente de competencia en los
contratos de obras de todos los subgrupos de clasificación. A estos efectos, las obras ejecutadas por una
sociedad extranjera filial del contratista de obras tendrán la misma consideración que las directamente
ejecutadas por el propio contratista, siempre que este último ostente directa o indirectamente el control de
aquella en los términos establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio. Cuando se trate de obras
ejecutadas por una sociedad extranjera participada por el contratista sin que se cumpla dicha condición,
solo se reconocerá como experiencia atribuible al contratista la obra ejecutada por la sociedad participada
en la proporción de la participación de aquel en el capital social de esta.
b) Declaración indicando el personal técnico u organismos técnicos, estén o no integrados en la empresa,
de los que esta disponga para la ejecución de las obras acompañada de los documentos acreditativos
correspondientes cuando le sea requerido por los servicios dependientes del órgano de contratación.
c) Títulos académicos y profesionales del empresario y de los directivos de la empresa y, en particular, del
responsable o responsables de las obras así como de los técnicos encargados directamente de la misma,
siempre que no se evalúen como un criterio de adjudicación.
d) En los casos adecuados, indicación de las medidas de gestión medioambiental que el empresario podrá
aplicar al ejecutar el contrato.
e) Declaración sobre la plantilla media anual de la empresa y del número de directivos durante los tres
últimos años, acompañada de la documentación justificativa correspondiente cuando le sea requerido por
los servicios dependientes del órgano de contratación.
f) Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se dispondrá para la ejecución
de las obras, a la que se adjuntará la documentación acreditativa pertinente cuando le sea requerido por los
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servicios dependientes del órgano de contratación.
2. En los contratos cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros, cuando el contratista sea una empresa de
nueva creación, entendiendo por tal aquella que tenga una antigüedad inferior a cinco años, su solvencia
técnica se acreditará por uno o varios de los medios a que se refieren las letras b) a f) anteriores, sin que en
ningún caso sea aplicable lo establecido en la letra a), relativo a la ejecución de un número determinado de
obras.
3. En el anuncio de licitación o invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato se
especificarán los medios, de entre los recogidos en este artículo, admitidos para la acreditación de la solvencia
técnica de los empresarios que opten a la adjudicación del contrato, con indicación expresa, en su caso, de los
valores mínimos exigidos para cada uno de ellos. En su defecto, y para cuando no sea exigible la clasificación,
la acreditación de la solvencia técnica se efectuará mediante la relación de obras ejecutadas en los últimos
cinco años, o en los últimos diez años si pertenecen a alguno de los subgrupos incluidos en la relación a la que
se refiere el apartado 1.a, que sean del mismo grupo o subgrupo de clasificación que el correspondiente al
contrato, o del grupo o subgrupo más relevante para el contrato si este incluye trabajos correspondientes a
distintos subgrupos, cuyo importe anual acumulado en el año de mayor ejecución sea igual o superior al 70
por ciento de la anualidad media del contrato.
Se modifica la letra a) del apartado 1 y el apartado 3 por la disposición final 27.5 y 6 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-
A-2022-22128#df-27

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 42

1. Se exige la clasificación del contratista:

A) Contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 100.000 euros.

B) Contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 400.000 euros.

C) En los contratos de servicios no es exigible la clasificación del contratista.

D) Contratos de suministro cuyo valor estimado sea igual o superior a 50.000 euros.

2. ¿A partir de qué cantidad es requisito que el empresario disponga de clasificación en los contratos de obras?

A) 100.000 €

B) 350.000 €

C) 250.000 €

D) 500.000 €

3. El artículo 74.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/
UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, establece que:

A) Los requisitos mínimos de solvencia que deba de reunir el empresario y la documentación requerida para 
acreditar los mismos se indicarán en el anuncio de licitación y se especificarán en el pliego del contrato, 
debiendo estar vinculados al objeto y ser proporcionales al mismo.

B) Los requisitos mínimos de solvencia solo se indicarán en el anuncio de licitación y se especificarán en el 
pliego del contrato, siendo esta documentación solo exigible al licitador propuesto como adjudicatario.

C) Los requisitos mínimos de solvencia deberán estar vinculados al presupuesto base de licitación y ser 
proporcionales a este, debiendo indicarse y especificarse únicamente en el pliego del contrato.

D) Los requisitos mínimos de solvencia deberán ser adecuados y proporcionales al precio final ofertado, y la 
documentación requerida para acreditarlos se establecerá por vía reglamentaria.
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4. Según lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, indique para qué 
tipo de contratos es requisito indispensable que el empresario se encuentre debidamente clasificado:

A) Contratos de suministros cuyo valor estimado sea inferior a 200.000 euros.

B) Contratos de obras cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros.

C) Contratos de suministros cuyo valor estimado sea igual o superior a 300.000 euros.

D) Contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros.

5. De conformidad con el artículo 77 de la Ley 9/2017, del 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, la 
clasificación del contratista será exigible:

A) Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros.

B) Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea superior a 500.000 euros.

C) Para los contratos de obras cuyo presupuesto base de licitación sea superior a 500.000 euros.

D) Para los contratos de obras cuyo presupuesto base de licitación sea igual o superior a 500.000 euros.

6. Según el artículo 88, de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/
UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en los contratos de obras, la solvencia técnica del empresario 
deberá ser acreditada por uno o varios de los medios siguientes, a elección del órgano de contratación:

A) Relación de las obras ejecutadas en el curso de los tres últimos años, avalada por certificados de buena 
ejecución; estos certificados indicarán el importe, las fechas y el lugar de ejecución de las obras y se precisará si 
se realizaron según las reglas por las que se rige la profesión y se llevaron normalmente a buen término; en su 
caso, dichos certificados serán comunicados directamente al órgano de contratación por la autoridad 
competente.

B) Declaración indicando la maquinaria, material y equipo técnico del que se dispondrá para la ejecución de las 
obras, a la que se adjuntará la documentación acreditativa pertinente cuando le sea requerido por los servicios 
dependientes del órgano de contratación.

C) Declaración indicando el personal técnico u organismos técnicos, integrados en todo caso en la empresa, de 
los que esta disponga para la ejecución de las obras acompañada de los documentos acreditativos 
correspondientes cuando le sea requerido por los servicios dependientes del órgano de contratación.

D) Todas son correctas.

7. ¿Es obligatoria la clasificación del contratista para ser adjudicatario de un contrato de servicio de 
elaboración de proyectos técnicos?

A) Sí, al tener por objeto una prestación de carácter intelectual.

B) Sí, pero solo si el valor estimado del contrato supera los 500.000 euros.

C) No es obligatoria, aunque puede presentarse como medio de acreditación de la solvencia.

D) Sí, por tratarse de servicios especializados.

8. De acuerdo con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, la clasificación de las 
empresas sirve para acreditar:

A) El orden cuantitativo de las ofertas presentadas a una licitación.

B) El orden temporal de presentación de ofertas a una licitación.

C) La solvencia para contratar.

D) El tipo de empresa en función del número de trabajadores que tenga.
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9. De acuerdo con el artículo 77 de la LCSP, señale la respuesta correcta en relación con la clasificación de los 
empresarios como contratistas de servicios de los poderes adjudicadores:

A) Es exigible cuando el valor estimado de los contratos sea igual o superior a 500.000 euros.

B) Es exigible cuando el valor estimado de los contratos sea inferior a 500.000 euros.

C) En los contratos de servicios no es exigible la clasificación del empresario.

D) Es exigible cuando el valor estimado de los contratos sea igual o superior a 500.000 euros y no se aporten 
otros requisitos de solvencia.

10. Según el artículo 88 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en los contratos 
de obras, la solvencia técnica del empresario podrá ser acreditada a elección del órgano de contratación 
teniendo en cuenta la relación de las obras ejecutadas en el curso de:

A) Los dos últimos años.

B) Los cinco últimos años.

C) Los tres últimos años.

D) Los cuatro últimos años.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 A · 4 D · 5 A · 6 B · 7 C · 8 C · 9 C · 10 B

Te quedan 6 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 42, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 43

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (IV): 
Objeto, presupuesto base de licitación, valor estimado, precio del 

contrato y revisión.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 99 a 105 — 7 incluidos

LIBRO PRIMERO Configuración general de la contratación del sector público y elementos estructur

TÍTULO III Objeto, presupuesto base de licitación, valor estimado, precio del contrato y su rev

CAPÍTULO I Normas generales

Artículo 99. Objeto del contrato.
1. El objeto de los contratos del sector público deberá ser determinado. El mismo se podrá definir en atención
a las necesidades o funcionalidades concretas que se pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto del contrato a
una solución única. En especial, se definirán de este modo en aquellos contratos en los que se estime que
pueden incorporarse innovaciones tecnológicas, sociales o ambientales que mejoren la eficiencia y
sostenibilidad de los bienes, obras o servicios que se contraten.
2. No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la cuantía del mismo y eludir así los
requisitos de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que correspondan.
3. Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá preverse la realización independiente
de cada una de sus partes mediante su división en lotes, pudiéndose reservar lotes de conformidad con lo
dispuesto en la disposición adicional cuarta. No obstante lo anterior, el órgano de contratación podrá no
dividir en lotes el objeto del contrato cuando existan motivos válidos, que deberán justificarse debidamente en
el expediente, salvo en los casos de contratos de concesión de obras. En todo caso se considerarán motivos
válidos, a efectos de justificar la no división en lotes del objeto del contrato, los siguientes:

a) El hecho de que la división en lotes del objeto del contrato conllevase el riesgo de restringir
injustificadamente la competencia. A los efectos de aplicar este criterio, el órgano de contratación deberá
solicitar informe previo a la autoridad de defensa de la competencia correspondiente para que se
pronuncie sobre la apreciación de dicha circunstancia.
b) El hecho de que, la realización independiente de las diversas prestaciones comprendidas en el objeto del
contrato dificultara la correcta ejecución del mismo desde el punto de vista técnico; o bien que el riesgo
para la correcta ejecución del contrato proceda de la naturaleza del objeto del mismo, al implicar la
necesidad de coordinar la ejecución de las diferentes prestaciones, cuestión que podría verse
imposibilitada por su división en lotes y ejecución por una pluralidad de contratistas diferentes. Ambos
extremos deberán ser, en su caso, justificados debidamente en el expediente.

4. Cuando el órgano de contratación proceda a la división en lotes del objeto del contrato, este podrá introducir
las siguientes limitaciones, justificándolas debidamente en el expediente:

a) Podrá limitar el número de lotes para los que un mismo candidato o licitador puede presentar oferta.
b) También podrá limitar el número de lotes que pueden adjudicarse a cada licitador. Cuando el órgano de
contratación considere oportuno introducir alguna de las dos limitaciones a que se refieren las letras a) y b)
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anteriores, así deberá indicarlo expresamente en el anuncio de licitación y en el pliego de cláusulas
administrativas particulares. Cuando se introduzca la limitación a que se refiere la letra b) anterior, además
deberán incluirse en los pliegos de cláusulas administrativas particulares los criterios o normas que se
aplicarán cuando, como consecuencia de la aplicación de los criterios de adjudicación, un licitador pueda
resultar adjudicatario de un número de lotes que exceda el máximo indicado en el anuncio y en el pliego.
Estos criterios o normas en todo caso deberán ser objetivos y no discriminatorios. Salvo lo que disponga el
pliego de cláusulas administrativas particulares, a efectos de las limitaciones previstas en las letras a) y b)
anteriores, en las uniones de empresarios serán estas y no sus componentes las consideradas candidato o
licitador. Podrá reservar alguno o algunos de los lotes para Centros Especiales de Empleo o para empresas
de inserción, o un porcentaje mínimo de reserva de la ejecución de estos contratos en el marco de
programas de empleo protegido, de conformidad con lo dispuesto en la Disposición adicional cuarta.
Igualmente se podrán reservar lotes a favor de las entidades a que se refiere la Disposición adicional
cuadragésima octava, en las condiciones establecidas en la citada disposición.

5. Cuando el órgano de contratación hubiera decidido proceder a la división en lotes del objeto del contrato y,
además, permitir que pueda adjudicarse más de un lote al mismo licitador, aquel podrá adjudicar a una oferta
integradora, siempre y cuando se cumplan todos y cada uno de los requisitos siguientes:

a) Que esta posibilidad se hubiere establecido en el pliego que rija el contrato y se recoja en el anuncio de
licitación. Dicha previsión deberá concretar la combinación o combinaciones que se admitirá, en su caso,
así como la solvencia y capacidad exigida en cada una de ellas.
b) Que se trate de supuestos en que existan varios criterios de adjudicación.
c) Que previamente se lleve a cabo una evaluación comparativa para determinar si las ofertas presentadas
por un licitador concreto para una combinación particular de lotes cumpliría mejor, en conjunto, los
criterios de adjudicación establecidos en el pliego con respecto a dichos lotes, que las ofertas presentadas
para los lotes separados de que se trate, considerados aisladamente.
d) Que los empresarios acrediten la solvencia económica, financiera y técnica correspondiente, o, en su
caso, la clasificación, al conjunto de lotes por los que licite.

6. Cuando se proceda a la división en lotes, las normas procedimentales y de publicidad que deben aplicarse
en la adjudicación de cada lote o prestación diferenciada se determinarán en función del valor acumulado del
conjunto, calculado según lo establecido en el artículo 101, salvo que se dé alguna de las excepciones a que se
refieren los artículos 20.2, 21.2 y 22.2.
7. En los contratos adjudicados por lotes, y salvo que se establezca otra previsión en el pliego que rija el
contrato, cada lote constituirá un contrato, salvo en casos en que se presenten ofertas integradoras, en los que
todas las ofertas constituirán un contrato.

Artículo 100. Presupuesto base de licitación.
1. A los efectos de esta Ley, por presupuesto base de licitación se entenderá el límite máximo de gasto que en
virtud del contrato puede comprometer el órgano de contratación, incluido el Impuesto sobre el Valor
Añadido, salvo disposición en contrario.
2. En el momento de elaborarlo, los órganos de contratación cuidarán de que el presupuesto base de licitación
sea adecuado a los precios del mercado. A tal efecto, el presupuesto base de licitación se desglosará indicando
en el pliego de cláusulas administrativas particulares o documento regulador de la licitación los costes directos
e indirectos y otros eventuales gastos calculados para su determinación. En los contratos en que el coste de los
salarios de las personas empleadas para su ejecución formen parte del precio total del contrato, el presupuesto
base de licitación indicará de forma desglosada y con desagregación de género y categoría profesional los
costes salariales estimados a partir del convenio laboral de referencia.
3. Con carácter previo a la tramitación de un acuerdo marco o de un sistema dinámico de adquisición no será
necesario que se apruebe un presupuesto base de licitación.

Artículo 101. Valor estimado.
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1. A todos los efectos previstos en esta Ley, el valor estimado de los contratos será determinado como sigue:
a) En el caso de los contratos de obras, suministros y servicios, el órgano de contratación tomará el importe
total, sin incluir el Impuesto sobre el Valor Añadido, pagadero según sus estimaciones.
b) En el caso de los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios, el órgano de contratación
tomará el importe neto de la cifra de negocios, sin incluir el Impuesto sobre el Valor Añadido, que según
sus estimaciones, generará la empresa concesionaria durante la ejecución del mismo como
contraprestación por las obras y los servicios objeto del contrato, así como de los suministros relacionados
con estas obras y servicios.

2. En el cálculo del valor estimado deberán tenerse en cuenta, como mínimo, además de los costes derivados
de la aplicación de las normativas laborales vigentes, otros costes que se deriven de la ejecución material de
los servicios, los gastos generales de estructura y el beneficio industrial. Asimismo deberán tenerse en cuenta:

a) Cualquier forma de opción eventual y las eventuales prórrogas del contrato.
b) Cuando se haya previsto abonar primas o efectuar pagos a los candidatos o licitadores, la cuantía de los
mismos.
c) En el caso de que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 204, se haya previsto en el pliego de
cláusulas administrativas particulares o en el anuncio de licitación la posibilidad de que el contrato sea
modificado, se considerará valor estimado del contrato el importe máximo que este pueda alcanzar,
teniendo en cuenta la totalidad de las modificaciones al alza previstas. En los contratos de servicios y de
concesión de servicios en los que sea relevante la mano de obra, en la aplicación de la normativa laboral
vigente a que se refiere el párrafo anterior se tendrán especialmente en cuenta los costes laborales
derivados de los convenios colectivos sectoriales de aplicación.

3. Adicionalmente a lo previsto en el apartado anterior, en el cálculo del valor estimado de los contratos de
concesión de obras y de concesión de servicios se tendrán en cuenta, cuando proceda, los siguientes
conceptos:

a) La renta procedente del pago de tasas y multas por los usuarios de las obras o servicios, distintas de las
recaudadas en nombre del poder adjudicador.
b) Los pagos o ventajas financieras, cualquiera que sea su forma, concedidos al concesionario por el poder
adjudicador o por cualquier otra autoridad pública, incluida la compensación por el cumplimiento de una
obligación de servicio público y subvenciones a la inversión pública.
c) El valor de los subsidios o ventajas financieras, cualquiera que sea su forma, procedentes de terceros a
cambio de la ejecución de la concesión.
d) El precio de la venta de cualquier activo que forme parte de la concesión.
e) El valor de todos los suministros y servicios que el poder adjudicador ponga a disposición del
concesionario, siempre que sean necesarios para la ejecución de las obras o la prestación de servicios.

4. La elección del método para calcular el valor estimado no podrá efectuarse con la intención de sustraer el
contrato a la aplicación de las normas de adjudicación que correspondan.
5. El método de cálculo aplicado por el órgano de contratación para calcular el valor estimado en todo caso
deberá figurar en los pliegos de cláusulas administrativas particulares.
6. Cuando un órgano de contratación esté compuesto por unidades funcionales separadas, se tendrá en cuenta
el valor total estimado para todas las unidades funcionales individuales. No obstante lo anterior, cuando una
unidad funcional separada sea responsable de manera autónoma respecto de su contratación o de
determinadas categorías de ella, los valores pueden estimarse al nivel de la unidad de que se trate. En todo
caso, se entenderá que se da la circunstancia aludida en el párrafo anterior cuando dicha unidad funcional
separada cuente con financiación específica y con competencias respecto a la adjudicación del contrato.
7. La estimación deberá hacerse teniendo en cuenta los precios habituales en el mercado, y estar referida al
momento del envío del anuncio de licitación o, en caso de que no se requiera un anuncio de este tipo, al
momento en que el órgano de contratación inicie el procedimiento de adjudicación del contrato.
8. En los contratos de obras el cálculo del valor estimado debe tener en cuenta el importe de las mismas así
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como el valor total estimado de los suministros necesarios para su ejecución que hayan sido puestos a
disposición del contratista por el órgano de contratación.
9. En los contratos de suministro que tengan por objeto el arrendamiento financiero, el arrendamiento o la
venta a plazos de productos, el valor que se tomará como base para calcular el valor estimado del contrato será
el siguiente:

a) En el caso de contratos de duración determinada, cuando su duración sea igual o inferior a doce meses,
el valor total estimado para la duración del contrato; cuando su duración sea superior a doce meses, su
valor total, incluido el importe estimado del valor residual.
b) En el caso de contratos cuya duración no se fije por referencia a un período de tiempo determinado, el
valor mensual multiplicado por 48.

10. En los contratos de suministro o de servicios que tengan un carácter de periodicidad, o de contratos que se
deban renovar en un período de tiempo determinado, se tomará como base para el cálculo del valor estimado
del contrato alguna de las siguientes cantidades:

a) El valor real total de los contratos sucesivos similares adjudicados durante el ejercicio precedente o
durante los doce meses previos, ajustado, cuando sea posible, en función de los cambios de cantidad o
valor previstos para los doce meses posteriores al contrato inicial.
b) El valor estimado total de los contratos sucesivos adjudicados durante los doce meses siguientes a la
primera entrega o en el transcurso del ejercicio, si este fuera superior a doce meses.

11. En los contratos de servicios, a los efectos del cálculo de su valor estimado, se tomarán como base, en su
caso, las siguientes cantidades:

a) En los servicios de seguros, la prima pagadera y otras formas de remuneración.
b) En servicios bancarios y otros servicios financieros, los honorarios, las comisiones, los intereses y otras
formas de remuneración.
c) En los contratos relativos a un proyecto, los honorarios, las comisiones pagaderas y otras formas de
remuneración, así como las primas o contraprestaciones que, en su caso, se fijen para los participantes en
el concurso.
d) En los contratos de servicios en que no se especifique un precio total, si tienen una duración
determinada igual o inferior a cuarenta y ocho meses, el valor total estimado correspondiente a toda su
duración. Si la duración es superior a cuarenta y ocho meses o no se encuentra fijada por referencia a un
período de tiempo cierto, el valor mensual multiplicado por 48.

12. Cuando la realización de una obra, la contratación de unos servicios o la obtención de unos suministros
destinados a usos idénticos o similares pueda dar lugar a la adjudicación simultánea de contratos por lotes
separados, se deberá tener en cuenta el valor global estimado de la totalidad de dichos lotes. Igualmente,
cuando una obra o un servicio propuestos puedan derivar en la adjudicación simultánea de contratos de
concesión de obras o de concesión de servicios por lotes separados, deberá tenerse en cuenta el valor global
estimado de todos los lotes.
13. Para los acuerdos marco y para los sistemas dinámicos de adquisición se tendrá en cuenta el valor máximo
estimado, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, del conjunto de contratos previstos durante la
duración total del acuerdo marco o del sistema dinámico de adquisición.
14. En el procedimiento de asociación para la innovación se tendrá en cuenta el valor máximo estimado,
excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, de las actividades de investigación y desarrollo que esté previsto
que se realicen a lo largo de la duración total de la asociación, y de los suministros, servicios u obras que esté
previsto que se ejecuten o adquieran al final de la asociación prevista.

Artículo 102. Precio.
1. Los contratos del sector público tendrán siempre un precio cierto, que se abonará al contratista en función
de la prestación realmente ejecutada y de acuerdo con lo pactado. En el precio se entenderá incluido el
importe a abonar en concepto de Impuesto sobre el Valor Añadido, que en todo caso se indicará como partida
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independiente.
2. Con carácter general el precio deberá expresarse en euros, sin perjuicio de que su pago pueda hacerse
mediante la entrega de otras contraprestaciones en los casos en que esta u otras Leyes así lo prevean. No
obstante lo anterior, en los contratos podrá preverse que la totalidad o parte del precio sea satisfecho en
moneda distinta del euro. En este supuesto se expresará en la correspondiente divisa el importe que deba
satisfacerse en esa moneda, y se incluirá una estimación en euros del importe total del contrato.
3. Los órganos de contratación cuidarán de que el precio sea adecuado para el efectivo cumplimiento del
contrato mediante la correcta estimación de su importe, atendiendo al precio general de mercado, en el
momento de fijar el presupuesto base de licitación y la aplicación, en su caso, de las normas sobre ofertas con
valores anormales o desproporcionados. En aquellos servicios en los que el coste económico principal sean los
costes laborales, deberán considerarse los términos económicos de los convenios colectivos sectoriales,
nacionales, autonómicos y provinciales aplicables en el lugar de prestación de los servicios.
4. El precio del contrato podrá formularse tanto en términos de precios unitarios referidos a los distintos
componentes de la prestación o a las unidades de la misma que se entreguen o ejecuten, como en términos de
precios aplicables a tanto alzado a la totalidad o a parte de las prestaciones del contrato.
5. Los precios fijados en los contratos del sector público podrán ser revisados en los términos previstos en el
Capítulo II de este Título, cuando deban ser ajustados, al alza o a la baja, para tener en cuenta las variaciones
económicas de costes que acaezcan durante la ejecución del contrato.
6. Los contratos, cuando su naturaleza y objeto lo permitan, podrán incluir cláusulas de variación de precios
en función del cumplimiento o incumplimiento de determinados objetivos de plazos o de rendimiento,
debiendo establecerse con precisión los supuestos en que se producirán estas variaciones y las reglas para su
determinación, de manera que el precio sea determinable en todo caso.
7. Excepcionalmente pueden celebrarse contratos con precios provisionales cuando, tras la tramitación de un
procedimiento negociado, de un diálogo competitivo, o de un procedimiento de asociación para la innovación,
se ponga de manifiesto que la ejecución del contrato debe comenzar antes de que la determinación del precio
sea posible por la complejidad de las prestaciones o la necesidad de utilizar una técnica nueva, o que no existe
información sobre los costes de prestaciones análogas y sobre los elementos técnicos o contables que
permitan negociar con precisión un precio cierto. En los contratos celebrados con precios provisionales el
precio se determinará, dentro de los límites fijados para el precio máximo, en función de los costes en que
realmente incurra el contratista y del beneficio que se haya acordado, para lo que, en todo caso, se detallarán
en el contrato los siguientes extremos:

a) El procedimiento para determinar el precio definitivo, con referencia a los costes efectivos y a la fórmula
de cálculo del beneficio.
b) Las reglas contables que el adjudicatario deberá aplicar para determinar el coste de las prestaciones.
c) Los controles documentales y sobre el proceso de producción que el adjudicador podrá efectuar sobre
los elementos técnicos y contables del coste de producción. En los contratos celebrados con precios
provisionales no cabrá la revisión de precios.

8. Se prohíbe el pago aplazado del precio en los contratos de las Administraciones Públicas, excepto en los
supuestos en que el sistema de pago se establezca mediante la modalidad de arrendamiento financiero o de
arrendamiento con opción de compra, así como en los casos en que esta u otra Ley lo autorice expresamente.

CAPÍTULO II Revisión de precios en los contratos de las entidades del Sector Público

Artículo 103. Procedencia y límites.
1. Los precios de los contratos del sector público solo podrán ser objeto de revisión periódica y
predeterminada en los términos establecidos en este Capítulo. Salvo en los contratos no sujetos a regulación
armonizada a los que se refiere el apartado 2 del artículo 19, no cabrá la revisión periódica no predeterminada
o no periódica de los precios de los contratos. Se entenderá por precio cualquier retribución o
contraprestación económica del contrato, bien sean abonadas por la Administración o por los usuarios.
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2. Previa justificación en el expediente y de conformidad con lo previsto en el Real Decreto al que se refieren
los artículos 4 y 5 de la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española, la revisión
periódica y predeterminada de precios sólo se podrá llevar a cabo en los contratos de obra, en los contratos de
suministros de fabricación de armamento y equipamiento de las Administraciones Públicas, en los contratos
de suministro de energía y en aquellos otros contratos en los que el período de recuperación de la inversión
sea igual o superior a cinco años. Dicho período se calculará conforme a lo dispuesto en el Real Decreto
anteriormente citado. No se considerarán revisables en ningún caso los costes asociados a las amortizaciones,
los costes financieros, los gastos generales o de estructura ni el beneficio industrial. Los costes de mano de
obra de los contratos distintos de los de obra, suministro de fabricación de armamento y equipamiento de las
Administraciones Públicas, se revisarán cuando el período de recuperación de la inversión sea igual o superior
a cinco años y la intensidad en el uso del factor trabajo sea considerada significativa, de acuerdo con los
supuestos y límites establecidos en el Real Decreto. No obstante, previa justificación en el expediente, podrá
admitirse la revisión de precios en los contratos que no sean de obras, de suministros de fabricación de
armamento y equipamiento de las Administraciones Públicas o de suministro de energía, aunque su período
de recuperación de la inversión sea inferior a cinco años siempre que la suma de la participación en el
presupuesto base de licitación del contrato de las materias primas, bienes intermedios y energía que se hayan
de emplear supere el 20 por ciento de dicho presupuesto. En estos casos la revisión solo podrá afectar a la
fracción del precio del contrato que representa dicha participación. El pliego deberá indicar el peso de cada
materia prima, bien intermedio o suministro energético con participación superior al 1 por ciento y su
respectivo índice oficial de revisión de precios. No será exigible para la inclusión en los pliegos de la fórmula
de revisión a aplicar al precio del contrato la emisión de informe por el Comité Superior de Precios de
Contratos del Estado.
3. En los supuestos en que proceda, el órgano de contratación podrá establecer el derecho a revisión periódica
y predeterminada de precios y fijará la fórmula de revisión que deba aplicarse, atendiendo a la naturaleza de
cada contrato y la estructura y evolución de los costes de las prestaciones del mismo.
4. El pliego de cláusulas administrativas particulares deberá detallar, en tales casos, la fórmula de revisión
aplicable, que será invariable durante la vigencia del contrato y determinará la revisión de precios en cada
fecha respecto a la fecha de formalización del contrato, siempre que la formalización se produzca en el plazo
de tres meses desde la finalización del plazo de presentación de ofertas, o respecto a la fecha en que termine
dicho plazo de tres meses si la formalización se produce con posterioridad.
5. Salvo en los contratos de suministro de energía, cuando proceda, la revisión periódica y predeterminada de
precios en los contratos del sector público tendrá lugar en los términos establecidos en este capítulo, cuando
el contrato se hubiese ejecutado, al menos, en el 20 por ciento de su importe y hubiese transcurrido un año
desde su formalización. En consecuencia, el primer 20 por ciento ejecutado y el importe ejecutado en el
primer año transcurrido desde la formalización quedarán excluidos de la revisión. No obstante, la condición
relativa al porcentaje de ejecución del contrato no será exigible a efectos de proceder a la revisión periódica y
predeterminada en los contratos de concesión de servicios.
6. El Consejo de Ministros podrá aprobar, previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Pública del
Estado y de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, fórmulas tipo de revisión periódica
y predeterminada para los contratos previstos en el apartado 2. A propuesta de la Administración Pública
competente de la contratación, el Comité Superior de Precios de Contratos del Estado determinará aquellas
actividades donde resulte conveniente contar con una fórmula tipo, elaborará las fórmulas y las remitirá para
su aprobación al Consejo de Ministros. Cuando para un determinado tipo de contrato, se hayan aprobado, por
el procedimiento descrito, fórmulas tipo, el órgano de contratación no podrá incluir otra fórmula de revisión
diferente a esta en los pliegos y contrato.
7. Las fórmulas tipo que se establezcan con sujeción a los principios y metodologías contenidos en el Real
Decreto referido en el apartado 2 de la presente disposición reflejarán la ponderación en el precio del contrato
de los componentes básicos de costes relativos al proceso de generación de las prestaciones objeto del mismo.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Ayuntamiento de Moraleja 139

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



8. El Instituto Nacional de Estadística elaborará los índices mensuales de los precios de los componentes
básicos de costes incluidos en las fórmulas tipo de revisión de precios de los contratos, los cuales serán
aprobados por Orden del Ministro de Hacienda y Función Pública, previo informe del Comité Superior de
Precios de Contratos del Estado. Los índices reflejarán, al alza o a la baja, las variaciones reales de los precios
de la energía y materiales básicos observadas en el mercado y podrán ser únicos para todo el territorio
nacional o particularizarse por zonas geográficas. Reglamentariamente se establecerá la relación de
componentes básicos de costes a incluir en las fórmulas tipo referidas en este apartado, relación que podrá ser
ampliada por Orden del Ministro de Hacienda y Función Pública, previo informe de la Junta Consultiva de
Contratación Pública del Estado cuando así lo exija la evolución de los procesos productivos o la aparición de
nuevos materiales con participación relevante en el coste de determinados contratos o la creación de nuevas
fórmulas tipo de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley y su desarrollo. Los indicadores o reglas de
determinación de cada uno de los índices que intervienen en las fórmulas de revisión de precios serán
establecidos por Orden del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a propuesta del Comité Superior de
Precios de Contratos del Estado.
9. Cuando resulte aplicable la revisión de precios mediante las fórmulas tipo referidas en el apartado 6 de la
presente disposición, el resultado de aplicar las ponderaciones previstas en el apartado 7 a los índices de
precios, que se determinen conforme al apartado 8, proporcionará en cada fecha, respecto a la fecha y
períodos determinados en el apartado 4, un coeficiente que se aplicará a los importes líquidos de las
prestaciones realizadas que tengan derecho a revisión a los efectos de calcular el precio que corresponda
satisfacer.
10. Lo establecido en este artículo y en la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía
española, se entenderá, en todo caso, sin perjuicio de la posibilidad de mantener el equilibrio económico en
las circunstancias previstas en los artículos 270 y 290. Se modifican los apartados 2 y 5 por la disposición final
7.2 y 3 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo. Ref. BOE-A-2023-11022#df-7

Artículo 104. Revisión en casos de demora en la ejecución.
Cuando la cláusula de revisión se aplique sobre períodos de tiempo en los que el contratista hubiese incurrido
en mora y sin perjuicio de las penalidades que fueren procedentes, los índices de precios que habrán de ser
tenidos en cuenta serán aquellos que hubiesen correspondido a las fechas establecidas en el contrato para la
realización de la prestación en plazo, salvo que los correspondientes al período real de ejecución produzcan
un coeficiente inferior, en cuyo caso se aplicarán estos últimos.

Artículo 105. Pago del importe de la revisión.
El importe de las revisiones que procedan se hará efectivo, de oficio, mediante el abono o descuento
correspondiente en las certificaciones o pagos parciales a cuyo efecto se tramitará a comienzo del ejercicio
económico el oportuno expediente de gasto para su cobertura. Los posibles desajustes que se produjeran
respecto del expediente de gasto aprobado en el ejercicio, tales como los derivados de diferencias temporales
en la aprobación de los índices de precios aplicables al contrato, se podrán hacer efectivos en la certificación
final o en la liquidación del contrato.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Ayuntamiento de Moraleja 140

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 43

1. ¿Cuál es la principal diferencia entre presupuesto base de licitación y valor estimado del contrato?

A) El presupuesto base excluye el IVA y el valor estimado lo incluye.

B) El valor estimado incluye prórrogas y modificaciones previstas.

C) El presupuesto base incluye posibles modificaciones.

D) Ambos conceptos son equivalentes según la LCSP.

2. De acuerdo con el artículo 100 de la LCSP, el límite máximo de gasto que en virtud del contrato puede 
comprometer el órgano de contratación, incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo disposición en 
contrario, es:

A) El presupuesto base de licitación.

B) El valor estimado.

C) El precio.

D) El valor aproximado.

3. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en el 
caso de un contrato de suministros que tenga por objeto el arrendamiento financiero de productos, se tomará 
como base para calcular el valor estimado del contrato:

A) En el caso de contratos de duración determinada, cuando su duración sea igual o inferior a doce meses, el 
valor total, incluido el importe estimado del valor residual.

B) En el caso de contratos cuya duración no se fije por referencia a un período de tiempo determinado, el valor 
mensual multiplicado por 48.

C) En el caso de contratos cuya duración no se fije por referencia a un período de tiempo determinado, el valor 
mensual multiplicado por 60.

D) En el caso de contratos cuya duración no se fije por referencia a un período de tiempo determinado, el valor 
total, incluido el importe estimado del valor residual.

4. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, a efectos de dicha Ley, el límite 
máximo de gasto que en virtud del contrato puede comprometer el órgano de contratación, incluido el 
Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo disposición en contrario es:

A) Precio.

B) Valor estimado.

C) Presupuesto base de licitación.

D) Presupuesto de ejecución material.

5. De conformidad con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP), ¿qué es el 
precio base de licitación?

A) El límite máximo de gasto que en virtud del contrato puede comprometer el órgano de contratación, incluido 
el Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo disposición en contra.

B) Un concepto económico que trata de poner de manifiesto la repercusión económica que puede llegar a tener 
un contrato público, siempre sin tener en cuenta el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA).

C) Un precio cierto, que se debe abonar al contratista en función de la prestación realmente ejecutada y de 
acuerdo con lo pactado y que incluye el importe que se debe abonar en concepto de Impuesto sobre el Valor 
Añadido, que en todo caso indicado como partida independiente.

D) El límite mínimo de gasto que en virtud del contrato puede comprometer el órgano de contratación, sin 
incluir el Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo disposición en contra.
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6. A efectos de cálculo del valor estimado del contrato, se tendrán en cuenta:

A) Únicamente el importe inicial del contrato.

B) Las modificaciones no previstas.

C) Prórrogas, opciones y modificaciones previstas en los pliegos.

D) Solo el presupuesto base sin IVA.

7. De acuerdo con el artículo 102 de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público:

A) El Valor Estimado del contrato se entenderá como el límite máximo de gasto que en virtud del contrato puede 
comprometer el órgano de contratación, incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo disposición en 
contrario.

B) A la hora de determinar el Presupuesto Base de la Licitación, en el caso de los contratos de obras, suministros 
y servicios, el órgano de contratación tomará el importe total, sin incluir el Impuesto sobre el Valor Añadido, 
pagadero según sus estimaciones.

C) El precio del contrato podrá formularse en términos de precios unitarios referidos a los distintos 
componentes de la prestación o unidades que se entreguen/ejecuten, o en términos de precios a tanto alzado 
aplicables a la totalidad o parte de las prestaciones.

D) Con carácter previo a la tramitación de un acuerdo marco o de un sistema dinámico de adquisición será 
necesario que se apruebe un presupuesto base de licitación.

8. De conformidad con el artículo 99 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
señale la respuesta correcta con respecto al objeto del contrato:

A) En ningún caso se podrá limitar el número de lotes para los que un mismo candidato o licitador puede 
presentar oferta.

B) El objeto de los contratos del sector público deberá ser indeterminado.

C) Podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la cuantía del mismo y eludir así los requisitos 
de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que correspondan.

D) Podrá reservar alguno o algunos de los lotes para Centros Especiales de Empleo o para empresas de inserción.

9. Señale la respuesta correcta:

A) A los efectos de la Ley de Contratos del Sector Público, por presupuesto base de licitación se entenderá el 
límite máximo de gasto que en virtud del contrato puede comprometer el órgano de contratación, excluido el 
Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo disposición en contrario.

B) A los efectos de la Ley de Contratos del Sector Público, por presupuesto base de licitación se entenderá el 
límite máximo de gasto que en virtud del contrato puede comprometer el órgano de contratación, incluido el 
Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo disposición en contrario.

C) A los efectos de la Ley de Contratos del Sector Público, por presupuesto base de licitación se entenderá el 
límite mínimo de gasto que en virtud del contrato puede comprometer el órgano de contratación, incluido el 
Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo disposición en contrario.

D) A los efectos de la Ley de Contratos del Sector Público, por presupuesto base de licitación se entenderá el 
importe de los ingresos estimados que el licitador percibirá por todos los conceptos durante la duración del 
contrato.
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10. Asimismo, se decide dividir el contrato en 3 lotes, en función de la capacidad de las baterías: hasta 15 
kWh, de 16 a 54 kWh, y 55 kWh o más. Conforme al artículo 99.4 de la LCSP, se considera oportuno limitar el 
número de lotes que pueden adjudicarse a cada licitador, y así se indica expresamente en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares y en:

A) La memoria justificativa del contrato.

B) El informe de defensa de la competencia.

C) El anuncio de información previa.

D) El anuncio de licitación.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 B · 4 C · 5 A · 6 C · 7 C · 8 D · 9 B · 10 D

Te quedan 46 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 43, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 44

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (V): 
Pliego de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas: 

Pliegos de prescripciones técnicas generales. Pliegos de 
prescripciones técnicas particulares. Definición de determinadas 

prescripciones técnicas. Reglas para el establecimiento de 
prescripciones técnicas.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 121 a 126 — 6 incluidos

LIBRO SEGUNDO De los contratos de las Administraciones Públicas

TÍTULO I Disposiciones generales

CAPÍTULO I De las actuaciones relativas a la contratación de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De la preparación de los contratos de las Administraciones Públicas

Artículo 121. Pliegos de cláusulas administrativas generales.
1. El Consejo de Ministros, a iniciativa de los Ministerios interesados, a propuesta del Ministro de Hacienda y
Función Pública, y previo dictamen del Consejo de Estado, podrá aprobar pliegos de cláusulas administrativas
generales, que deberán ajustarse en su contenido a los preceptos de esta Ley y de sus disposiciones de
desarrollo, para su utilización en los contratos que se celebren por los órganos de contratación de la
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la
Seguridad Social y demás entidades que gocen de la condición de Administraciones Públicas integrantes del
sector público estatal.
2. Las Comunidades Autónomas y las entidades que integran la Administración Local podrán aprobar pliegos
de cláusulas administrativas generales, de acuerdo con sus normas específicas, previo dictamen del Consejo
de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva, si lo hubiera.

Artículo 122. Pliegos de cláusulas administrativas particulares.
1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán aprobarse previamente a la autorización del
gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su
adjudicación, y solo podrán ser modificados con posterioridad por error material, de hecho o aritmético. En
otro caso, la modificación del pliego conllevará la retroacción de actuaciones.
2. En los pliegos de cláusulas administrativas particulares se incluirán los criterios de solvencia y adjudicación
del contrato; las consideraciones sociales, laborales y ambientales que como criterios de solvencia, de
adjudicación o como condiciones especiales de ejecución se establezcan; los pactos y condiciones definidores
de los derechos y obligaciones de las partes del contrato; la previsión de cesión del contrato salvo en los casos
en que la misma no sea posible de acuerdo con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 214.1; la
obligación del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio
Colectivo sectorial de aplicación; y las demás menciones requeridas por esta Ley y sus normas de desarrollo.
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En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y
extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en ellos. Téngase en
cuenta que se declara que el párrafo primero del apartado 2 no es conforme con el orden constitucional de
competencias, salvo los incisos relativos a la necesidad de incluir «los pactos y condiciones definidores de los
derechos y obligaciones de las partes del contrato» y «En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen
jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes
prestaciones fusionadas en ellos», en los términos del fundamento jurídico 7 A) d), por la Sentencia del TC
68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614 Los pliegos podrán también especificar si va a exigirse la
transferencia de derechos de propiedad intelectual o industrial, sin perjuicio de lo establecido en el artículo
308 respecto de los contratos de servicios. Los pliegos deberán mencionar expresamente la obligación del
futuro contratista de respetar la normativa vigente en materia de protección de datos. Sin perjuicio de lo
establecido en el artículo 28.2 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos
personales y la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, en aquellos
contratos cuya ejecución requiera el tratamiento por el contratista de datos personales por cuenta del
responsable del tratamiento, adicionalmente en el pliego se hará constar:

a) La finalidad para la cual se cederán dichos datos.
b) La obligación del futuro contratista de someterse en todo caso a la normativa nacional y de la Unión
Europea en materia de protección de datos, sin perjuicio de lo establecido en el último párrafo del apartado
1 del artículo 202.
c) La obligación de la empresa adjudicataria de presentar antes de la formalización del contrato una
declaración en la que ponga de manifiesto dónde van a estar ubicados los servidores y desde dónde se van a
prestar los servicios asociados a los mismos.
d) La obligación de comunicar cualquier cambio que se produzca, a lo largo de la vida del contrato, de la
información facilitada en la declaración a que se refiere la letra c) anterior.
e) La obligación de los licitadores de indicar en su oferta, si tienen previsto subcontratar los servidores o
los servicios asociados a los mismos, el nombre o el perfil empresarial, definido por referencia a las
condiciones de solvencia profesional o técnica, de los subcontratistas a los que se vaya a encomendar su
realización. En los pliegos correspondientes a los contratos a que se refiere el párrafo anterior las
obligaciones recogidas en las letras a) a e) anteriores en todo caso deberán ser calificadas como esenciales
a los efectos de lo previsto en la letra f) del apartado 1 del artículo 211.

3. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares podrán establecer penalidades, conforme a lo
prevenido en el apartado 1 del artículo 192, para los casos de incumplimiento o de cumplimiento defectuoso
de la prestación que afecten a características de la misma, en especial cuando se hayan tenido en cuenta para
definir los criterios de adjudicación, o atribuir a la puntual observancia de estas características el carácter de
obligación contractual esencial a los efectos señalados en la letra f) del apartado 1 del artículo 211. Asimismo,
para los casos de incumplimiento de lo prevenido en los artículos 130 y 201. 3 bis. Las Administraciones
públicas incorporarán en los pliegos de cláusulas administrativas particulares condiciones especiales de
ejecución o criterios de adjudicación dirigidos a la promoción de la igualdad de trato y no discriminación por
razón de orientación sexual, identidad sexual, expresión de género y características sexuales, siempre que
exista vinculación con el objeto del contrato.
4. Los contratos se ajustarán al contenido de los pliegos de cláusulas administrativas particulares, cuyas
cláusulas se consideran parte integrante de los mismos.
5. La aprobación de los pliegos de cláusulas administrativas particulares corresponderá al órgano de
contratación, que podrá, asimismo, aprobar modelos de pliegos particulares para determinadas categorías de
contratos de naturaleza análoga.
6. La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado deberá informar con carácter previo todos los
pliegos de cláusulas administrativas particulares en que se proponga la inclusión de estipulaciones contrarias
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a los correspondientes pliegos generales.
7. En la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social y demás Administraciones Públicas integrantes del sector público estatal, la
aprobación de los pliegos y de los modelos requerirá el informe previo del Servicio Jurídico respectivo. Este
informe no será necesario cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares se ajuste a un modelo de
pliego que haya sido previamente objeto de este informe. Se añade el apartado 3 bis por la disposición final
17.2 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-17 Se declara que el párrafo primero del
apartado 2 no es conforme con el orden constitucional de competencias, salvo los incisos relativos a la
necesidad de incluir «los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las partes del
contrato» y «En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen jurídico aplicable a sus efectos,
cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en
ellos», en los términos del fundamento jurídico 7 A) d), por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref.
BOE-A-2021-6614 Se modifica el apartado 2 por el art. 5.5 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref.
BOE-A-2019-15790#a5 Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria tercera del citado Real
Decreto-ley.

Artículo 123. Pliego de prescripciones técnicas generales.
Previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, el Consejo de Ministros, a propuesta
del Ministro correspondiente, podrá establecer los pliegos de prescripciones técnicas generales a que hayan
de ajustarse la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social y demás entidades que gocen de la condición de Administraciones Públicas
integrantes del sector público estatal.

Artículo 124. Pliego de prescripciones técnicas particulares.
El órgano de contratación aprobará con anterioridad a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y
siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación, los pliegos y
documentos que contengan las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la realización de la
prestación y definan sus calidades, sus condiciones sociales y ambientales, de conformidad con los requisitos
que para cada contrato establece la presente Ley, y solo podrán ser modificados con posterioridad por error
material, de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación del pliego conllevará la retroacción de
actuaciones.

Artículo 125. Definición de determinadas prescripciones técnicas.
A efectos de la presente Ley se entenderá por:
1. «Prescripción o especificación técnica»:

a) Cuando se trate de contratos de obras, el conjunto de las prescripciones técnicas contenidas
principalmente en los pliegos de la contratación, en las que se definan las características requeridas de un
material, producto o suministro, y que permitan caracterizarlos de manera que respondan a la utilización a
que los destine el poder adjudicador; asimismo, los procedimientos de aseguramiento de la calidad, el
impacto social, laboral, ambiental y climático de dichos materiales, productos o actividades que se
desarrollen durante la elaboración o utilización de los mismos, el diseño para todas las necesidades
(incluida la accesibilidad universal y diseño universal o diseño para todas las personas), la terminología, los
símbolos, las pruebas y métodos de prueba, el envasado, marcado y etiquetado, las instrucciones de uso y
los procesos y métodos de producción en cualquier fase del ciclo de vida de las obras; incluyen asimismo
las reglas de elaboración del proyecto y cálculo de las obras, las condiciones de prueba, control y recepción
de las obras, así como las técnicas o métodos de construcción y todas las demás condiciones de carácter
técnico que el poder adjudicador pueda prescribir, por vía de reglamentación general o específica, en lo
referente a obras acabadas y a los materiales o elementos que las constituyan;
b) Cuando se trate de contratos de suministro o de servicios, aquella especificación que figure en un
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documento en la que se definan las características exigidas de un producto o de un servicio, como, por
ejemplo, los niveles de calidad, los niveles de comportamiento ambiental y climático, el diseño para todas
las necesidades (incluida la accesibilidad universal y diseño universal o diseño para todas las personas) y la
evaluación de la conformidad, el rendimiento, la utilización del producto, su seguridad, o sus dimensiones;
asimismo, los requisitos aplicables al producto en lo referente a la denominación de venta, la terminología,
los símbolos, las pruebas y métodos de prueba, el envasado, marcado y etiquetado, las instrucciones de
uso, los procesos y métodos de producción en cualquier fase del ciclo de vida del suministro o servicio, así
como los procedimientos de evaluación de la conformidad. Téngase en cuenta que se declara que el
apartado 1 no es conforme con el orden constitucional de competencias, en los términos del fundamento
jurídico 7 A) e), por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614 2. «Norma»: una
especificación técnica aprobada por un organismo de normalización reconocido para una aplicación
repetida o continuada cuyo cumplimiento no sea obligatorio y que esté incluida en una de las categorías
siguientes: a) «Norma internacional»: Norma adoptada por un organismo internacional de normalización y
puesta a disposición del público. b) «Norma europea»: Norma adoptada por un organismo europeo de
normalización y puesta a disposición del público.
c) «Norma nacional»: Norma adoptada por un organismo nacional de normalización y puesta a disposición
del público. 3. «Evaluación técnica europea»: La evaluación documentada de las prestaciones de un
producto de construcción en cuanto a sus características esenciales, con arreglo al correspondiente
documento de evaluación europeo, tal como se define en el artículo 2, punto 12, del Reglamento (UE) n.º
305/2011, del Parlamento Europeo y del Consejo. 4. «Especificación técnica común»: la especificación
técnica en el ámbito de las TIC elaborada de conformidad con los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) n.º
1025/2012. 5. «Referencia técnica»: Cualquier documento elaborado por los organismos europeos de
normalización, distinto de las normas europeas, con arreglo a procedimientos adaptados a la evolución de
las necesidades del mercado.

Se declara que el apartado 1 no es conforme con el orden constitucional de competencias, en los términos del fundamento jurídico 7 A) e), por la
Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

Artículo 126. Reglas para el establecimiento de prescripciones técnicas.
1. Las prescripciones técnicas a que se refieren los artículos 123 y 124, proporcionarán a los empresarios
acceso en condiciones de igualdad al procedimiento de contratación y no tendrán por efecto la creación de
obstáculos injustificados a la apertura de la contratación pública a la competencia.
2. Las prescripciones técnicas podrán referirse al proceso o método específico de producción o prestación de
las obras, los suministros o los servicios requeridos, o a un proceso específico de otra fase de su ciclo de vida,
según la definición establecida en el artículo 148, incluso cuando dichos factores no formen parte de la
sustancia material de las obras, suministros o servicios, siempre que estén vinculados al objeto del contrato y
guarden proporción con el valor y los objetivos de este.
3. Para toda contratación que esté destinada a ser utilizada por personas físicas, ya sea el público en general o
el personal de la Administración Pública contratante, las prescripciones técnicas se redactarán, salvo en casos
debidamente justificados, de manera que se tengan en cuenta la Convención de las Naciones Unidas sobre los
derechos de las personas con discapacidad, así como los criterios de accesibilidad universal y de diseño
universal o diseño para todas las personas, tal y como son definidos estos términos en el texto refundido de la
Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado mediante Real
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre. De no ser posible definir las prescripciones técnicas teniendo
en cuenta criterios de accesibilidad universal y de diseño universal o diseño para todas las personas, deberá
motivarse suficientemente esta circunstancia. Sin perjuicio de lo anterior, siempre que existan requisitos de
accesibilidad obligatorios adoptados por un acto jurídico de la Unión Europea, las especificaciones técnicas
deberán ser definidas por referencia a esas normas en lo que respecta a los criterios de accesibilidad para las
personas con discapacidad o el diseño para todos los usuarios.
4. Siempre que el objeto del contrato afecte o pueda afectar al medio ambiente, las prescripciones técnicas se
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definirán aplicando criterios de sostenibilidad y protección ambiental, de acuerdo con las definiciones y
principios regulados en los artículos 3 y 4, respectivamente, de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y
Control Integrados de la Contaminación.
5. Sin perjuicio de las instrucciones y reglamentos técnicos nacionales que sean obligatorios, siempre y
cuando sean compatibles con el derecho de la Unión Europea, las prescripciones técnicas se formularán de
una de las siguientes maneras:

a) En términos de rendimiento o de exigencias funcionales, incluidas las características medioambientales,
siempre que los parámetros sean lo suficientemente precisos para permitir a los licitadores determinar el
objeto del contrato y al órgano de contratación adjudicar el mismo;
b) Haciendo referencia, de acuerdo con el siguiente orden de prelación, a especificaciones técnicas
contenidas en normas nacionales que incorporen normas europeas, a evaluaciones técnicas europeas, a
especificaciones técnicas comunes, a normas internacionales, a otros sistemas de referencias técnicas
elaborados por los organismos europeos de normalización o, en defecto de todos los anteriores, a normas
nacionales, a documentos de idoneidad técnica nacionales o a especificaciones técnicas nacionales en
materia de proyecto, cálculo y ejecución de obras y de uso de suministros; acompañando cada referencia
de la mención «o equivalente»;
c) En términos de rendimiento o de exigencias funcionales según lo mencionado en la letra a), haciendo
referencia, como medio de presunción de conformidad con estos requisitos de rendimiento o exigencias
funcionales, a las especificaciones contempladas en la letra b);
d) Haciendo referencia a especificaciones técnicas mencionadas en la letra b) para determinadas
características, y mediante referencia al rendimiento o exigencias funcionales mencionados en la letra a)
para otras características.

6. Salvo que lo justifique el objeto del contrato, las prescripciones técnicas no harán referencia a una
fabricación o una procedencia determinada, o a un procedimiento concreto que caracterice a los productos o
servicios ofrecidos por un empresario determinado, o a marcas, patentes o tipos, o a un origen o a una
producción determinados, con la finalidad de favorecer o descartar ciertas empresas o ciertos productos. Tal
referencia se autorizará, con carácter excepcional, en el caso en que no sea posible hacer una descripción lo
bastante precisa e inteligible del objeto del contrato en aplicación del apartado 5, en cuyo caso irá acompañada
de la mención «o equivalente».
7. Cuando los órganos de contratación hagan uso de la opción prevista en el apartado 5, letra a), de formular
prescripciones técnicas en términos de rendimiento o de exigencias funcionales, no podrán rechazar una
oferta de obras, de suministros o de servicios que se ajusten a una norma nacional que transponga una norma
europea, a un documento de idoneidad técnica europeo, a una especificación técnica común, a una norma
internacional o a un sistema de referencias técnicas elaborado por un organismo europeo de normalización, si
tales especificaciones tienen por objeto los requisitos de rendimiento o exigencias funcionales exigidos por las
prescripciones técnicas, siempre que en su oferta, el licitador pruebe por cualquier medio adecuado, incluidos
los medios de prueba mencionados en los artículos 127 y 128, que la obra, el suministro o el servicio conforme
a la norma reúne los requisitos de rendimiento o exigencias funcionales establecidos por el órgano de
contratación.
8. Cuando los órganos de contratación hagan uso de la opción de referirse a las especificaciones técnicas
previstas en el apartado 5, letra b), no podrán rechazar una oferta basándose en que las obras, los suministros
o los servicios ofrecidos no se ajustan a las especificaciones técnicas a las que han hecho referencia, siempre
que en su oferta el licitador demuestre por cualquier medio adecuado, incluidos los medios de prueba
mencionados en el artículo 128, que las soluciones que propone cumplen de forma equivalente los requisitos
exigidos en las correspondientes prescripciones técnicas.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 44

1. En el expediente de contratación de conformidad con la Ley de Contratos del Sector Público, deberán 
aprobarse previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación 
del contrato, o de no existir esta, antes de:

A) El pliego de cláusulas administrativas particulares y únicamente el pliego de prescripciones técnicas 
particulares cuando el objeto del contrato sea una obra o servicio.

B) El pliego de cláusulas administrativas particulares y el pliego de prescripciones técnicas particulares.

C) El pliego de cláusulas administrativas particulares y únicamente el pliego de prescripciones técnicas 
particulares cuando el objeto del contrato sea una obra.

D) El pliego de cláusulas administrativas particulares.

2. De conformidad con lo establecido en el artículo 122 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, ¿cuál de las siguientes respuestas es correcta?

A) Aprobados los pliegos de cláusulas administrativas particulares, en ningún caso, es posible su modificación.

B) Los pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán aprobarse previa o conjuntamente a la 
autorización del gasto, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación.

C) En los pliegos de cláusulas administrativas particulares no se incluirán los criterios de solvencia y 
adjudicación del contrato.

D) En los pliegos de cláusulas administrativas particulares no se incluirá la obligación del adjudicatario de 
cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo sectorial de aplicación.

3. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares:

A) Deberán aprobarse previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la 
licitación del contrato,

B) Podrán ser modificados con posterioridad a su aprobación, por cualquier motivo.

C) La modificación de los pliegos no conllevará la retroacción de actuaciones.

D) Podrán aprobarse con posterioridad a la autorización del gasto, siempre y cuando se haga constar en el 
anuncio de licitación, o de no existir esta, antes de su adjudicación.

4. En el supuesto que nos ocupa, el pliego de cláusulas administrativas particulares deberá aprobarse:

A) Posteriormente a la autorización del gasto y siempre después de la licitación del contrato, o de no existir ésta, 
antes de su adjudicación.

B) Previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del 
contrato, o de no existir ésta, antes de su adjudicación.

C) Conjuntamente con la autorización del gasto, y siempre después de la licitación del contrato, o de no existir 
ésta, después de su adjudicación.

D) Ninguna de las anteriores es correcta.

5. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares, según lo previsto en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público:

A) Podrán aprobarse previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y no siempre antes de la 
licitación del contrato

B) Podrán aprobarse a lo largo de la tramitación del expediente

C) Deberán aprobarse previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la 
licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación

D) Ninguna es correcta
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6. El documento que define las condiciones de solvencia técnica exigidas a los licitadores, es:

A) El informe de necesidad del contrato.

B) El pliego de cláusulas administrativas particulares.

C) La memoria justificativa del contrato.

D) El pliego de prescripciones técnicas.

7. ¿Qué documento define las condiciones de solvencia técnica exigidas a los licitadores?

A) El informe de necesidad del contrato.

B) El pliego de cláusulas administrativas particulares.

C) La memoria justificativa del contrato.

D) El pliego de prescripciones técnicas.

8. El órgano de contratación aprobará con anterioridad a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y 
siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación…

A) Los pliegos y documentos que contengan las prescripciones técnicas particulares.

B) Los pliegos de cláusulas administrativas generales.

C) Las dos respuestas anteriores son correctas.

D) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.

9. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del Sector Publico ¿en qué documento se incluyen los 
criterios de solvencia y adjudicación?

A) Pliego de cláusulas administrativas generales.

B) Pliego de prescripciones técnicas generales.

C) Pliego de cláusulas administrativas particulares.

D) Pliego de prescripciones técnicas particulares.

10. La Conselleria con competencias en materia de Educación pretende celebrar un contrato específico en el 
marco de un sistema dinámico de adquisición para el suministro de vestuario de uniformidad (complementos 
de vestir) para el personal subalterno y conductor de la Conselleria. Dicho contrato debe recoger una cláusula 
en la que se determine que las camisas deben ser de color blanco sin estampados y deben tener un bolsillo en 
el lado izquierdo superior y cuello tipo camisero para corbata. Dicha cláusula debe incorporarse en el 
siguiente documento administrativo:

A) En el pliego de cláusulas administrativas particulares.

B) En el informe de necesidad e idoneidad de la contratación.

C) En la resolución de aprobación del expediente.

D) En el pliego de prescripciones técnicas.

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 A · 4 B · 5 C · 6 B · 7 B · 8 A · 9 C · 10 D

Te quedan 1 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 44, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 45

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (VI): 
Título II: Capítulo I: Del contrato de obras.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 231 a 246 — 16 incluidos

LIBRO SEGUNDO De los contratos de las Administraciones Públicas

TÍTULO II De los distintos tipos de contratos de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Del contrato de obras

Sección 1.ª Actuaciones preparatorias del contrato de obras

Artículo 231. Proyecto de obras.
1. En los términos previstos en esta Ley, la adjudicación de un contrato de obras requerirá la previa
elaboración, supervisión, aprobación y replanteo del correspondiente proyecto que definirá con precisión el
objeto del contrato. La aprobación del proyecto corresponderá al órgano de contratación salvo que tal
competencia esté específicamente atribuida a otro órgano por una norma jurídica.
2. En el supuesto de adjudicación conjunta de proyecto y obra, la ejecución de esta quedará condicionada a la
supervisión, aprobación y replanteo del proyecto por el órgano de contratación.

Artículo 232. Clasificación de las obras.
1. A los efectos de elaboración de los proyectos se clasificarán las obras, según su objeto y naturaleza, en los
grupos siguientes:

a) Obras de primer establecimiento, reforma, restauración, rehabilitación o gran reparación.
b) Obras de reparación simple.
c) Obras de conservación y mantenimiento.
d) Obras de demolición.

2. Son obras de primer establecimiento las que dan lugar a la creación de un bien inmueble.
3. El concepto general de reforma abarca el conjunto de obras de ampliación, mejora, modernización,
adaptación, adecuación o refuerzo de un bien inmueble ya existente.
4. Se consideran como obras de reparación las necesarias para enmendar un menoscabo producido en un bien
inmueble por causas fortuitas o accidentales. Cuando afecten fundamentalmente a la estructura resistente
tendrán la calificación de gran reparación y, en caso contrario, de reparación simple.
5. Si el menoscabo se produce en el tiempo por el natural uso del bien, las obras necesarias para su enmienda
tendrán el carácter de conservación. Las obras de mantenimiento tendrán el mismo carácter que las de
conservación.
6. Son obras de restauración aquellas que tienen por objeto reparar una construcción conservando su estética,
respetando su valor histórico y manteniendo su funcionalidad.
7. Son obras de rehabilitación aquellas que tienen por objeto reparar una construcción conservando su
estética, respetando su valor histórico y dotándola de una nueva funcionalidad que sea compatible con los
elementos y valores originales del inmueble.
8. Son obras de demolición las que tengan por objeto el derribo o la destrucción de un bien inmueble.
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Artículo 233. Contenido de los proyectos y responsabilidad derivada de su elaboración.
1. Los proyectos de obras deberán comprender, al menos:

a) Una memoria en la que se describa el objeto de las obras, que recogerá los antecedentes y situación
previa a las mismas, las necesidades a satisfacer y la justificación de la solución adoptada, detallándose los
factores de todo orden a tener en cuenta.
b) Los planos de conjunto y de detalle necesarios para que la obra quede perfectamente definida, así como
los que delimiten la ocupación de terrenos y la restitución de servidumbres y demás derechos reales, en su
caso, y servicios afectados por su ejecución.
c) El pliego de prescripciones técnicas particulares, donde se hará la descripción de las obras y se regulará
su ejecución, con expresión de la forma en que esta se llevará a cabo, las obligaciones de orden técnico que
correspondan al contratista, y la manera en que se llevará a cabo la medición de las unidades ejecutadas y
el control de calidad de los materiales empleados y del proceso de ejecución.
d) Un presupuesto, integrado o no por varios parciales, con expresión de los precios unitarios y de los
descompuestos, en su caso, estado de mediciones y los detalles precisos para su valoración. El presupuesto
se ordenará por obras elementales, en los términos que reglamentariamente se establezcan.
e) Un programa de desarrollo de los trabajos o plan de obra de carácter indicativo, con previsión, en su
caso, del tiempo y coste.
f) Las referencias de todo tipo en que se fundamentará el replanteo de la obra.
g) El estudio de seguridad y salud o, en su caso, el estudio básico de seguridad y salud, en los términos
previstos en las normas de seguridad y salud en las obras.
h) Cuanta documentación venga prevista en normas de carácter legal o reglamentario.

2. No obstante, para los proyectos de obras de primer establecimiento, reforma o gran reparación inferiores a
500.000 euros de presupuesto base de licitación, IVA excluido, y para los restantes proyectos enumerados en el
artículo anterior, se podrá simplificar, refundir o incluso suprimir, alguno o algunos de los documentos
anteriores en la forma que en las normas de desarrollo de esta Ley se determine, siempre que la
documentación resultante sea suficiente para definir, valorar y ejecutar las obras que comprenda. No obstante,
solo podrá prescindirse de la documentación indicada en la letra g) del apartado anterior en los casos en que
así esté previsto en la normativa específica que la regula.
3. Salvo que ello resulte incompatible con la naturaleza de la obra, el proyecto deberá incluir un estudio
geotécnico de los terrenos sobre los que esta se va a ejecutar, así como los informes y estudios previos
necesarios para la mejor determinación del objeto del contrato.
4. Cuando la elaboración del proyecto haya sido contratada íntegramente por la Administración, el autor o
autores del mismo incurrirán en responsabilidad en los términos establecidos en esta Ley. En el supuesto de
que la prestación se llevara a cabo en colaboración con la Administración y bajo su supervisión, las
responsabilidades se limitarán al ámbito de la colaboración. Cuando el proyecto incluyera un estudio
geotécnico y el mismo no hubiera previsto determinadas circunstancias que supongan un incremento en más
del 10 por ciento del precio inicial del contrato en ejecución, al autor o autores del mismo les será exigible la
indemnización que establece el artículo 315, si bien el porcentaje del 20 por ciento que este indica en su
apartado 1 deberá sustituirse, a estos efectos, por el 10 por ciento.
5. Los proyectos deberán sujetarse a las instrucciones técnicas que sean de obligado cumplimiento.
6. Cuando las obras sean objeto de explotación por la Administración Pública el proyecto deberá ir
acompañado del valor actual neto de las inversiones, costes e ingresos a obtener por la Administración que
vaya a explotar la obra.

Artículo 234. Presentación del proyecto por el empresario.
1. La contratación conjunta de la elaboración del proyecto y la ejecución de las obras correspondientes tendrá
carácter excepcional y solo podrá efectuarse en los siguientes supuestos cuya concurrencia deberá justificarse
debidamente en el expediente:
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a) Cuando motivos de orden técnico obliguen necesariamente a vincular al empresario a los estudios de las
obras. Estos motivos deben estar ligados al destino o a las técnicas de ejecución de la obra.
b) Cuando se trate de obras cuya dimensión excepcional o dificultades técnicas singulares, requieran
soluciones aportadas con medios y capacidad técnica propias de las empresas.

2. En todo caso, la licitación de este tipo de contrato requerirá la redacción previa por la Administración o
entidad contratante del correspondiente anteproyecto o documento similar y solo, cuando por causas
justificadas fuera conveniente al interés público, podrá limitarse a redactar las bases técnicas a que el proyecto
deba ajustarse.
3. El contratista presentará el proyecto al órgano de contratación para su supervisión, aprobación y replanteo.
Si se observaren defectos o referencias de precios inadecuados en el proyecto recibido se requerirá su
subsanación del contratista, en los términos del artículo 314, sin que pueda iniciarse la ejecución de obra hasta
que se proceda a una nueva supervisión, aprobación y replanteo del proyecto. En el supuesto de que el órgano
de contratación y el contratista no llegaren a un acuerdo sobre los precios, el último quedará exonerado de
ejecutar las obras, sin otro derecho frente al órgano de contratación que el pago de los trabajos de redacción
del correspondiente proyecto.
4. En los casos a que se refiere este artículo, la iniciación del expediente y la reserva de crédito
correspondiente fijarán el importe máximo previsto que el futuro contrato puede alcanzar. No obstante, no se
procederá a la fiscalización del gasto, a su aprobación, así como a la adquisición del compromiso generado por
el mismo, hasta que se conozca el importe y las condiciones del contrato de acuerdo con la proposición
seleccionada, circunstancias que serán recogidas en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas
particulares.
5. Cuando se trate de la elaboración de un proyecto de obras singulares de infraestructuras hidráulicas o de
transporte cuya entidad o complejidad no permita establecer el importe estimativo de la realización de las
obras, la previsión del precio máximo a que se refiere el apartado anterior se limitará exclusivamente al
proyecto. La ejecución de la obra quedará supeditada al estudio de la viabilidad de su financiación y a la
tramitación del correspondiente expediente de gasto. En el supuesto de que se renunciara a la ejecución de la
obra o no se produzca pronunciamiento en un plazo de tres meses, salvo que el pliego de cláusulas
estableciera otro mayor, el contratista tendrá derecho al pago del precio del proyecto incrementado en el 5 por
100 como compensación.

Artículo 235. Supervisión de proyectos.
Antes de la aprobación del proyecto, cuando el presupuesto base de licitación del contrato de obras sea igual o
superior a 500.000 euros, IVA excluido, los órganos de contratación deberán solicitar un informe de las
correspondientes oficinas o unidades de supervisión de los proyectos encargadas de verificar que se han
tenido en cuenta las disposiciones generales de carácter legal o reglamentario así como la normativa técnica
que resulten de aplicación para cada tipo de proyecto. La responsabilidad por la aplicación incorrecta de las
mismas en los diferentes estudios y cálculos se exigirá de conformidad con lo dispuesto en el apartado 4 del
artículo 233 de la presente Ley. En los proyectos de presupuesto base de licitación inferior al señalado, el
informe tendrá carácter facultativo, salvo que se trate de obras que afecten a la estabilidad, seguridad o
estanqueidad de la obra en cuyo caso el informe de supervisión será igualmente preceptivo.

Artículo 236. Replanteo del proyecto.
1. Aprobado el proyecto y previamente a la aprobación del expediente de contratación de la obra, se procederá
a efectuar el replanteo del mismo, el cual consistirá en comprobar la realidad geométrica de la misma y la
disponibilidad de los terrenos precisos para su normal ejecución. Asimismo se deberán comprobar cuantos
supuestos figuren en el proyecto elaborado y sean básicos para el contrato a celebrar.
2. En la tramitación de los expedientes de contratación referentes a obras de infraestructuras hidráulicas, de
transporte y de carreteras, se dispensará del requisito previo de disponibilidad de los terrenos, si bien no se
podrá iniciar la ejecución de las obras en tanto no se haya formalizado la ocupación en virtud de la vigente Ley
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de Expropiación Forzosa.
3. En los casos de cesión de terrenos o locales por Entidades públicas, será suficiente para acreditar la
disponibilidad de los terrenos, la aportación de los acuerdos de cesión y aceptación por los órganos
competentes.
4. Una vez realizado el replanteo se incorporará el proyecto al expediente de contratación.

Sección 2.ª Ejecución del contrato de obras

Artículo 237. Comprobación del replanteo.
La ejecución del contrato de obras comenzará con el acta de comprobación del replanteo. A tales efectos,
dentro del plazo que se consigne en el contrato que no podrá ser superior a un mes desde la fecha de su
formalización salvo casos excepcionales justificados, el servicio de la Administración encargada de las obras
procederá, en presencia del contratista, a efectuar la comprobación del replanteo hecho previamente a la
licitación, extendiéndose acta del resultado que será firmada por ambas partes interesadas, remitiéndose un
ejemplar de la misma al órgano que celebró el contrato.

Artículo 238. Ejecución de las obras y responsabilidad del contratista.
1. Las obras se ejecutarán con estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en el pliego de cláusulas
administrativas particulares y al proyecto que sirve de base al contrato y conforme a las instrucciones que en
interpretación técnica de este diere al contratista la Dirección facultativa de las obras.
2. Cuando las instrucciones fueren de carácter verbal, deberán ser ratificadas por escrito en el más breve plazo
posible, para que sean vinculantes para las partes.
3. Durante el desarrollo de las obras y hasta que se cumpla el plazo de garantía el contratista es responsable de
todos los defectos que en la construcción puedan advertirse.

Artículo 239. Fuerza mayor.
1. En casos de fuerza mayor y siempre que no exista actuación imprudente por parte del contratista, este
tendrá derecho a una indemnización por los daños y perjuicios, que se le hubieren producido en la ejecución
del contrato.
2. Tendrán la consideración de casos de fuerza mayor los siguientes:

a) Los incendios causados por la electricidad atmosférica.
b) Los fenómenos naturales de efectos catastróficos, como maremotos, terremotos, erupciones volcánicas,
movimientos del terreno, temporales marítimos, inundaciones u otros semejantes.
c) Los destrozos ocasionados violentamente en tiempo de guerra, robos tumultuosos o alteraciones graves
del orden público.

Artículo 240. Certificaciones y abonos a cuenta.
1. A los efectos del pago, la Administración expedirá mensualmente, en los primeros diez días siguientes al
mes al que correspondan, certificaciones que comprendan la obra ejecutada conforme a proyecto durante
dicho período de tiempo, salvo prevención en contrario en el pliego de cláusulas administrativas particulares,
cuyos abonos tienen el concepto de pagos a cuenta sujetos a las rectificaciones y variaciones que se produzcan
en la medición final y sin suponer en forma alguna, aprobación y recepción de las obras que comprenden. En
estos abonos a cuenta se observará lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 198.
2. El contratista tendrá también derecho a percibir abonos a cuenta sobre su importe por las operaciones
preparatorias realizadas como instalaciones y acopio de materiales o equipos de maquinaria pesada adscritos
a la obra, en las condiciones que se señalen en los respectivos pliegos de cláusulas administrativas particulares
y conforme al régimen y los límites que con carácter general se determinen reglamentariamente, debiendo
asegurar los referidos pagos mediante la prestación de garantía.

Artículo 241. Obras a tanto alzado y obras con precio cerrado.
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1. Cuando la naturaleza de la obra lo permita, se podrá establecer el sistema de retribución a tanto alzado, sin
existencia de precios unitarios, de acuerdo con lo establecido en los apartados siguientes cuando el criterio de
retribución se configure como de precio cerrado o en las circunstancias y condiciones que se determinen en
las normas de desarrollo de esta Ley para el resto de los casos.
2. El sistema de retribución a tanto alzado podrá, en su caso, configurarse como de precio cerrado, con el
efecto de que el precio ofertado por el adjudicatario se mantendrá invariable no siendo abonables las
modificaciones del contrato que sean necesarias para corregir errores u omisiones padecidos en la redacción
del proyecto.
3. La contratación de obras a tanto alzado con precio cerrado requerirá que se cumplan las siguientes
condiciones:

a) Que así se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares del contrato, pudiendo este
establecer que algunas unidades o partes de la obra se excluyan de este sistema y se abonen por precios
unitarios.
b) Las unidades de obra cuyo precio se vaya a abonar con arreglo a este sistema deberán estar previamente
definidas en el proyecto y haberse replanteado antes de la licitación. El órgano de contratación deberá
garantizar a los interesados el acceso al terreno donde se ubicarán las obras, a fin de que puedan realizar
sobre el mismo las comprobaciones que consideren oportunas con suficiente antelación a la fecha límite de
presentación de ofertas.
c) Que el precio correspondiente a los elementos del contrato o unidades de obra contratados por el
sistema de tanto alzado con precio cerrado sea abonado mensualmente, en la misma proporción que la
obra ejecutada en el mes a que corresponda guarde con el total de la unidad o elemento de obra de que se
trate.
d) Cuando en el pliego se autorice a los licitadores la presentación de variantes sobre determinados
elementos o unidades de obra que de acuerdo con el pliego de cláusulas administrativas particulares del
contrato deban ser ofertadas por el precio cerrado, las citadas variantes deberán ser ofertadas bajo dicha
modalidad. En este caso, los licitadores vendrán obligados a presentar un proyecto básico cuyo contenido
se determinará en el pliego de cláusulas administrativas particulares del contrato. El adjudicatario del
contrato en el plazo que determine dicho pliego deberá aportar el proyecto de construcción de las variantes
ofertadas, para su preceptiva supervisión y aprobación. En ningún caso el precio o el plazo de la
adjudicación sufrirá variación como consecuencia de la aprobación de este proyecto.

Sección 3.ª Modificación del contrato de obras

Artículo 242. Modificación del contrato de obras.
1. Serán obligatorias para el contratista las modificaciones del contrato de obras que se acuerden de
conformidad con lo establecido en el artículo 206. En caso de que la modificación suponga supresión o
reducción de unidades de obra, el contratista no tendrá derecho a reclamar indemnización alguna.
2. Cuando las modificaciones supongan la introducción de unidades de obra no previstas en el proyecto o
cuyas características difieran de las fijadas en este, y no sea necesario realizar una nueva licitación, los precios
aplicables a las mismas serán fijados por la Administración, previa audiencia del contratista por plazo mínimo
de tres días hábiles. Cuando el contratista no aceptase los precios fijados, el órgano de contratación podrá
contratarlas con otro empresario en los mismos precios que hubiese fijado, ejecutarlas directamente u optar
por la resolución del contrato conforme al artículo 211 de esta Ley.
3. Cuando la modificación contemple unidades de obra que hayan de quedar posterior y definitivamente
ocultas, antes de efectuar la medición parcial de las mismas, deberá comunicarse a la Intervención de la
Administración correspondiente, con una antelación mínima de cinco días , para que, si lo considera
oportuno, pueda acudir a dicho acto en sus funciones de comprobación material de la inversión, y ello, sin
perjuicio de, una vez terminadas las obras, efectuar la recepción, de conformidad con lo dispuesto en el
apartado 1 del artículo 243, en relación con el apartado 2 del artículo 210. Téngase en cuenta que se declara
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que no es conforme con el orden constitucional de competencias el inciso destacado del apartado 3
[fundamento jurídico 7 C) e)] por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614 4. Cuando
el Director facultativo de la obra considere necesaria una modificación del proyecto y se cumplan los
requisitos que a tal efecto regula esta Ley, recabará del órgano de contratación autorización para iniciar el
correspondiente expediente, que se sustanciará con las siguientes actuaciones:

a) Redacción de la modificación del proyecto y aprobación técnica de la misma.
b) Audiencia del contratista y del redactor del proyecto, por plazo mínimo de tres días.
c) Aprobación del expediente por el órgano de contratación, así como de los gastos complementarios
precisos. No obstante, no tendrán la consideración de modificaciones: i. El exceso de mediciones,
entendiendo por tal, la variación que durante la correcta ejecución de la obra se produzca exclusivamente
en el número de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas en las mediciones del proyecto, siempre
que en global no representen un incremento del gasto superior al 10 por ciento del precio del contrato
inicial. Dicho exceso de mediciones será recogido en la certificación final de la obra. ii. La inclusión de
precios nuevos, fijados contradictoriamente por los procedimientos establecidos en esta Ley y en sus
normas de desarrollo, siempre que no supongan incremento del precio global del contrato ni afecten a
unidades de obra que en su conjunto exceda del 3 por ciento del presupuesto primitivo del mismo. 5.
Cuando la tramitación de una modificación exija la suspensión temporal total de la ejecución de las obras y
ello ocasione graves perjuicios para el interés público, el Ministro, si se trata de la Administración General
del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social y
demás entidades públicas integrantes del sector público estatal, podrá acordar que continúen
provisionalmente las mismas tal y como esté previsto en la propuesta técnica que elabore la dirección
facultativa, siempre que el importe máximo previsto no supere el 20 por ciento del precio inicial del
contrato, IVA excluido, y exista crédito adecuado y suficiente para su financiación. El expediente de
continuación provisional a tramitar al efecto exigirá exclusivamente la incorporación de las siguientes
actuaciones: a) Propuesta técnica motivada efectuada por el director facultativo de la obra, donde figure el
importe aproximado de la modificación, la descripción básica de las obras a realizar y la justificación de
que la modificación se encuentra en uno de los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 203. b)
Audiencia del contratista. c) Conformidad del órgano de contratación.
d) Certificado de existencia de crédito.
e) Informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, en el caso de que en la propuesta técnica motivada se
introdujeran precios nuevos. El informe deberá motivar la adecuación de los nuevos precios a los precios
generales del mercado, de conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 102. En el plazo de
seis meses contados desde el acuerdo de autorización provisional deberá estar aprobado técnicamente el
proyecto, y en el de ocho meses el expediente de la modificación del contrato. Dentro del citado plazo de
ocho meses se ejecutarán preferentemente, de las unidades de obra previstas, aquellas partes que no hayan
de quedar posterior y definitivamente ocultas. La autorización del Ministro para iniciar provisionalmente
las obras, que, en su caso, únicamente podrá ser objeto de delegación en los Secretarios de Estado del
Departamento Ministerial, implicará en el ámbito de la Administración General del Estado la aprobación
del gasto, sin perjuicio de los ajustes que deban efectuarse en el momento de la aprobación de la
modificación del contrato. Las obras ejecutadas dentro del plazo de ocho meses, serán objeto de
certificación y abono en los términos previstos en la presente Ley con la siguiente singularidad: Las
certificaciones a expedir durante la tramitación del expediente modificado que comprendan unidades no
previstas en el proyecto inicial tomarán como referencia los precios que figuren en la propuesta técnica
motivada, cuyos abonos tienen el concepto de pagos a cuenta provisionales sujetos a las rectificaciones y
variaciones que puedan resultar una vez se apruebe el proyecto modificado, todo ello, sin perjuicio de las
rectificaciones y variaciones que se produzcan en la medición final y sin suponer en forma alguna,
aprobación y recepción de las obras que comprenden.

Se declara que no es conforme con el orden constitucional de competencias el inciso destacado del apartado 3 [fundamento jurídico 7 C) e)] por la
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Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

Sección 4.ª Cumplimiento del contrato de obras

Artículo 243. Recepción y plazo de garantía.
1. A la recepción de las obras a su terminación y a los efectos establecidos en esta Ley, concurrirá un
facultativo designado por la Administración representante de esta, el facultativo encargado de la dirección de
las obras y el contratista asistido, si lo estima oportuno, de su facultativo. Dentro del plazo de tres meses
contados a partir de la recepción, el órgano de contratación deberá aprobar la certificación final de las obras
ejecutadas, que será abonada al contratista a cuenta de la liquidación del contrato en el plazo previsto en esta
Ley. En el caso de obras cuyo valor estimado supere los doce millones de euros en las que las operaciones de
liquidación y medición fueran especialmente complejas, los pliegos podrán prever que el plazo de tres meses
para la aprobación de la certificación final al que se refiere el párrafo anterior, podrá ser ampliado, siempre
que no supere en ningún caso los cinco meses.
2. Si se encuentran las obras en buen estado y con arreglo a las prescripciones previstas, el funcionario técnico
designado por la Administración contratante y representante de esta, las dará por recibidas, levantándose la
correspondiente acta y comenzando entonces el plazo de garantía. Cuando las obras no se hallen en estado de
ser recibidas se hará constar así en el acta y el Director de las mismas señalará los defectos observados y
detallará las instrucciones precisas fijando un plazo para remediar aquellos. Si transcurrido dicho plazo el
contratista no lo hubiere efectuado, podrá concedérsele otro nuevo plazo improrrogable o declarar resuelto el
contrato.
3. El plazo de garantía se establecerá en el pliego de cláusulas administrativas particulares atendiendo a la
naturaleza y complejidad de la obra y no podrá ser inferior a un año salvo casos especiales. Dentro del plazo de
quince días anteriores al cumplimiento del plazo de garantía, el director facultativo de la obra, de oficio o a
instancia del contratista, redactará un informe sobre el estado de las obras. Si este fuera favorable, el
contratista quedará exonerado de toda responsabilidad, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente,
procediéndose a la devolución o cancelación de la garantía, a la liquidación del contrato y, en su caso, al pago
de las obligaciones pendientes que deberá efectuarse en el plazo de sesenta días. En el caso de que el informe
no fuera favorable y los defectos observados se debiesen a deficiencias en la ejecución de la obra y no al uso de
lo construido, durante el plazo de garantía, el director facultativo procederá a dictar las oportunas
instrucciones al contratista para la debida reparación de lo construido, concediéndole un plazo para ello
durante el cual continuará encargado de la conservación de las obras, sin derecho a percibir cantidad alguna
por ampliación del plazo de garantía.
4. No obstante, en aquellas obras cuya perduración no tenga finalidad práctica como las de sondeos y
prospecciones que hayan resultado infructuosas o que por su naturaleza exijan trabajos que excedan el
concepto de mera conservación como los de dragados no se exigirá plazo de garantía.
5. Podrán ser objeto de recepción parcial aquellas partes de obra susceptibles de ser ejecutadas por fases que
puedan ser entregadas al uso público, según lo establecido en el contrato.
6. Siempre que por razones excepcionales de interés público debidamente motivadas en el expediente el
órgano de contratación acuerde la ocupación efectiva de las obras o su puesta en servicio para el uso público,
aun sin el cumplimiento del acto formal de recepción, desde que concurran dichas circunstancias se
producirán los efectos y consecuencias propios del acto de recepción de las obras y en los términos en que
reglamentariamente se establezcan.

Artículo 244. Responsabilidad por vicios ocultos.
1. Si la obra se arruina o sufre deterioros graves incompatibles con su función con posterioridad a la
expiración del plazo de garantía por vicios ocultos de la construcción, debido a incumplimiento del contrato
por parte del contratista, responderá este de los daños y perjuicios que se produzcan o se manifiesten durante
un plazo de quince años a contar desde la recepción. Asimismo, el contratista responderá durante dicho plazo
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de los daños materiales causados en la obra por vicios o defectos que afecten a la cimentación, los soportes,
las vigas, los forjados, los muros de carga u otros elementos estructurales, y que comprometan directamente la
resistencia mecánica y la estabilidad de la construcción, contados desde la fecha de recepción de la obra sin
reservas o desde la subsanación de estas.
2. Las acciones para exigir la responsabilidad prevista en el apartado anterior por daños materiales
dimanantes de los vicios o defectos, prescribirán en el plazo de dos años a contar desde que se produzcan o se
manifiesten dichos daños, sin perjuicio de las acciones que puedan subsistir para exigir responsabilidades por
incumplimiento contractual.
3. Transcurrido el plazo de quince años establecido en el primer apartado de este artículo, sin que se haya
manifestado ningún daño o perjuicio, quedará totalmente extinguida cualquier responsabilidad del contratista.

Sección 5.ª Resolución del contrato de obras

Artículo 245. Causas de resolución.
Son causas de resolución del contrato de obras, además de las generales de la Ley, las siguientes:
a) La demora injustificada en la comprobación del replanteo.
b) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior a cuatro meses.
c) La suspensión de las obras por plazo superior a ocho meses por parte de la Administración.
d) El desistimiento.

Artículo 246. Efectos de la resolución.
1. La resolución del contrato dará lugar a la comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas con
arreglo al proyecto, fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del contratista. Será necesaria la citación
de este, en el domicilio que figure en el expediente de contratación, para su asistencia al acto de
comprobación y medición.
2. Si se demorase injustificadamente la comprobación del replanteo, dando lugar a la resolución del contrato,
el contratista solo tendrá derecho por todos los conceptos a una indemnización equivalente al 2 por cien del
precio de la adjudicación, IVA excluido.
3. En el supuesto de desistimiento antes de la iniciación de las obras, o de suspensión de la iniciación de las
mismas por parte de la Administración por plazo superior a cuatro meses, el contratista tendrá derecho a
percibir por todos los conceptos una indemnización del 3 por cien del precio de adjudicación, IVA excluido.
4. En caso de desistimiento una vez iniciada la ejecución de las obras, o de suspensión de las obras iniciadas
por plazo superior a ocho meses, el contratista tendrá derecho por todos los conceptos al 6 por cien del precio
de adjudicación del contrato de las obras dejadas de realizar en concepto de beneficio industrial, IVA excluido,
entendiéndose por obras dejadas de realizar las que resulten de la diferencia entre las reflejadas en el contrato
primitivo y sus modificaciones aprobadas y las que hasta la fecha de notificación del desistimiento o de la
suspensión se hubieran ejecutado.
5. Cuando las obras hayan de ser continuadas por otro empresario o por la propia Administración, con
carácter de urgencia, por motivos de seguridad o para evitar la ruina de lo construido, el órgano de
contratación, una vez que haya notificado al contratista la liquidación de las ejecutadas, podrá acordar su
continuación, sin perjuicio de que el contratista pueda impugnar la valoración efectuada ante el propio
órgano. El órgano de contratación resolverá lo que proceda en el plazo de quince días.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 45

1. De conformidad con el artículo 236 de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público, ¿Cuándo se realiza el 
replanteo del proyecto?

A) Después de la adjudicación del contrato de obra

B) Previamente a la aprobación del expediente de contratación de la obra

C) Una vez iniciada la ejecución de las obras

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. De acuerdo con el artículo 236.1 de la Ley 9/2017, de contratos del Sector Público, aprobado el proyecto y 
previamente a la aprobación del expediente de contratación de la obra, se procederá a efectuar el replanteo 
del mismo, el cual consistirá:

A) En comprobar la realidad geométrica de la misma.

B) En comprobar la disponibilidad de los terrenos precisos para su normal ejecución.

C) En comprobar cuantos supuestos figuren en el proyecto elaborado y sean básicos para el contrato a celebrar.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

3. Una vez finalizadas las obras, ¿en qué momento deberá ser aprobada la certificación final de las obras 
ejecutadas por el órgano de contratación?

A) Dentro del plazo de 5 meses contados a partir de la recepción.

B) Dentro del plazo de 3 meses contados a partir de la recepción.

C) Dentro del plazo de 1 mes desde la finalización de las obras.

D) Dentro del plazo de 3 meses contados a partir de la recepción, pudiendo prever los pliegos su ampliación 
hasta 5 meses.

4. Son causas de resolución del contrato de obras, de acuerdo con el artículo 245 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público:

A) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior a tres meses.

B) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior a ocho meses.

C) La suspensión de las obras por plazo superior a seis meses por parte de la Administración.

D) La demora injustificada en la comprobación del replanteo.

5. De acuerdo con el artículo 232 de la LCSP, y en función del objeto de la obra, ¿podemos afirmar que la 
construcción del edificio en el que se establecerá el Centro de Investigación sobre Pandemias es una obra de:

A) Gran reparación.

B) Primer establecimiento.

C) Reforma.

D) Rehabilitación.

6. Respecto al proyecto de obra pública de jardinería indique la respuesta correcta:

A) Todas las obras requieren de un proyecto que incluirá, en todo caso, los siguientes documentos: memoria, 
planos, pliego de prescripciones técnicas particulares, presupuesto, plan de obra, estudio de seguridad y salud.

B) El estudio de seguridad y salud será opcional, a criterio del proyectista.

C) El valor estimado del contrato de obra se corresponde con el importe total del presupuesto, sin incluir el 
Impuesto sobre el Valor Añadido.

D) Ninguna de las anteriores es correcta.
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7. Conforme a lo establecido en el artículo 237 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la ejecución del contrato de obras comenzará 
con:

A) La firma del contrato.

B) La presentación de la oferta.

C) El acta de comprobación del replanteo.

D) La primera certificación de obra.

8. Según la LCSP, la ejecución del contrato de obras comenzará con el acta de comprobación del replanteo, 
que tendrá lugar dentro del plazo que se consigne en el contrato y, salvo casos excepcionales justificados, no 
podrá ser:

A) Superior a un mes desde su adjudicación.

B) Superior a dos meses desde su formalización.

C) Superior a un mes desde su formalización.

D) Superior a quince días desde su adjudicación.

9. Conforme al art. 243 de la Ley 9/2017, de Contratos de obras del sector público, el plazo fijado a partir de la 
recepción para que el órgano de contratación apruebe la certificación final de obras ejecutadas será:

A) De un mes.

B) En los 10 primeros días desde la firma del Acta de recepción.

C) De seis meses.

D) De tres meses.

10. De acuerdo con el artículo 237 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, la 
ejecución del contrato de obras comenzará:

A) Con el acta de comprobación del replanteo.

B) Con la formalización del contrato.

C) Ambas respuestas son incorrectas.

D) Con la adjudicación del contrato.

SOLUCIONES 1 B · 2 D · 3 B · 4 D · 5 B · 6 D · 7 C · 8 C · 9 D · 10 A

Te quedan 49 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 45, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · Arquitecto/a (parte general) · Ayuntamiento de Moraleja 160

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen


